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SECRETARIA GENERAL DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
Gustavo A. Díaz, Primer Sustituto de Presidente en funcio-
nes de Presidente; Abigaíl Montás, Eudaldo Tronco-
so de la Concha, Jaime Vidal. Velázquez, Leoncio Ra-
mos y Luis Logroño Cohén, asistidos del infrascrito Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, el día trece 
del mes de junio del mil novecientos cuarenta - y uno, año 989 
de la Independencia, 78 9  de la Restauración y 12 9  de la Era 
de Trujillo, ha dictado en audiencia pública, como Corte de 
Casación, la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto pos los Señores 
Manuel de Js. Castillo, mayor de edad, dominicano, Diputa-
do al Congreso' Nacional, portador de la cédula de identidad 
Personal No. 21843, Serie 1, y Enrique A. García, mayor de 
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edad, casado, negociante, portador de la cédula de identidad 
personal No. 1135, Serie 1, ambos de este domicilio y resi-
dencia, contra sentencia del Tribunal Superior 'de Tierras, de 
fecha veintiuno de octubre del año mil novecientos treinta y 
nueve, dictada en favor del Estado Dominicano, cuyo dispo-
sitivo, en la parte que al presente recurso se refiere, dice a-
sí : "3 .o. —Que debe declarar y declara que el Licenciado Noel 
Henríquez, en su condición de garante del Estado Dominica-
no, está obligado a pagar en favor de éste, una suma propor-
cional a la evicción y perjuicio sufridos por el Estado Do-
minicano, con motivo de la adjudicación, que den,tro del pe-
rímetro por él vendido, se hace en favor de terceras perso-
nas, en el ordinal segundo del dispositivo de esta sentencia; 
disponiéndose, en consecuencia, que, para los fines de valua-
ción de la evicción y perjuicio experimentados por el Estado 
Dominicano, las partes sean reenviadas, como al e-
fecto se reenvían, ante la jurisdicción que fuere de derecho; 
declarándose que esa misma acción tiene frente a sus vende-
dores los señores Manuel de Jesús Castillo S. y Enrique A. 
García, el Licenciado Noel Henríquez"; 

Visto el Memorial de Casación presentado por el Licen-
ciado 

 
 Enrique de Marchena, portador de la cédula. de iden-

tidad personal No. 994, expedida en fecha 22 de Febrero del 
1932, quien actúa por sí y por el Licencado Julio A. Cuello. 
abogados de los Señores Manuel de Jesús Castillo y Enrique 
A. García, parte intimante, en el cual se alegan las violacio-
nes de la Ley que más adelante se expondrán; 

Visto el Memorial de Defensa presentado por el Licen-
cado Froilán Tavares hijo, portador de la cédula de identi-
dad personal No. 2701, Serie 23, Abogado del Estado, (par-
te intimada) ; 

Oido el Magistrado Juez Relator; 
Oido el Licenciado René Malagón, en representación 

del Abogado del Estado, Licnciado Froilán. Tavares hijo, 
en la lectura de sus conclusiones; 

Oido el Magistrado Procurador General de la Repúbli-
ca, Licenciado Benigno del Castillo S., en la lectura de su 
dictamen; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli- 
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berado, y vistos los artículos 1165, 1627, 1629, 1984 y 1998 
del Código Civil y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada constan 
los siguientes hechos: A), que el Lic. Noel Henríquez, en fe-
cha dieciocho de julio de mil novecientos veintiocho, vendió 
al Estado Dominicano 150.000 tareas de tierras, circunscri-
tas dentro del Distrito Catastral No. 50, que comprendían 
los sitios de "Mana" y "Mata de la Iglesia", en la común de 
San Cristóbal, provincia de .  Santo Domingo; B), que en el 
mismo acto de venta fué estipulado lo siguiente: lo.—entre-
gar inmediatamente al vendedor . la cantidad de $48,000.00; 
2o.—reservarse el Estado Dominicano la cantidad de $21,-
669.56 para el pago de la mensura catastral de las tierras 
vendidas; 3.—pagar al vendedor, "tan pronto como este ha-
ya efectuado el desalojo de cuantos ocupen estas tierras en 
calidad de poseedores", la cantidad de $20.330.44, "que hacen 
el completo de .los $90.000.00"; C), que en fecha treinta de 
marzo de mil novecientos treinta y ocho, el Juez de jurisdic-
ción original del Tribunal de Tierras dictó su decisión No. 2, 
relativa al Distrito Catastral No. 11 de la común de San Cris-
tóbal (antiguo D. C. No. 501), sitios de "Mana" e "Iza"; D), 
que dentro del perímetro vendido al Estado por el Lic. Ncel 
Henriquez, el Juez de jurisdicción original adjudicó a ter-
ceras personas las Parcelas Nos. 106, 108, 110, 115, 122, 123, 
124, 127, 131, 154, 157, 166, 172, 176, 177 y 178; por no ha-
ber vendido esas personas al Lic. Noel Henríquez ni ratifica-
do la venta hecha por éste al Estado; E), que para indemni-
zar al Estado del perjuicio sufrido con las adjudicaciones 
hechas a terceras personas, la misma decisión del, Juez de 
jurisdicción original "declaró al Licenciado Noel Henríquez, 
en su condición de garante del Estado Dominicano, obligado 
a pagarle una suma proporcional a la evicción y perjuicio 
sufridos"; dispuso "el reenvío de las partes por ante la ju-
risdicción que sea de derecho" para la evaluación de tal su-
ma; declaró que "esa misma acción tiene eI Licenciado Noel 
Henríquez contra sus vendedores Manuel de Jesús Castillo y 
Enrique A. García"; rechazó las reclamaciones de otras per-
sonas, y aplazó su fallo en lo concerniente a las parcelas nú- 
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edad, casado, negociante, portador de la cédula de identidad 
personal No. 1135, Serie 1, ambos de este domicilio y resi-
dencia, contra sentencia del Tribunal Superior de Tierras, de 
fecha veintiiino de octubre del año mil novecientos treinta y 
nueve, dictada en favor del Estado Dominicano, cuyo dispo-
sitivo, en la parte que al presente recurso se refiere, dice a-
sí: "3o. —Que debe declarar y declara que el Licenciado Noel 
Henríquez, en su condición de garante del Estado Dominica-
no, está obligado a pagar en favor de éste, una suma propor-
cional a la evicción y perjuicio sufridos por el Estado Do-
minicano, con motivo de la adjudicación, que den,tro del pe-
rímetro por él vendido, se hace en favor de terceras perso-
nas, en el ordinal segundo del dispositivo de esta sentencia; 
disponiéndose, en consecuencia, que para los fines de valua-
ción de la evicción y perjuicio experimentados por el Estado 
Dominicano, las ' partes sean reenviadas, como al e-
fecto se reenvían, ante la jurisdicción que fuere de derecho; 
declarándose que esa misma acción tiene frente a sus vende-
dores los señores Manuel de Jesús Castillo S. y Enrique A. 
García,.el Licenciado Noel Henríquez"; 

-Visto el Memorial de Casación presentado por el Licen-
ciado Enrique de Marchena, portador de la cédula- de iden-
tidad personal No. 994, expedida en fecha 22 de Febrero del 
1932, quien actúa por sí y por el Licencado Julio A. Cuello, 
abogados de los Señores Manuel de Jesús Castillo y Enrique 
A. García, parte intimante, en el cual se alegan las violacio-
nes de la Ley que más adelante se expondrán ; 

Visto el Memorial de Defensa presentado por el Licen-
cado Froilán Tavares 'hijo, portador de la cédula de identi-
dad personal No. 2701, Serie 23, Abogado del Estado, (par-
te intimada) ; 

Oido el Magistrado Juez Relator; 
Oido el Licenciado René Malagón, en representación 

del Abogado del Estado, Licnciado Froilán Tavares ,hijo, 
en la lectura de sus conclusiones; 

Oido el Magistrado Procurador General de la Repúbli-
ca, Licenciado Benigno del Castillo S., en la lectura de su 
dictamen; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli- 
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berado, y vistos los artículos 1165, 1627, 1629, 1984 y 1998 
del Código Civil y 71 de la Ley sobre Procedimiento dé Ca-
sación ; 

Considerando, que en la sentencia impugnada constan 
los siguientes hechos: A), que el Lic. Noel Henríquez, en fe-
cha dieciocho de julio de mil novecientos veintiocho, vendió 
al Estado Dominicano 150.000 tareas de tierras, circunscri-
tas dentro del Distrito Catastral No. 50, que comprendían 
los sitios de "Mana" y "Mata de la Iglesia", en la común de 
San Cristóbal, provincia, de Santo Domingo; B), que en el 
mismo acto de venta fué estipulado lo siguiente: lo.—entre-
gar inmediatamente al vendedor ,la cantidad de $48,000.00; 
2o.—reservarse el Estado Dominicano la cantidad de $21,- 
669.56 para el pago de la mensura catastral de las tierras 
vendidas; 3.—pagar al vendedor, "tan pronto como este ha-
ya efectuado el desalojo de cuantos ocupen estas tierras en 
calidad de poseedores", la cantidad de $20.330.44, "que hacen 
el completo de los $90.000.00"; C), que en fecha treinta de 
marzo de mil novecientos treinta y ocho, el Juez de jurisdic-
ción original del Tribunal de Tierras dictó su decisión No. 2, 
relativa al Distrito Catastral No. 11 de.la común de San Cris-
tóbal (antiguo D. C. No. 501), sitios de "Mana" e "Iza" ; D), 
que dentro del perímetro vendido al Estado por el Lic. Noel 
Henriquez, el Juez de jurisdicción original adjudicó a ter-
ceras personas las Parcelas Nos. 106, 108, 110, 115, 122, 123 , 
124, 127, 131, 154, 157, 166, 172, 176, 177 y 178; por no ha-
ber vendido esas personas al Lic. Noel Henríquez ni ratifica-
do la venta hecha por éste al Estado; E), que para indemni-
zar al Estado del perjuicio sufrido con las adjudicaciones 
hechas a terceras personas, la misma decisión del. Juez de 
jurisdicción original "declaró al Licenciado Noel Henríquez, 
en su condición de garante del Estado Dominicano, obligado 
a pagarle una suma proporcional a la evicción y perjuicio 
sufridos"; dispuso "el reenvío de las partes por ante la ju-
risdicción que sea de derecho" para la evaluación de tal su-
ma; declaró que "esa misma acción tiene el Licenciado Noel 
Henríquez contra sus vendedores Manuel de Jesús Castillo y 
Enrique A. García"; rechazó las reclamaciones de otras per-
sonas, y aplazó su fallo en lo concerniente a las parcelas mí- 
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diente al abogado del Estado, éste lo devolvió con las con, 7 
 clusione,s escritas siguientes: "En el recurso de apelación 

interpuesto por algunas de las partes interesadas contra la  
Decisión No. 2 del Tribunal de Tierras, de fecha 30 de mar-

: zo de 1938, el Estado Dominicano concluye, finalmente, pi- 
-. diéndoos, muy respetuosamente, que os plazca: Confirmar, 

en todos sus extremos la decisión apelada"; K), que en fe-
cha veintiuno de octubre de mil novecientos treinta y nueve, 
el Tribunal Superior de Tierras dictó una sentencia cuyo dis-
positivo, en lo que concierne al presente recurso, ha sido an-
tes transcrito; 

Considerando, que contra esta sentencia del Tribunal 
Superior de Tierras intentaron recurso de casación los seña-
res Manuel de Js. Castillo y Enrique A. García, en fecha 
veintiuno de diciembre de mil novecientos treinta y nueve, 
y que en el memorial correspondiente se exponen, como fun.- 

;) damento de tal recurso, los medios siguientes: 1.— Violación 
de los artículos 1627 y 1629 del Código . Civil; 2.—Violación 
de Jos artículos 1984, 1998 y 1165 del Código Civil; • 

Considerando, que el Estado Dominicano: parte intima-
da, concluye pidendo la inadmisión del recurso, por falta de 
calidad y de interés en las intimantes; 

Considerando, que en vista de la indivisibilidad existen-
te entre los intereses de gárante y garantido, el garante pue-
de, por sólo, interponer útilmente recurso de casación con-
tra la sentencia obtenida por el demandante principal y pue-
de hacer valer en apoyo de su recurso, independientemente 
de los medios que le son propios, los derechos y medios del 
garantido, siempre que el garante que recurre haya figurado 
y producido conclusiones en el debate resuelto por la senten-
cia contra la cual se dirije el recurso; que en el presente 
caso los señores Manuel Js. Castillo y Enrique A.. García., a 
quienes les interesa mantener la limitación o la ausencia de 
la garantía de que se ha declarado deudor a Noel Henríquez, 
por ser la garantía debida por éste al Estado la causa y me- 

, dida de la que ellos le deben a Noel Henríquez, formularon 
ante el Tribunal de Tierras conclusioens a tal fin y tienen 
calidqd y derecho para intentar el presente recurso de casa- 

meros 16, 120, 207, y 219; F), que contra la mencionada de-
cisión del Juez de jurisdicción original apelaron ante el Tri-
bunal Superior de Tierras los señores Manuel de Js. Castillo 
y Enrique A. García y el Licenciado Noel Henríquez, así co-
mo otras personas agenas al presente recurso de casación; 
G), que fijada por el Tribunal Superior de Tierras la au-
diencia del día veintiuno de diciembre de mil novecientos 
treinta y ocho, para conocer de tales apelacione, comparecie-
ron el Lic. Noel Henríquez, en su propio interés, y el Lic. En-
rique de Marchena hijo, en representación de Manuel de Js. 
Castillo y Enrique A. García; H), que el Lic. Noel Henrí-
quez concluyó del modo siguiente: "Por tales razones, tengo 
a bien concluir pidiendo que al conocer de este recurso en 
apelación decidáis confirmar o no confirmar la sentencia a- * 

 pelada, o mejor dicho, no confrmarla respecto de la parte 
que olvidó el Juez inferior respecto de la garantía estipula-
da. Que en ese sentido decidáis que el Estado Dominicano 
aceptó y limitó la garantía que le era debida, cuando el ven-
dedor estipuló la suma de $20,000.00. Que por consiguiente, 
el vendedor está personalmente redimido de toda responsa-
bilidad frente al Estado Dominicano, y habréis hecho justi-
cia"; I), que el Lic. Enrique de Marchena hijo concluyó así: 
"De manera pues, Magistrados, que a. reservas de ampliar 
nuestras conclusiones, los señores Enrique A. García y Ma-
nuel de Js. Castillo, citados a esta audiencia como ratifican-
tes de ventas efectuadas por ellos a Noel Henríquez, quien 
a su vez vendió al Estado Dominicano, concluyen muy respe-
tuosamente solicitando que modifiqueis el ordinal tercero de 
la sentencia recurrida del 3 de marzo de 1938, de jurisdic-
ción original, en el sentido de exonerarlos tóda acción en 
garantía, puesto que la garantía no se puede exigir, primero, 
cuando no hay un pago total del precio, segundo, cuando se 
ha estipulado una suma fija como daños y perjuicios en ca-
so de evicción; tercero, porque Enrique A. García y Manuel 
de Js. Castillo son simples mandatarios a los cuales no se 
aplica la acción en garantía. Reservándonos el derecho de 
ampliar nuestras conclusiones en nuestro escrito de defensa. 
También de solicitaros un plazo oportuno para la ampliación. 
Es justicia que se os pide"; J), que, comunicado el expe- 
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meros 16, 120, 207, y 219; F), que contra la mencionada de-
cisión del Juez de jurisdicción original apelaron ante el Tri-
bunal Superior de Tierras los señores Manuel de Js. Castillo 
y Enrique A. García y el Licenciado Noel Henríquez, así co-
mo otras personas agenas al presente recurso de casación; 
G), que fijada por el Tribunal Superior de Tierras la au-
diencia del día veintiuno de diciembre de mil novecientos 
treinta y ocho, para conocer de tales apelacione, comparecie-
ron el Lie. Noel Henríquez, en su propio interés, y el Lic. En-
rique de Marchena hijo, en representación de Manuel de Js. 
Castillo y Enrique A. García; H), que el Lic. Noel Henrí-
quez concluyó del modo siguiente: "Por tales razones, tengo 
a bien concluir pidiendo que al conocer de este recurso en 
apelación decidáis confirmar o no confirmar la sentencia a-
pelada, o mejor dicho, no confrmarla respecto de la parte 
que olvidó el Juez inferior respecto de la garantía estipula-
da. Que en ese sentido decidáis que el Estado Dominicano 
aceptó y limitó la garantía que le era debida, cuando el ven-
dedor estipuló la suma de $20,000.00. Que por consiguiente, 
el vendedor está personalmente redimido de toda responsa-
bilidad frente al Estado Dominicano, y habréis hecho justi-
cia"; I), que el Lic. Enrique de Marchena hijo concluyó así: 
"De manera pues, Magistrados, que a reservas de ampliar 
nuestras conclusiones, los señores Enrique A. García y Ma-
nuel de Js. Castillo, citados a esta audiencia como ratifican-
tes de ventas efectuadas por ellos a Noel Henríquez, quien 
a su vez vendió al Estado Dominicano, concluyen muy respe-
tuosamente solicitando que modifiqueis el ordinal tercero de 
la sentencia recurrida del 3 de marzo de 1938, de jurisdic-
ción original, en el sentido de exonerarlos de^ tada acción en 
garantía, puesto que la garantía no se puede exigir, primero, 
cuando no hay un pago total del precio, segundo, cuando .se 
ha estipulado una suma fija como daños y perjuicios en ca-
so de evicción; tercero, porque Enrique A. García y Manuel 
de Js. Castillo son simples mandatarios a los cuales no se 
aplica la acción en garantía. R,eserván:donos el derecho de 
ampliar nuestras conclusiones en nuestro escrito de defensa. 
También de solicitaras un plazo oportuno para la ampliación. 
Es justicia que se os pide"; J), que, comunicado el expe- 

diente al abogado del Estado, éste lo deVolvió con las con-
clusiones escritas siguientes: "En el recurso de apelación 
interpuesto por algunas de las partes interesadas contra la 
Decisión No. 2 del Tribunal de Tierras, de fecha 30 de mar-
zo de 1938, el Estado Dominicano concluye, finalmente, pi-
diéndoos, muy respetuosamente, que os plazca: Confirmar, 
en todos sus extremos la decisión apelada"; K), que en fe-
cha veintiuno de octubre de mil novecientos treinta y nueve, 
el Tribunal Superior de Tierras dictó una sentencia cuyo dis-
positivo, en lo que concierne al presente recurso, ha sigo an-
tes transcrito; 

Considerando, que contra esta sentencia del Tribunal 
Superior de Tierras intentaron recurso de casación los seño-
res Manuel de Js. Castillo y Enrique A. García, en fecha 
veintiuno de diciembre de mil novecientos treinta y nueve, 
y que en el memorial correspondiente se exponen, como fun-
damento de 'tal recurso, los medios siguientes: 1.— Violación 
de los artículos 1627 y 1629 del Código Civil; 2.—Violación 
de Jos artículos. 1984, 1998 y 1165 del Código Civil; 

Considerando, que el Estado Dominicano; parte intima-
da, concluye pidendo la inadmisión del recurso, por falta de 
calidad y de interés en los intimantes; 

Considerando, que en vista de la indivisibilidad existen-
te entre los intereses de Orante y garantido, el garante pue-
de, por sólo, interponer útilmente recurso de casación con-
tra la sentencia obtenida por el demandante principal y pue-
de hacer valer en apoyo de su recurso, independientemente 
de los medios que le scin propios, los derechos y medios del 
garantido, siempre qué el garante que recurre haya figurado 
y producido conclusiones en el debate resuelto por la senten-
cia contra la cual se dirije el recurso; que en el presente 
caso los señores Manuel Js. Castillo y Enrique A...García, a 
quienes les interesa mantener la limitación o la ausencia de 
la garantía de que se ha declarado deudor a Noel Henríquez, 
por ser la garantía debida por éste al Estado la causa y me-
dida de la que ellos le deben a Noel Henríquez, formularon 
ante el Tribunal de Tierras conclusioens a tal fin y tienen 
calidyl y derecho para intentar el presente recurso de casa- 
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ción, y que por tanto el medio de inadmisión propuesto por 
el Estado debe ser rechazado; 

Considerando, en cuanto al primer medio invocado por 
los recurrentes: que es de principio que los Jueces del fondo 
son soberanos en la interpretación de los contratos, en casos 
de controversia entre las partes sobre la intención que las 
movió a contratar y al valor y alcance de las cláusulas con-
tractuales; que en el presente caso lo que los recurrentes a-
legan es que el Tribunal Superior de Tierras destonoció la 
intención de las partes (el Estado y Noel Henríquez), porque 
la forma y condición establecidas para el pago debió ser con-
siderada —dicen— como una limitación de la garantía, y al 
no hacerlo así incurrió el Tribunal en una violación del ar-
tículo 1627 del Código Civil, y porque, además, la propia con-
dición estipulada para el pago revelaba —según ellos— que 
el Estado conocía la posibilidad de evicción en el momento 
de la venta, circunstancia ésta que anula la garantía debida 
por el vendedor, de acuerdo con el artículo 1629 del Código 
Civil, el cual —agregan— ha sido violado por el Tribunal 
Superior de Tierras al decidir afirmativamente sobre la o-
bligación de garantía; que refiriéndose estas alegaciones a 
una materia de hecho y no de derecho, como es la de inter-
pretar la intención de las partes en el contrato y en razón 
de lo expuesto en el comienzo de la presente consideración, 
el Tribunal Superior de Tierras obró de acuerdo con su po-
der soberano de apreciación al interpretar en el sentido en 
que lo hizo el contrato de venta intervenido entre el Estado 
y Noel Henríquez, y que por tanto el primer medio del re-
curso debe ser rechazado; 

Conliderando, en cuanto al segundo medio, que los recu-
rrentes alegan que ellos, al contratar con Noel Henríquez, no 
lo hicieron por sí mismos, sino en calidad de mandatarios de 
terceras personas, por lo cual el Tribunal violó los artículos 
1984, 1998 y 1165 del Código Civil, al declararlos garantes 
de Noel Henríquez; que en la sentencia imptignada no figu-
ran los recurrentes como tales mandatarios de terceros, ni 
se estableció que presentaran pruebas válidas del contrato de 
mandato que alegan, sino que por el contrario han sido re-
conocidos y declarados vendedores por su propia cuenta, y 
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que por tanto el segundo medio del recurso debe ser también 
rechazado; 

Por tales motivos, Primero: rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por los Señores Manuel de Js. Castillo y En,- 
rigue A. García, contra sentencia del Tribunal Superior de 
Tierras, de fecha veintiuno de octubre del mil novecientos 
treinta y nueve, cuyo dispositivo, en lo que concierne al pre-
sente recurso, ha sido copiado en otro lugar del pre-
sente fallo; Segundo: condena a dichos recurrentes al pago 
de las costas. 

( (Firmados) :— G. Á. Díaz.— Abigaíl Montás. —Eudal-
do Troncoso de la C.— J. Vidal Velázsuez.— Leolicio Ra-
mos.—Luis Logroño C.—Aug. A. Alvarez— Secretario Ge-
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia 
pública del día, mes y año en él expresados, y fué leída, fir-
mada y publicada por mí, Secretario General, que certifico. 
– (Firmado) : Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jüsti-
cia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
Juan Tomás Mejía, Presidente; Gustavo A. Díaz, Primer 
Sustituto de Presidente; Doctor Tulio Franco Franco, Segun-
do Sustituto de Presidente; Licenciados Abigaíl Montás, Eu-
daldo Troncoso de la Concha, Jaime Vidal Velázquez, .Rafael 
Castro Rivera, Leoncio Ramos y Luis. Logroño Cohén, asis-
tidos del infrascrito Secretario General, en la Sala donde ce-
lebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo 
Domingo, el día dieciseis del mes de junio del mil novecien-
tos cuarenta y uno, año 989 de la Independencia, 78 9  de la 
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ción, y que por tanto el medio de inadmisión propuesto por 
el Estado debe ser rechazado; 

Considerando, en cuanto al primer medio invocado por 
los recurrentes: que es de principio que los Jueces del fondo 
son soberanos en la interpretación de los contratos, en casos 
de controversia entre las partes sobre la intención que las 
movió a contratar y al valor y alcance de las cláusulas can-
tractuales; que en el presente caso lo que los recurrentes a-
legan es que el Tribunal Superior de Tierras de1conoci6 la 
intención de las partes (el Estado y Noel Henríquez), porque 
la forma y condición establecidas para el pago debió ser con-
siderada —dicen— como una limitación de la garantía, y al 
no hacerlo así incurrió el Tribunal en una violación del ar-
tículo 1627 del Código Civil, y porque, además, la propia con-
dición estipulada para el pago revelaba —según ellos— que,  
el Estado conocía la posibilidad de evicción en el momento 
de la venta, circunstancia ésta que anula la garantía debida 
por el vendedor, de acuerdo con el artículo 1629 del Código 
Civil, el cual —agregan— ha sido violado por el Tribunal 
Superior de Tierras al decidir afirmativamente sobre la o-
bligación de garantía; que refiriéndose estas alegaciones a 
una materia de hecho y no de derecho, como es la de inter-
pretar la intención de las partes en el contrato y en razón 
de lo expuesto en el comienzo de la presente consideración, 
el Tribunal Superior de Tierras obró de acuerdo con su po-
der soberano de apreciación al interpretar en el sentido en 
que lo hizo el contrato de venta intervenido entre el Estado 
y Noel Henríquez, y que por tanto el primer medio del re-
curso debe ser rechazado; 

Conáiderando, en cuanto al segundo medio, que los recu-
rrentes alegan que ellos, al contratar con Noel Henríquez, no 
lo hicieron por sí mismos, sino en calidad de mandatarios de 
terceras personas, por lo cual el Tribunal violó los artículos 
1984, 1998 y 1165 del Código Civil, al declararlos garantes 
de Noel Henríquez; que en la sentencia imptignada no figu-
ran los recurrentes como tales mandatarios de terceros, ni 
se estableció que presentaran pruebas válidas del contrato de 
mandato que alegan, sino que por el contrario han sido re-
conocidos y declarados vendedores por su propia cuenta, y 
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que por tanto el segundo medio del recurso debe ser también 
rechazado; 

Por tales motivos, Primero: rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por los Señores Manuel de Js. Castillo y En-
rigue A . García, contra sentencia del Tribunal Superior de 
Tierras, de fecha veintiuno de octubre del mil novecientos 
treinta y nueve, cuyo dispositivo, en lo que concierne al pre-
sente recurso, ha sido copiado en otro lugar del pre-
sente fallo; Segundo: condena a dichos recurrentes al pago 
de las costas. 

( (Firmados) :— G. Á. Díaz.— Abigail Montás. —Eudal-
do Troncoso de la C.— J. Vidal Velázquez.— Leoncio Ra-
mos.—Luis Logroño C.—Aug. A. Alvarez— Secretario Ge-
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia 
pública del día, mes y año en él expresados, y fué leída, fir-
mada y publicada por mí, Secretario General, que certifico. 

(Firmado) : Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jústi-
cia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
Juan Tomás Mejía, Presidente; Gustavo A. Díaz, Primer 
Sustituto de Presidente; Doctor Tulio ,Franco Franco, Segun-
do Sustituto de Presidente; Licenciados Abigaíl Montás, Eu-
daldo Troncoso de la Concha, Jaime Vidal Velázquez, ,Rafael 
Castro Rivera, Leoncio Ramos y Luis. Logroño Cohén, asis-
tidos del infrascrito Secretario General, en la Sala donde ce-
lebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo 
Domingo, el día dieciseis del mes de junio del mil novecien-
tos cuarenta y uno, año 989 de la Independencia, 78 9  de la 
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ción, y que por tanto el medio de inadmisión propuesto por 
el Estado debe ser rechazado; 

Considerando, en cuanto al primer medio invocado por 
los recurrentes: que es de principio que los Jueces del fondo 
son soberanos en la interpretación de los contratos, en casos 
de controversia entre las partes sobre la intención que las 
movió a contratár y al valor y alcance de las cláusulas con-
tractuales; que en el presente caso lo que los recurrentes a-
legan es que el Tribunal Superior de Tierras delconoció la 
intención de las partes (el Estado y Noel Henríquez), porque 
la forma y condición establecidas para el pago debió ser con-
siderada —dicen— como una limitación de la garantía, y al 
no hacerlo así incurrió el Tribunal en una violación del ar-
tículo 1627 del Código Civil, y porque, además, la propia con-
dición estipulada para el pago revelaba —según ellos— que 
el Estado conocía la posibilidad de evicción en el momento 
de la venta, circunstancia ésta que anula la garantía debida 
por el vendedor, de acuerdo con el artículo 1629 del Código 
Civil, el cual —agregan— ha sido violado por el Tribunal 
Superior de Tierras al decidir afirmativamente sobre la o-
bligación de garantía; que refiriéndose estas alegaciones a 
una materia de hecho y no de derecho, como es la de inter-
pretar la intención de las partes en el contrato y en razón 
de lo expuesto en el comienzo de la presente consideración, 
el Tribunal Superior de Tierras obró de acuerdo con su po-
der soberano de apreciación al interpretar en el sentido en 
que lo hizo el contrato de venta intervenido entre el Estado 
y Noel Henríquez, y que por tanto el primer medio del re-
curso debe ser rechazado; 

Conáiderando, en cuanto al segundo medio, que los recu-
rrentes alegan que ellos, al contratar con Noel Henríquez, no 
lo hicieron por sí mismos, sino en calidad de mandatarios de 
terceras personas, por lo cual el Tribunal violó los artículos 
1984, 1998 y 1165 del Código Civil, al declararlos garantes 
de Noel Henríquez; que en la sentencia impágnada no figu-
ran los recurrentes como tales mandatarios de terceros, ni 
se estableció que presentaran pruebas válidas del contrato de 
mandato que alegan, sino que por el contrario han sido re-
conocidos y declarados vendedores por su propia cuenta, y 
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q ue por tanto el segundo medio del recurso debe ser también 
rechazado; • 

Por tales motivos, Primero: rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por los Señores Manuel de Js. Castillo y En-
rigue A . García, contra sentencia del Tribunal Superior de 
Tierras, de fecha veintiuno de octubre del mil novecientos 
treinta y nueve, cuyo dispositivo, en lo eine concierne al pre-
sente recurso, ha sido copiado en otro lugar del pre-
sente fallo; Segundo: condena a dichos recurrentes al pago 
de las costas. 

( (Firmados) :— G. A. Díaz.— Abigaíl Montás. —Eudal-
do Troncoso de la C.— J. Vidal Velázquez.— Leoncio Ra-
mos.—Luis Logroño C.—Aug. A. Alvarez— Secretario Ge-
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Jueces que figuran en su enicabezamiento, en la audiencia 
pública del día, mes y año en éj expresados, y fué leída, fir-
mada y publicada por mí, Secretario General, que certifico. 

(Firmado) : Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jústi-
cia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
Juan Tomás Mejía, Presidente .; Gustavo A. Díaz, Primer 
Sustituto de Presidente; Doctor Tulio-Franco Franco, Segun-
do Sustituto de Presidente; Licenciados Abigaíl Montás, Eu-
daldo Troncoso de la Concha, Jaime Vidal Velázquez, ,Rafael 
Castro Rivera, Leoncio Ramos y Luis. Logroño Cohen, asis-
tidos del infrascrito Secretario General, en la Sala donde ce-
lebra. sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo 
Domingo, el día dieciseis del mes de junio del mil novecien-
tos cuarenta y uno, año 989 de la Independencia, 78 9  de la 
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Restauración y 129 de la Era de Trujillo, ha dictado en au- 
diencia pública, como Corte de Casación, la sentencia si- 

guiente: 
Sobre el recursó de casación interpuesto por la Señorita 

Althgracia María Pimentel, mayor de edad, soltera, de que- 
haceres domésticos, domiciliada y residente en la población 
de San José de Ocoa; común del mismo nombre, contra sen- 
tencia de la Corte de Apelación de San Cristóbal dictada, en 
atribuciones civiles, el treinta y uno de julio de mil nove- 
cientos cuarenta, en favor del Señor Angel Silfa; 

Visto el Memorial de Casación presentado por el Licen- 
ciado Esteban S. Mesa, portador de la cédula personal de i 
dentidad número 90, Serie 12, abogado de la recurrente; me- 
morial en el que se alegan las violaciones de la ley que más 
adelante se expondrán; 

Visto el Memorial de Defensa presentado por el Licen- 
ciado M. Campillo Pérez, portador de la cédula personal nú- 
mero 12353, Serie 1, abogado del intimada, Señor Angel Silfa, 
mayor de edad, propietario, domiciliado y residente en los 
Anones, jurisdicción de la común de San José de Ocoa, por- 
tador de la cédula personal número' 462, Serie 13; 

Visto el memorial de ampliación depositado 'por el abo- 
gado del intimante arriba indicado; 

Oido el Magistrado Juez Relator; 
,Oido el Licenciado Esteban S. Mesa, abogado de la par- 

te intimante, en la lectura de sus conclusiones; 
Oido el. Licenciado Miguel A. Campillo Pérez, abogado 

de la parte intimada que depbsitó un memorial de amplia- 
te intimante en la lectura de sus conclusiones; 

Oido el Magistrado Procurador General de la Repúbli- 
ca, Licenciado Benigno del Castillo S., en la lectura de, su 
dictamen 

La §uprema Corte de Justicia, después de haber delibe- 
rado y vistos los artículos 2, 4, 5, 6, 7 y 8 de la Ley sobre 
División de Terrenos Comuneros, derogada por la Ley de Re- 
gistro de Tierras y restablecida, luego, dentro- de ciertos lí- 
mites, por el Decreto No. 83, del 20 de agosto de 1923; 544, 
711, 1351, 1582, 1607 y 1605 del Código Civil; 130 y 141 del 

- Código de Procedimiento Civil; lo. y 71 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta lo 
siguiente: A), que según acto de fecha siete de mayo del año 
mil novecientos treintiuno, instrumentado por el Notario 
Público ciudadano Rafael Castro Ruiz, que fué de los del nú-
mero de la Ciudad de Santo Domingo, (hoy Ciudad Truji-
llo), Octaviano Pimentel vendió real y efectivamente, con 
las garantías de seguridad, evicción y saneamiento, previo 
pago del impuesto según recibos No. 57742, dec. y No. 97585 
a Manuel A. Pimentel (a) Liquito, a saber; "la finca de café 
denominada "La Altagracia" ubicada en la común de San 
José de Ocoa, en el lugar denominado "La Ciénega" que lin-
da al norte con el firme de la Vija y propiedades que fueron 
de José Ramos y el finado Ignacio Heredia, al sur y al oeste 
con el camino real del río abajo, el firme del Arenazo y pro-
piedades que fueron del finado Antonio José David; y al este 
con propiedades de Joáé Sepúlveda, José Chalas y de O. Pi-
mentel que según mensura del agrimensor Miguel A. Logro-
ño de fecha veinte y nueve del mes de octubre del año mil 
novecientos treinta miden ciento setenta y dos hectáreas, 
veinte y ocho áreas y ochenta y seis centiáreas, todas del si-
tio general de Arroyo Hondo de la dicha común; venta que 
se efectúa con todos sus accesorios, anexidades y dependen-
cias. Declara el comprador que conoce la propiedad que ad-
quiere y que no necesita de una amplia designación para u-
sar y disponer de ella en absoluta propiedad, dominio y seño-
río. La presente venta ha sido pactada y convenida en la su-
ma y precio de Doce mil pesos oro americano que declara el 
venddor que ha recibido así : once mil doscientos pesos oro 
americano de la dicha suma de los señores Cabral & Read, 
firma de San José de Ocoa, representados por el socio Er-
nesto Read, quienes lo ha,n prestado al comprador para com-
pletar el precio de la venta, mayor de edad, comerciante, del 
mismo domicilio, a quien también conozco, presente y acep- • 
tante y ochocientos pesos de la misma moneda de manos del 
comprador, por lo que el vendedor les da finiquito, recibo 
Y descargo en forma legal. Es convenido que el comprador 
Pagará el uno por ciento mensual por la suma prestada. por 
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Restauración y 129 de la Era de Trujillo, ha dictado en au- 
diencia pública, como Corte de Casación, la sentencia si- 

guiente: 
Sobre el recurso de casación interpuesto por la Señorita 

Altagracia María Pimentel, mayor de edad, soltera, de que- 
haceres domésticos, domiciliada y residente en la población 
de San José de Ocoa; común del mismo nombre, contra sen- 
tencia de la Corte de Apelación de San Cristóbal dictada, en 
atribuciones civiles, el treinta y uno de julio de mil nove- 
cientos cuarenta, en favor del Señor Angel Silfa; 

Visto el Memorial de Casación presentado por el Licen- 
ciado Esteban S. Mesa, portador de la cédula personal de i 
dentidad número 90, Serie 12, abogado de la recurrente; me- 
morial en el que se alegan las violaciones de la ley que más 
adelante se expondrán; 

Visto el Memorial de Defensa presentado por el Licen- 
ciadoM. Campillo Pérez, portador de la cédula personal nú- 
mero 12353, Serie 1, abogado del intimado-, Señor. Angel Silfa, 
mayor de edad, propietario, domiciliado y residente en los 
Anones, jurisdicción de la común de San José de Ocoa, por- 
tador de la cédula personal número' 462, Serie 13; 

Visto el memorial de ampliación depositado por el abo- 
gado del intimante arriba indicado; 

Oido el Magistrado Juez Relator; 
pido el Licenciado Esteban S. Mesa, abogado de la par- 

te intimante, en la lectura de sus conclusiones; 
Oido el. Licenciado Miguel A. Campillo Pérez, abogado 

de la parte intimada que depósitó un memorial de ampliar 
te intimante en la lectura de sus conclusiones; 

Oido el Magistrado Procurador General de la Repúbli- 
ca, Licenciado Benigno del Castillo S., en la lectura de su 

-dictamen 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe- 

rado y vistos los artículos 2, 4, 5, 6, 7 y 8 de la Ley sobre 
División de Terrenos Comuneros, derogada por la Ley de Re- 
gistro de Tierras y restablecida, luego, dentro de ciertos lí- 
mites, por el Decreto No. 83, del 20 de agosto de 1923; 544, 
711, 1351, 1582, 1607 y 1605 -del Código Civil; 130 -y 141 del 

- Código de Procedimiento Civil; lo. y 71 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación;' 

Considerando que en la sentencia impugnada consta lo 
siguiente: A), que según acto de fecha siete de mayo del año 
mil novecientos treintiuno, instrumentado por el Notario 
Público ciudadano Rafael Castro Ruiz, que fué de los del nú-
mero de la Ciudad de Santo Domingo, (hoy Ciudad Truji-
llo), Octaviano Pimentel vendió real y efectivamente, con 
las garantías de seguridad, evicción y saneamiento, previo 
pago del impuesto según recibos No. 57742, clec. y No. 97585 
a Manuel A. Pimentel (a) Liquito, a saber; "la finca de café 
denominada "La Altagracia" ubicada en la común de San 
José de Ocoa, en el lugar denominado "La Ciénega" que lin-
da al norte con el firme de la Vija y propiedades que fueron 
de José Ramos y el finado Ignacio Heredia, al sur y al oeste 
con el camino real del río abajo, el firme del Arenazo y pro-
piedades que fueron del finado Antonio José David; y al este 
con propiedades de Jeáé Sepúlveda, José Chalas y de O. Pi-
mentel que según mensura del agrimensor Miguel A. Logro-
ño de fecha veinte y nueve del mes de octubré del añó mil 
novecientos treinta miden ciento setenta y dos hectáreas, 
veinte y ocho áreas y ochenta y seis centiáreas, todas del si-
tio general de Arroyo Hondo de la dicha común; venta que 
se efectúa con todos sus accesorios, anexidades y dependen-
cias. Declara el comprador que conoce la propiedad que ad-
quiere y que no necesita de una amplia designación para u-
sar y disponer de ella en absoluta propiedad, dominio y seño-
río. La presente venta ha sido pactada y convenida en la su-
ma y precio de Doce mil pesos oro americano que declara el 
venddor que ha recibido así : once mil doscientos pesos oro 
americano de la dicha suma de los señores Cabral & Read, 
firma de San José de Ocoa, representados por el socio Er-
nesto Read, quienes le han prestado al comprador para com-
pletar el precio de la venta, mayor de edad, comerciante, del 
mismo domicilio, a quien también conozco, presente y acep- • 
tante y ochocientos pesos de la misma moneda de manos del 
comprador, por lo que el- vendedor les da finiquito, recibo 
Y descargo en forma legal. Es convenido que el comprador 
pagará el uno por ciento mensual por la suma prestada por 
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los señores Cabral & Read que pagará por meses vencidos — . 
hasta su cancelación que ha sido fijada en el término de cua-
tro años y medio a partir de esta fecha, obligándose el deu-
dor a pagar la suma adeudada proporcionalmente cada ario 
o sea la suma de dos mil cuatrocientos ochenta y ocho pesos 
oro americano de la suma adeudada cada año, en el entendi-
do que si transcurriera un vencimiento de un año sin efec-
tuarse el pago proporcional a que se obliga el comprador, se 
consderará vencido el término convenido y el acreedor ten-
drá derecho a ejecutar la propiedad para los fines que des-
pués se dirán. A la garantía de pago de la suma prestada 
para completar el precio de la venta y a la de los intereses 
convenidos el comprador afecta la misma propiedad que com-
pra con el privilegio prescrito por el artículo 2103 del Códi-
go Civil, privilegio que será inscrito de oficio por el Conser-
vador de Hipotecas de la provincia de Azua al hacerse la 
transcrpción del presente acto, para que a falta de pago en 
los términos convenidos puedan los señores Cabral & Read 
perseguir la expropiación del inmueble afectado por los trá-
mites regulares conforme a la ley y que el producido sirva 
para satisfacer capital e intereses si se adeudaren, costas, 
gastos, daños y perjuicios, si se causaren. Las partes han 
elejido domicilio para la debida ejecución del presente acto 
en Azua en la morada del señor Manuel M. Pérez los acree-
dores y el deudor en su casa de la ciudad de San José de O-
coa. La dicha propiedad pertenece al vendedor por compra 
al mismo señor M. A. Pimentel, que la hubo por compra a 
Pedro A. Ricart, según consta de acto bajo firma privada del 
mes de agosto del año pasado debidamente transcrito el día 
29-del mes de agosto del año 1930 en el libro Y, No. 103, Ins-
crito en la Conservaduría de Hipotecas de Azua en el Regis-
tro de la propiedad Terrtorial en fecha 8 de diciembre del 
año de 1925, libro J. folio 218, No. 5828. Hecho y pasado. 
etc. etc."; B), que en fecha treinta de octubre de mil nove-
cientos treintiocho Cabral & Read vendieron y cedieron en 
favor de Angel Silfa, por acto bajo firma privada de esa 
misma fecha, la acreencia privilegiada a vargo de Manuel A. 
Pimentel (a) Lignito, constituida y expresada en la escritu-
ra que arriba se menciona, por la suma y precio de ocho mil 
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• 
otra parte, de café, denominada La Altagracia, de cuyas a-
tenciones está encargado el señor Carlos Ml. Pimentel, y 
linda, según el título de acreencia en que se apoyan las pre• 
sentes' actuaciones, al Norte, con el Firme de la Vija y pro-

' piedades que fueron de José Ramos y el finado Ignacio He-
redia; al Sur, y al Oeste, con el Camino Real de Río Abajo, 
el firme del Arenazo y propiedades que fueron del finado 

:Antonio José David, pero hoy con propiedades de Vicente 
Santana, Edelmiro Tejeda, Juan de Dios Sánchez o Félix y 
Juan Bautista Tejeda, y al Norte, propiedades de José Sepúl-
veda, José Chalas y O. Pimentel, y también, hoy, propieda-
des de Pedro Chalas y Manuel Eugenio Chalas; por el Oeste 
colinda hoy, también, con propiedades de Fonso Félix y de 
Fulgencio Rijo. Dentro de dicha propiedad, se encuentran 
las siguientes construcciones: cuatro casas de vivienda; un 
Depósito, y una Enramada en donde están instalados, un 

..PMotor, una Despulpadora de Café y unos Tanques de con-
creto; el embargo de los inmuebles precedentemente descri- 

. tos en perjuicio de dicho Manuel A. Pimentel (a) Liquito. 
es  con el 'fin de obtener el pago .de la suma de 
quince mil doscientos cincuentinin pesos con cuatro cen-
tavos moneda corriente, montante de las causas e-
nunciadas en el mandamiento de pago precitado; E), 

pesos moneda corriente; C), que en fecha veintiuno de no-
. viembre de mil novecientos treintiocho, por acto instrumen-

tado por el ministerial Manuel A. Guerrero Domínguez, Al- 
. :aguacil de Estrados de la Alcaldía de la Común de San José 

de Ocoa, le sfué notificado un mandamiento de pago, tendien-
te a embargo inmobiliar a Manuel A. Pimentel (a) Liquito; 
.D), que por acto del mismo ministerial Manuel A. Guerrero 
D., de fecha veintitres de diciembre del año mil novecientos 
treintiocho, Angel Silfa procedió a embargar y embargó en 
perjuicio de Manuel A. Pimentel (a) Liquito, los inmuebles 

:siguientes: una propiedad rural radicada en La Ciénega, 
paraje de Monte Bonito, Sitio de Arrojo Hondo, jurisdicción 
de la común de San José de Ocoa, Provincia de Azua, de una 

.extensión territorial de ciento setentidos hectáreas, veintio-
cho áreas y ochentiseis centiáreas, cultivadas en su conjunto, 
una parte, de potreros de pastos naturales y artificiales, y 

1 
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los señores Cabral & Read que pagará por meses vencidos' 
hasta su cancelación que ha sido fijada en el término de cua-
tro años y medio a partir de esta fecha, obligándose el deu-
dor a pagar la suma adeudada proporcionalmente cada año 
o sea la suma de dos mil cuatrocientos ochenta y ocho pesos 
oro americano de la suma adeudada cada año, en el entendi-
do que si transcurriera un vencimiento de un año sin efec-
tuarse el pago proporcional a que se obliga el comprador, se 
consderará vencido el término convenido y el acreedor ten-
drá derecho a ejecutar la propiedad para los fines que des-
pués se dirán. A la garantía de pago de la suma prestada 
para completar el precio de la venta y a la de los intereses 
convenidos el comprador afecta la misma propiedad que com-
pra con el privilegio prescrito por el artículo 2103 del Códi-
go Civil, privilegio que será inscrito de oficio por el Conser-
vador de Hipotecas de la provincia de Azua al hacerse la 
transcrpción del presente acto, para que a falta de pago en 
los términos convenidos puedan los señores Cabral & Read 
perseguir la expropiación del inmueble afectado por los trá-
mites regulares conforme a la ley y que el producido sirva 
para satisfacer capital e intereses si se adeudaren, costas, 
gastos, daños y perjuicios, si se causaren. Las partes han 
elejido domicilio para la debida ejecución del presente acto 
en Azua en la morada del señor Manuel M. Pérez los acree-
dores y el deudor en su casa de la ciudad de San José de ()-
coa. La dicha propiedad pertenece al vendedor por compra 
al mismo señor M. A. Pimentel, que la hubo por compra a 
Pedro A. Ricart, según consta de acto bajo firma privada del 
mes de agosto del año pasado debidamente, transcrito el día 
29-del mes de agosto del año 1930 en el libro Y, No. 103, Ins-
crito en la Conservaduría de Hipotecas de Azua en el Regis-
tro de la propiedad Terrtorial en fecha 8 de diciembre del 
año de 1925, libro J. folio 218, No. 5828. Hecho y pasado. 
etc. etc." ; B), que en fecha treinta de octubre de mil nove-
cientos treintiocho Cabral & Read vendieron y cedieron en 
favor de Angel Silfa, por acto bajo firma privada de esa 
misma fecha, la acreencia privilegiada a vargo de Manuel A. 
Pimentel (a) Liquito, constituida y expresada en la escritu-
ra que arriba se menciona, por la suma y precio de ocho mil 
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pesos moneda corriente; C), que en fecha veintiuno de no-
. viernbre de mil novecientos treintiocho, por acto instrumen-

tado por el ministerial Manuel A. Guerrero Domínguez, Al-
guacil de Estrados de la Alcaldía de la Común de San José 
de Ocoa, le sfué notificado un mandamiento de pago, tendien-
te a embargo inmobiliar a Manuel A. Pimentel (a) Liquito; 
ID), que por acto del mismo ministerial Manuel A. Guerrero 
D., de fecha veintitres de •diciembre del año mil novecientos 
treintiocho, Angel Silfa procedió a embargar y embargó en 
perjuicio de Manuel A. Pimentel (a) Liquito, los inmuebles 

:siguientes: una propiedad rural radicada en La Ciénega, 
paraje de Monte Bonito, Sitio de Arrojo Hondo, jurisdicción 

.de la común de San José de Ocoa, Provincia de Azua, de una 
• extensión territorial de ciento setentidos hectáreas, veintio-
cho áreas y ochentiseis centiáreas, cultivadas en su conjunto, 
una parte, de potreros de pastos naturales y artificiales, y 
otra parte, de café, denominada La Altagracia, de cuyas a-
tenciones está encargado el señor Carlos Ml. Pimentel, y 
linda, según el título de acreencia en que se apoyan las prez 

. sentes' actuaciones, al Norte, con el Firme de la Vija y pro-
piedades que fueron de José Ramos y el finado Ignacio He-
redia; al Sur, y al Oeste, con el Camino Real de Río Abajo, 
el firme del Arenazo y propiedades que fueron del finado 
Antonio José David, pero hoy con propiedades de Vicente 
Santana, Edelmiro Tejeda, Juan de Dios Sánchez o Félix y 
Juan Bautista Tejeda, y al Norte, propiedades de José Sepúl-
veda, José Chalas y O. Pimentel, y también, hoy, propieda-
des de Pedro Chalas y Manuel Eugenio Chalas; por el Oeste 

.colinda hoy, también, con propiedades de Fonso Félix y de 
Fulgencio Rijo. Dentro de dicha propiedad, se encuentran 
las siguientes construcciones: cuatro casas de vivienda; un 
Depósito, y una Enramada en donde están instalados, un 

"Motor, una Despulpadora de Café y unos Tanques de con-
-creto ; el embargo de los inmuebles precedentemente descri-
tos en perjuicio de dicho Manuel A. Pimentel (a) Liquito. 
l't• con el 'fin de obtener el pago .de la suma de 
uince mil doscientos cincuentinn pesos con cuatro cen-

tavos moneda corriente, montante de las cansas e-
nunciadas en el mandamiento de pago precitado; E), 
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que el día treinta del mes de diciembre del año mil no-
vecientos treintiocho fué transcrito en la Conservaduría de 
Hipotecas de la Provincia de Azua el antes mencionado cm-, 
}largo; F), que el día doce de diciembre de mil novecientos 
treintimueve intervino un acto.pajo firma privada entre Alta-
gracia María Pimentel Castillo y Jorge J. David, que dice 
así : "Entre los abajo finados, de una parte el señor Jorge 
J. David, mayor de edad; sirio, soltero, comerciante y pro-1 

 pietario, del domicilio de Ciudad Trujillo tenedor de la cél- 
dulapersonal número 130 serie 1,-de fecha 6 de febrero de 
1932, quien en lo que sigue se llamará Primera Parte, y de: 
la otra parte la señorita Altagracia María Pimentel, mayor 
de edad, soltera, dominicana, estudiante y propietaria, del 
domicilio de San José de Ocoa, quien en lo que sigue se Ila-
mrá Segunda Parte, se ha convenido y pactado lo siguiente: 
Primero: la primera Parte, ratifica por este acto la venta 
que en fecha 25 de marzo del año 1929, le hicieran los seño-
res Salomón J. David y José A. Sajiún a la Segunda Parte, 
de una propiedad agrícola, cultivada entonces de café y mon-
tes, llamada "Santiago y Adolfo", ubicada en la sección de 
"La Ciénega", común de San José de Ocoa, de una extensión 
superficial de veintiseis hectáres, setentidos áreas y ochenta 
centiáreas, según acta y plano de mensura número 711 de fe-
cha 25 de abril de 1923, levantado por el Agrimensor Miguel 
Angel Logroño, cuyo pleno y acta de mensura ha sido entre-
gado a la compradera, y cuyas colindancias son: al Norte, 
con un camino que la separa del sitio comunero de Rancho 
Arriba; al Este con propiedad de Manuel A. Pimentel; al 
Sur y Oeste, con propiedad de Alfonso Felix. La propiedad 
que antecede pertenecía a la Sucesión de Antonio J. David, 
y fué vendida por los representantes de ésta a la compradora 
o Segunda Parte, en la fecha arriba indicada, con ofrecimien-
tos de otorgarle acto de venta cuando  fueran llenadas las 
formalidades legales, cuya propiedad fué objeto conjunta-
mente con otras, de un embargo inmobiliar practicado a re-
querimiento de la Primera Parte y en perjuicio de lo Suce-
sores de Antonio J. David, embargo de fecha 17 de Agosto 
del corriente año, por el Alguacil Próspero Freites C., la 
cual fué comprendida en el numeral veinticuatro de su pro- 

,  

verbal de embargo, y cuya adjudicación tuvo lugar en 
vór de dicha Primera Parte por ante el Juzgado de Azua en 

fecha dos del corriente mes te diciembre.— Segundo:— la 
presente venta ha sido convenida y ajustada por la suma y 
precio de quinientos pesos moneda de curso legal los que de-
clara la Primera Parte haber recibido totalmente en buena 
y corriente moneda por lo cual desea que este implique reci-
bo y finiquito en forma.—Tercero:— La compradora Alta-
gracia María Pimentel acepta todo lo expuesto en este acto 
por su vendedor Jorge J. David, por lo cual ambos firman el 
prsente acto, de buena fé, en dos originales uno para cada 
uno de ellos, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, 
hoy día doce de diciembre de mil novecientos treintinueve. 

• (Fdos.) Jorge J. David.— Altag. Ma. Pimentel C.—" "Trans 
crito en la Conservaduría de Hipotecas de la Provincia de 
Azua hoy día 5 de Enero del año 1940 en el libro letra "J", 
folio 41144 bajo el número 3, percibiéndose por derechos y 
honorarios $6.50.—E1 Conservador de Hipotecas: (Fdo.) 
L. Pelletier h."; G), que el día siete del mes de diciembre del. 
ario mil novecientos treintinueve, a requerimiento del abo-
gado LicdO. Miguel Campillo Pérez, fué fijada la audiencia 
del día dieciseis de enero del año 1940, que celebraría el Tri-
bunal de Primera Instancia del Distrito Judicial de Azua, 
para la. venta y adjudicación de una finca agrícola denomi-
nada "La Altagracia" embargada a diligencia y persecución 
de Angel Silfa en perjuicio de Manuel A. Pimentel (a) Li-
quito; H), que el día ocho del mes de enero del año dicho, 
(1940) Altagraciai, María Pimentel Castillo, y Antonia Ma-
rina Pimentel Castillo intentaron sendas demandas inciden-
tales, la primera; en distracción de embargo y otros fines, y 
la segunda, en declaración de simulación y nulidad de em-
bargo; I), que a la audiencia del día dieciseis del mes de ene-
ro del año indicado, celebrada por el Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Azua, comparecieron las 
Partes representadas por sus respectivos abogados constitui-
dos, quienes concluyeron en la forma que se lee al comienzo 
de la sentencia motivo - de los recursos de apelación luego in-
terpuestos; J), que el día quince del mes de febrero del año 
mil novecientos cuarenta, el Juzgado de Primera Instancia 

, 	I 
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que el día treinta del mes de diciembre del año mil no- , 

vecientos treintiocho fué transcrito en la Conservaduría de 
Hipotecas de la Provincia de Azua el antes mencionado em-
bargo; F), que el día doce de diciembre de mil novecientos 
treintimueve intervino un acto ibajo firma privada entre Alta-
gracia María Pimentel Castillo y Jorge J. David, que dice 
así : "Entre los abajo finados, de una parte el señor Jorge 
J. David, mayor de edad; sirio, soltero, comerciante y pro-
pietario, del domicilio de Ciudad Trujillo tenedor de la cé-
dula personal número 130 serie 1,-de fecha 6 de febrero de 
1932, quien en lo que sigue se llamará Primera Parte, y de 
la otra parte la señorita Altagracia María Pimentel, mayor . 

 de edad, soltera, dominicana, estudiante y propietaria, del 
domicilio de San José de Ocoa, quien en lo que sigue se lla-
mrá Segunda Parte, se ha convenido y pactado lo siguiente: 
Primero: la primera Parte, ratifica por este acto la venta 
que en fecha 25 de marzo del año 1929, le hicieran los seño-
res Salomón J. David y José A. Sajiún a la Segunda Parte, 
de una propiedad agrícola, cultivada entonces de café y mon-
tes, llamada "Santiago y Adolfo", ubicada en la sección de 
"La Ciénega", común de San José de Ocoa, de una extensión 
superficial de veintiseis hectáres, setentidos áreas y ochenta 
centiáreas, según acta y plano de mensura número 711 de fe-
cha 25 de abril de 1923, levantado por el Agrimensor Miguel 
Angel Logroño, cuyo pleno y acta de mensura ha sido entre- 
gado a la compradera, y cuyas colindancias son: al Norte, 
con un camino que la separa del sitio comunero de Rancho 
Arriba; al Este con propiedad de Manuel A. Pimentel; al 
Sur y Oeste, con propiedad de Alfonso Felix. La propiedad 
que antecede pertenecía a la Sucesión de Antonio J. David, 
y fué vendida por los representantes de ésta a la compradora 
o Segunda Parte, en la fecha arriba indicada, con ofrecimien-
tos de otorgarle acto de venta cuando fueran llenadas las 
formalidades legales, cuya propiedad fué objeto conjunta-
mente con otras, de un embargo inmobiliar practicado a re-
auerimiento de la Primera Parte y en perjuicio de lo Suce-
sores de Antonio J. David, embargo de fecha 17 de Agosto 
del corriente año, por el Alguacil • Próspero Freites C., la 
cual fué comprendida en el numeral veinticuatro de su pro- 

,  
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ceso verbal de embargo, y cuya adjudicación tuvo lugar en 
favor de dicha Primera Parte por ante el Juzgado de Azua en 
fecha dos del corriente mes kle diciembre.— Segundo:— la 
presente venta ha sido convenida y ajustada por la suma y 
precio de quinientos pesos moneda de curso legal los que de-

' clara la Primera Parte haber recibido totalmente en buena 
y corriente moneda por lo cual desea que este implique reci-
bo y finiquito en forma.--Tercero:— La compradora Alta-
gracia María Pimentel acepta todo lo expuesto en este acto 
por su vendedor Jorge J. David, por lo cual ambos firman el 
prsente acto, de buena fé, en dos originales ,, uno para cada 
uno de ellos, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, 
oy día doce de diciembre de mil novecientos treintinueve. 

(Fdos.) Jorge J. David.— Altag. Ma. Pimentel C.—" "Trans 
crito en la Conservaduría de Hipotecas de la Provincia de 
Azua hoy día 5 de Enero del año 1940 en el libro letra "J", 
folio 41144 bajo el número 3, percibiéndose por derechos y 
honorarios $6.50.—El Conservador de Hipotecas: (Fdo.) 

. Pelletier h."; G), que el día siete del mes de diciembre del. 
no mil novecientos treintinueve, a requerimiento, del abo-
ado LicdO. Miguel Campillo Pérez, fué fijada la audiencia 

del día dieciseis de enero del año 1940, que celebraría el Tri-
bunal de Primera Instancia del Distrito Judicial de Azua, 
para la,g  venta y adjudicación de una finca agrícola denomi-
nada "La Altagracia" embargada a diligencia y persecución 
de Angel Silfa en perjuicio de Manuel A. Pimentel (a) Li-
quito; H), que el día ocho del mes de enero del año dicho, 
(1940) Altagracini, María Pimentel Castillo, y Antonia Ma-
rina Pimentel Castillo intentaron sendas demandas inciden-
tales, la primera, en distracción de embargo y otros firies, y 
la segunda, en declaración de simulación y nulidad de em-
bargo; I), que a la audiencia del día dieciseis del mes de ene-
ro del año indicado, celebrada por el Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Azua, comparecieron las 
Partes representadas por sus respectivos abogados constitui-
dos, quienes concluyeron en la forma que se lee al comienzo 
de la sentencia motivo de los recursos de apelación luego in-
terpuestos; J), que el día quince del mes de febrero del año 
mil novecientos cuarenta, el Juzgado de Primera Instancia 
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deI Distrito Judicial de Azua, dictó una sentencia, cuyo dis-
positivo-dice así: "Falla: Primero: Rechaza por improce-
dente y mal fundada la demando en distracción del embargo 
y otros fines, de la cual se hace mérito en otro lugar de la 
presente sentencia, intentada por la señorita Altagracia 
María • Pimentel Castillo, de calidades expresadas, y la con-
dena al pago de las costas causadas por dicha demanda;__ 
Segundo: Rechaza, por improcedente y mal fundada, la de-
manda en declaración de simulación y nulidad de embargo, 
presentada por la señorita Marina Antonia Pimentel Casti-
llo, cuyas-calidades constan, y la condena al pago de las cos-
tas causadas por su demanda; Tercero: Fija la audiencia de 
las diez horas de la mañana del día. nueve de marzo del.ario 
en curso, para la venta y adjudicación de la Finca "La Alta-
gracia", de designación conocida, embargada a diligencia y 
persecución del señor Angel Silfa, en perjuicio del señor .Ma-
nuel A. Pimentel, cumpliendo el persiguIente las formalida-
des del artículo 704 del Código de Procedimiento Civil"; K), 
que contra esta decisión interpuso recurso de alzada la Se-
ñorita Altagracia Maria Pimentel Castillo, actual intiman-
te, y lo hizo también otra parte que no se encuentra, ahora, 
en causa; L), que la Corte de Apelación de San Crstóbal co-
noció de ambos recursos, en su audiencia pública del cator-
ce de mayo de mil novecientos cuarenta; y en tal audiencia, 
el abogado de la actual intimante concluyó pre,sentalido los 
pedimentos que a continuación se transcriben: "Primero: 
que declareis bueno en la forma y válido en el fondo, el pre-
sente recurso de apelación; Segundo: que revoquéis la sen-
tencia apelada y obrando por propia autoridad, acojais los 
pedimentos de la concluyente en Primera Instancia, que fue-
ron los siguientes: Que con motivo del embargo inmobiliar 
perseguido por Angel Silfa como cesionario de Cabral y Read 
contra Manuel A. Pimentel en virtud al crédito hipotecario 
consentido por este en fecha 7 de mayo de  1931, por acto dis-
tinguido con el No. 114, del Notario Rafael Castro Ruiz, so-
bre la Finca la Altagracia, ubicada en la Sección de la Cié-
nega, común de San José de •Ocoa, cuyos linderos según este 
título son: al Norte, con el firme de la Vija y propiedades 
que fueron de José Ramos y el finado Ignacio Heredia; al 
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Sur, y al Oeste, con el camino Real de Río Abajo, el firme 
del Arenazo y propiedades que fueron del finado Antonio 
José David; y al Este con propiedades de José Sepúlveda, 
José Chalas y Octaviano Pimentel, y la cual según el mismo 
título, está comprendida y limitada dentro de • esos mismos 
linderos, por el acta y plano de mensura del agrimensor Mi-
guel Ang. Logroño dé fecha 29 de octubre de 1930, el señor 
Silfa embargó según proceso verbal del alguacil Manuel A. 
Guerrero D., en fecha 23 de diciembre de 1938, dentro de ras 
siguientes colindancias: al Norte, con el firme de la Vija y 
propiedades que fueron de José Ramos y el finado Ignacio 
Heredia; al Sur y Oeste, con el camino real de Rio Abajo, el 
firme del Arenoso y propiedades de Vicente Santana, Edel-
miro Tejeda, y al Este  propiedades de José Sepúl-
veda, José Chalas y Octaviano Pimentel, y también 

'hoy propiedades de Fonso Félix y de Fulgencio Ri-
jo, abarcando consecuencialmente en dicho embargo, 
la propiedad siguiente que pertenece a la conclu-
yente en plena propiedad: Una propiedad agrícola cultivada 
de café y pasto, .y montes, ubicada en la Sección de la Cié-
nega, común de San José de Ocoa, y de una extensión super-
ficial de 26 Hectáreas, 72 áreas y 80 centiáreas, según cons-
ta en acta y plano de mensura No. 711, levantádo por el A-
grimensor Miguel Angel Logroño en facha 23 de abril de 
1925, cuyas colindancias son al Norte, con un camino que la 
separa del sitio comunero de Rancho Arriba; al Esté con 
propiedad de Manuel A. Pimentel; al Sur, y al Oeste, con 
propiedad de Alfonso Félix, que en consecuencia, dicha pro-
piedad sea distraída de dicho embargo y que sea rayado de 
los Registros y procesos verbales en que se encuentre; Ter-
cero: que la misma propiedad, comprendida en el plano y 
acta de mensura No. 711, que fué comprendida en el Secues-
tro practicado por Angel Silfa, en fecha 25 de noviembre de 
1939, sea restituida en plena propiedad a la concluyente; 
Cuarto: que condeneis al señor Angel Silfa al pago de los 
costos de ambas instancias, distrayéndolos en provecho del 
infrascrito abogado, quien afirma haberlos avanzado en su 
mayor parte.— Quinto: que comuniqueis el expediente al 
Ministerio Público para fines de dictamen"; Li), que en la 
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del-  Distrito Judicial de Azua, dictó una sentencia, cuyo dis-
positivo-dice así: "Falla: Primero: Rechaza por improce-
dente y mal fundada la demando en distracción del embargo 
y otros fines, de la cual se hace mérito en otro lugar de la 
presente sentencia, intentada por la señorita Altagracia 
María Pimentel Castillo, de calidades expresadas, y la con-
dena al pago de las costas causadas por dicha demanda 
Segundo: Rechaza, por improcedente y mal fundada, la de-
manda en declaración de simulación y nulidad de embargo, 
presentada por la señorita Marina Antonia Pimentel Casti-
llo, cuyas- calidades constan, y la condena al pago de las cos-
tas causadas por su demanda; Tercero: Fija la audiencia de 
las diez horas de la Mañana del día nueve de marzo del año 
en curso, para la venta y adjudicación de la Finca "La Alta-
gracia", de designación conocida, embargada a diligencia y 
persecución del señor Angel Silfa, en perjuicio del señor Ma-
nuel A. Pimentel, cumpliendo el persigu1ente las formalida-
des del artículo 704 del Código. de Procedimiento Civil"; K), 
que contra esta decisión interpuso recurso de alzada la Se-
ñorita Altagracia Maria Pimentel Castillo, actual intiman-
te, y lo hizo también otra parte que no se encuentra, ahora, 
en causa; L), que la Corte de Apelación de San Crstóbal co-
noció de ambos recursos, en su audiencia pública del cator-
ce de mayo de mil novecientos cuarenta; y en tal audiencia, 
el abogado de la actual intimante concluyó presentando los 
pedimentos que a continuación se transcriben: "Primero: 
que .declareis bueno en la forma y válido en el fondo, el pre-
sente recurso de apelación; Segundo: que revoquéis la sen-
tencia apelada y obrando por propia autoridad, acojais los 
pedimentos de la concluyente en Primera Instancia, que fue-
ron los siguientes: Que con motivo del embargo inmobiliar 
perseguido por Angel Silfa como cesionario de Cabral y Read 
contra Manuel A. Pimentel en virtud al crédito hipotecario 
consentido por este en fecha 7 de mayo de 1931, por acto dis-
tinguido con el No. 114, del Notario Rafael Castro Ruiz, so-
bre la Finca la Altagracia, ubicada en la Sección de la Cié-
nega, común de San José de .Ocoa, cuyos linderos según este 
título son: al Norte, con el firme de la Vija y propiedades 
que fueron de José Ramos y el finado Ignacio Heredia; al 

Sur, y al Oeste, con el camino Real de Río Abajo, el firme 
del Arenazo y propiedades que fueron del finado Antonio 
José David; y al Este con propiedades de José Sepúlveda, 
José Chalas y Octaviano Pimentel, y la cual según el mismo 
título, está comprendida y limitada dentro de ,esos mismos 
linderos, por el acta y plano de mensura del agrimensor Mi-
guel Ang. Logroño de fecha 29 de octubre de 1930, el señor 
Silfa embargó según proceso verbal del alguacil Manuel A. 
Guerrero D., en fecha 23 de diciembre de 1938, dentro de  ras 
siguientes colindancias: al Norte, con el firme de la Vija y 
propiedades que fueron de José Ramos y el finado Ignacio 
Heredia; al Sur y Oeste, con el camino real de Rio Abajo, el 
firme del Arenoso y propiedades de Vicente Santana, Edel-
miro Tejeda, y al Este propiedades de José Sepúl-

, veda, José Chalas y Octaviano Pimentel, y también 
"hoy propiedades de Fonso Félix y de Fulgencio Ri-
jo, abarcando consecuenciahnente en dicho embargo, 
la propiedad siguiente que pertenece a la conclu-
yente en plena propiedad: Una propiedad agrícola cultivada 
de café y pasto, y montes, ubicada en la Sección de la Cié-
nega, común de San José de Ocoa, y de una extensión super-
ficial de 26 Hectáreas, 72 áreas y 80 centiáreas, según cons-
ta en acta y plano de mensura No. 711, levantado por el A-
grimensor Miguel Angel Logroño en fecha 23 de abril de 
1925, cuyas colindancias son al Norte, con un camino que la 
separa del sitio comunero de Rancho Arriba; al Esté con 
propiedad de Manuel A. Pimentel; al Sur, y al Oeste, con 
propiedad de Alfonso Félix, que en consecuencia, dicha pro-
piedad sea distraída de dicho embargo y que sea, rayado de 
los Registros y procesos verbales en que se encuentre; Ter-
cero: que la misma propiedad, comprendida en el plano y 
acta de mensura No. 711, que fué comprendida en el Secues-
tro practicado por Angel Silfa, en fecha 25 de noviembre de 
1939, sea restituida en plena propiedad a la concluyente; 
Cuarto: que condeneis al señor Angel Silfa al pago de las 
costos de ambas instancias, distrayéndolos en provecho del 
infrascrito abogado, quien afirma haberlos avanzado en su 
mayor parte.— Quinto: que comuniqueis el expediente al 
Ministerio Público para fines de dictamen"; L1), que en la 
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misma audiencia, el abogado del Señor Angel Silfa, actual 
parte intimada, concluyó, frente a Altagracia María Pimen-
tel Castillo, con estos pedimentos: "Primero :— Que se de-
clare inapelable la sentencia del 15 de febrero de 1940, pro-
nunciada por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Azua en el caso de la demanda de Altagracia Ma-
ria Pimentel Castillo, después de reconocerse que es una de-
manda en distracción intentada por el mismo embargado se-
ñor Manuel A. Pimentel tras el nombre de su hija, por lo 
cual en ese caso no es sino una demanda en nulidad propues-
ta posteriormente a la publicación del pliego de condiciones, 
y que en consecuencia se declare irrecibible el recurso de a- - 
pelación contra la citada sentencia intentada por la referida 
señorita Altagracia María Pinfentel Castillo, confirmando- , 
se la sentencia apelada ;— Segundo :— Que en el caso de que 
no se acoja ese fin de no recibir, que se declare nulo el acto 
introductivo originario del 8 de enero de 1940, por haberse 
omitido en él la formalidad sustancial de la firma del aboga-
do, confirmándose, por ello, la sentencia apelada ;— Terce ; 

 ro: Que si se rechaza el anterior pedimento, y la Corte co-
noce del fondo del asunto, que se rechacen las pretensiones 
de la apelante y se confirme la sentencia apelada; o porque 
la demanda en distracción de la señorita Altagracia María 
Pimentel Castillo carece de seriedad; o porque además de no 
haber aportado ella pruebas de su invocado derecho de pro-
piedad, el acto de embargo de fecha 23 de diciembre de 1938 
no comprende otros bienes que el hipotecado por el acto de 
fecha 7 de mayo de 1931;— Cuarto:— Que en caso de que se 
acojan los pedimentos anteriores o algunos o uno de ellos. 
tengais a bien fijar la fecha en la cual deberá procederse 
la venta y adjudicación en pública subasta de la propiedad 
embargada; Quinto: que, en cualquiera de los casos, se con-
dene a la apelante al pago de los costos"; M), que el aboga-
do del Señor Manuel A. Pimentel, parte embargada que tam-
bién figuraba como intimada, concluyó manifestando que no 
se oponía a la demanda en distracción; que se condenara a 
Angel Silfa al pago de los costos, y que éstos se distrajeran 
en favor del abogado que así concluía y que afirmaba haber-
los avanzado; N), que los abogados de Altagracia María Pi- 

mentel Castillo y de Angel Silfa depositaron escritos de ré-
plica y de contrarréplica, ratificando sus conclusiones; Ñ), 
que el Magistrado Procurador General de la Corte a quo, 

' dictaminó, esencialmente, en el sentido de que fuera confir-
mada la sentencia entonces atacada; O), que la Corte de A-
pelación de San Cristóbal dictó, el treinta y uno de julio de 
mil novecientos cuarenta, la sentencia ahora impugnada, 
con el dispositivo que en seguida se oSpia: "Falla: Prime-
ro:—Que debe ordenar, como al efecto ordena, la acumula-
ción en una sola instancia, de la demanda en distracción, re-
lativa al recurso de apelación interpuesto por Altagracia 
María Pimentel Castillo, el día dos de marzo de mil nove-
ciento cuarenta, con la demanda en nulidad, relativa al re-
curso de apelación interpuesto en esa misma fecha, por An-
tonia Marina Pimentel Castillo, contra sentencia del Juzga- 

- do de Primera Instancia del Distrito Judicial de Azua, de fe-
fecha quince de febrero del año en curso, dictada en prove-

' cho de Angel Silfa, para estatuir sobre ambas por una sola 
sentencia ;—Segundo: Que debe declarar, como al efecto de-
clara, admisible el recurso de apelación interpuesto por Al-

l •tagracia María Pimentel Castillo, contra la sentencia dicta-
. da por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judi-
cial de Azua, en atribuciones civiles, el día quince de febre-
ro del año en curso, que rechazó la demanda en distracción 
intentada por la mencionada apelante ;—Tercero: Que debe 
rechazar, como al efecto rechaza, la excepción de nulidad 
del acto introductivo originario de la demanda en distrac-
ción, notificado el día ocho de enero del año en curso, pro-
puesta por el intimado Angel Silfa ;— Cuarto:— Que debe 
rechazar, como al efecto rechaza, en cuanto al fondo, el re-
curso de apelación interpuesto por. Altagracia. María Pimen-
tel Castillo, y en consecuencia, confirma la sentencia apelada 
en cuanto estatuye sobre la mencionada demanda en distrae-
, ción ;— Quinto: Que debe rechazar, como al efecto rechaza, 
la excepción de nuldad del acto de apelación relativo a la de-
4nanda en nulidad de embargo inmobiliario, notificado el día 
dos de marzo del año en curso, a requerimiento de Antonia 
Marina Pimentel Castillo, propuesta por el mencionado inti-
mado Angel ,  Silfa; —Sexto:— Que debe declarar, como al 
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misma audiencia, el abogado del Señor Angel Silfa, actual 
parte intimada, concluyó, frente a Altagracia María Pimen-
tel Castillo, con estos pedimentos: "Primero:— Que se de-
clare inapelable la sentencia del 15 de febrero de 1940, pro-
nunciada por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Azua en el caso de la demanda de Altagracia Ma-
ria Pimentel Castillo, después de reconocerse que es una de-
manda en distracción intentada por el mismo embargado se-
ñor Manuel A. Pimentel tras el nombre de su hija, por lo 
cual en ese caso no es sino una demanda en nulidad propues-
ta posteriormente a la publicación del pliego de condiciones, 
y que en consecuencia se declare irrecibible el recurso de a-
pelación contra la citada sentencia intentada por la referida 
señorita Altagracia María Pim-entel Castillo, confirmándo-
se la sentencia apelada ;—. Segundo :— Que en el caso de que 
no se acoja ese fin de no recibir, que se declare nulo el acto 
introductivo originario del 8 de enero de 1940, por haberse 
omitido en él la formalidad sustancial de la firma del aboga-
do, confirmándose, por ello, la sentencia apelada;— Terce-
ro: Que si se rechaza el anterior pedimento, y la Corte co-
noce del fondo del asunto, que se rechacen las pretensiones 
de la apelante y se confirme la sentencia apelada; o porque 
la demanda en distracción de la señorita Altagracia María 
Pimentel Castillo carece de seriedad; o porque además de no 
haber aportado ella pruebas de su invocado derecho de pro-
piedad, el acto de embargo de fecha 23 de diciembre de 1938 
no comprende otros bienes que el hipotecado por el acto de 
fecha 7 de mayo de 1931 ;— Cuarto:— Que en caso de que se 
acojan los pedimentos anteriores o algunos o uno de ellos, 
tengais a bien fijar la fecha en la cual deberá procederse 
la venta y adjudicación en pública subasta de la propiedad 
embargada ; Quinto: que, en cualquiera de los casos, se con-
dene a la apelante al pago de los costos"; M), que el aboga-
do del Señor Manuel A. Pimentel, parte embargada que tam-
bién figuraba como intimada, concluyó manifestando que no 
se oponía a la demanda en distracción; que se condenara a 
Angel Silfa al pago de los costos, y que éstos se distrajeran 
en favor del abogado que así concluía y que afirmaba haber- 
los avanzado; N), que los abogados de Altagracia María Pi- 

ntel Castillo y de Angel Silfa depositaron escritos de ré-
plica y de contrarréplica, ratificando sus conclusiones; Ñ), 

.;que el Magistrado Procurador General de la Corte a quo, 
dictaminó,esencialmente, en el sentido de que fuera confir-

: macla la sentencia entonces atacada; O), que la Corte de A- 
-r.pelación de San Cristóbal dictó, el treinta y uno de julio de 
. mil novecientos cuarenta, la sentencia ahora impugnada, 
con el dispositivo que en seguida se cOpia: "Falla: Prime-
ro:—Que debe ordenar, como al efecto ordena, la acumula-

'ción en una sola instancia, de la demanda en distracción, re-
z,,,lativa al recurso de apelación interpuesto por Altagracia 
María Pimentel Castillo, el día dos de marzo de mil nave-- 
ciento cuarenta, con la demanda en nulidad, relativa al re-
curso de apelación interpuesto en esa misma fecha, por An-
tonia Marina Pimentel Castillo, contra sentencia del Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Judicial de Azua, de fe-
fecha quince de febréro del año en curso, dictada en prove-
cho de Angel Silfa, para estatuir sobre ambas por una sola 
sentencia ;—Segundo: Que debe declarar, como al efecto de-
clara, admisible el recurso de apelación interpuesto por Al-
tagracia María Pimentel Castillo, contra la sentencia dicta-
da por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judi-
cial de Azua, en atribuciones civiles, el día quince de febre- 

• ro del año en curso, que rechazó la demanda en distracción 
intentada por la mencionada apelante;—Tercero:' Que debe 
rechazar, como al efecto rechaza, la excepción de nulidad 
del acto introductivo originario de la demanda en distrac-
ción, notificado el día ocho de enero del año en curso, pro-
puesta por el intimado Angel Silfa ;— Cuarto:— Que debe 
rechazar, como al efecto rechaza, en cuanto al fondo, el re-
curso de apelación interpuesto por Altagracia. María Pimen-
tel Castillo, y en consecuencia, confirma la sentencia apelada 
en cuanto estatuye sobre la mencionada demanda en distrac-
ción;— Quinto: Que debe rechazar, como al efecto rechaza, 
la excepción de nuldad del acto de apelación relativo a la de-
manda en nulidad de embargo inmobiliario, notificado el día 
dos de marzo del año en curso, a requerimiento de Antonia 
Marina Pimentel Castillo, propuesta por el mencionado inti-
mado Angel,  Silfa ; —Sexto:— Que debe declarar, como al 

• 
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efecto declara, la inadmisibilidad del recurso de apelación 
antes mencionado, interpuesto por Antonia Marina Castillo, 
contra la sentencia dictada por el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Azua, en' atribuciones civiles, 
el día quince de febrero del año en curso, que rechazó la de-
manda en nulidad de embargo inmobiliario, prbpuesta pos-
teriormente a la lectura del pliego de condiciones, por la re-
ferida apelante ;— Séptimo :— Que, obrando por propia au-
toridad, debe fijar, como al efecto fija, la audiencia de pre-
gones que celebrará el Juzgado de Primera Instancia del Dis 
trito Judicial de Azua, el día martes veintisiete de Agosto del 
año en curso. a las nueve horas de la mañana, para que se 
proceda a la venta y adjudicación del inmueble embargado 
por Angel Silfa en perjuicio de Manuel A. Pimentel; y Oc-

tavo :— Que debe condenar, como al efecto condena, a las a-
pelantes Altagracia . María Pimentel Castillo y Antonio Ma-

rina Castillo, al pago. de las costas"; 
Considerando, que la parte intirikante .  alega, como fun-

damento de su recurso, los medios de casación siguientes: 
"Primero Medio: Violación de los artículos 544, 711 del co- 
digo civil, y de los artículos 2-4-5-6-7 y 8 de la ley sobre Di-
visión de 'Terrenos comuneros, del año 1911, combinados con 
los artículos 1582 y 1604 y 1605 del código civil"; Segundo 
Medio: "Violación del Artículo 141 del ,Cód. de PrOcedimien-
civil" ; "Tercero Medio": Violación del artículo 130 Cód. Proc. 

civil"; 
Considerando, en cuanto al primer medio: que en este 

se alega, en primer término, que en las violaciones de la ley 

indicadas en dicho medio incurrió la Corte a quo, al dar a su 
fallo como uno de los fundamentos del mismo las aprecia-
ciones, contenidas en su consideración séptima (la intiman-
te la menciona, erradamente, como la quinta), de que "en la 
especie la propiedad embargada por Angel Silfa a Manuel 
A. Pimentel el día veintitrés de diciembre de mil novecien-
tos treintiocho, es la misma que se describe en el acto de fe-
cha siete de mayo de mil novecientos treintiuno, instrumen -

tado por el Notario Púbico Rafael Castro Ruiz, la cual está . 

 afectada al pago del crédito privilegiado que pertenece a An-
gel Silfa"; de que la extensión superficial de 172 hectáreas, 

28 áreas y 86 centiáreas, indicada en ambos actos (el que 
contiene la constitución del privilegio, y el de embargo) es 
la misma, y de que si bien sobre la Indicación de los linderos 
de la finca afectada por el privilegio, y luego embargada, se 
dice, en el acta del siete de mayo de mil novecientos treinta 
y uno, que tal propiedad linda "al sur y al oeste con el ca-
min real del río abajo, el firme del Arenazo y propiedades 
que fueron del finado Antonio José David", y en el acto de 
embargo se agrega "pero hoy con propiedades de Vicente 
Santana. Edelmiro Tejeda, Juan de Dios Sánchez y Juan Bau-
tista Tejeda", dicha adición "no es suficiente por sí sola, 
para determinar que en .el proceso verbal del embargo se ha-
yan incluido bienes no afectados a la garantía mencionada. 
frente al hecho notable de que la extensión territorial indi-
cada en ambos actos es exactamente la misma; que, la men-
ción agregada por el alguacil sólo demuestra que entre la 
fecha del acto constitutivo del privilegio y la del proceso ver-
bal del embargo, la propiedad de David, que limitaba la fin-
ea embargada por el Oeste, pasó a otras manos"; y expresa, 
sobre esto, la iritimante, que ésta hace "hincapié en que el 
Alguacil, al proceder al embargo, no midió la Finca la Alta- 

.1 gracia, para determinar que lo que embargaba era una ex-
tensión de 172 hectáreas, 28 áreas y 86 centiáreas, y que él 
sólo hizo mención de lo que expresaba el título de hipoteca"; 
que "estamos frente a dos planos, con linderos distintos: uno 

. de la Finca la Altagracia, de fecha 29 de Octubre de 1930, y 
otro distinguido con el No. 711, de fecha 25 de Abril de. 1925 

Considerando, empero, que de acuerdo con el artículo 
675 (cuya violación no ha sido alegada) del Código de Pro-
cedimiento Civil, el alguacil por cuyo órgano se efectúa un 
embargo inmobiliario,, sólo está obligado, adeniás de llenar 
'`todas las formalidades comunes a todos los actos de algua-: 
cii", a indicar "lo. la  enunciación del título ejecutivo, en cu-
ya vrtud se hace el embargo: 2o. la  mención de haberse tras-
portado el alguacil al punto mismo en que radican los bieneS 
que se embargan : 3o. la  indicación de dichos bienes en es-
tos términos: si es una casa, la provincia o distrito, la común, 
la calle, el número, si lo hubiere; y en caso contrario dos por 
lo menos de sus linderos y confines; si son bienes rurales, la 
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efecto declara, la in.admisibilidad del recurso de apelación 
antes mencionado, interpuesto por Antonia Marina Castillo, 
contra la sentencia dictada por el Juzgado de Primera Ins_ 
tancia del Distrito Judicial de Azua, en atribuciones civiles, 
el día quince de febrero del año en curso, que rechazó la de-
manda en nulidad de embargo inmobiliario, prbpuesta pos-
teriormente a la lectura del pliego de condiciones, por la re-
ferida apelante;— Séptimo :— Que, obrando por propia au-
toridad, debe fijar, como al efecto fija, la audiencia de pre-
gones que celebrará el Juzgado de Primera Instancia del Dis 
trito Judicial de Azua, el día martes veintisiete de Agosto del 
ario en curso. a las nueve horas de la mañana, para que se 
proceda a la venta y adjudicación del inmueble embargado 
por Angel Silfa en perjuicio de Manuel A. Pimentel; y Oc-
tavo :— Que debe condenar, como al efecto condena, a las a-
pelantes 'Altagracia María Pimentel Castillo y Antonio Ma-
rina Castillo, al pago de las costas"; 

Considerando, que la parte intinlante' alega, como fun-
damento de su recurso, los medios de casación siguientes: 
"Primero Medio: Violación de los artículos 544, 711 del c6 
digo civil, y de los artículos 2-4-5-6-7 y 8 de la ley sobre Di-
visión de Terrenos comuneros, del año 1911, combinados con 
los artículos 1582 y 1604 y 1605 del código civil"; Segundo 
Medio: "Violación del Artículo 141 del Cód. de Probedimien-
civil" ; "Tercero Medio": Violación del artículo 130 Cód. Proc.. 
civil"; 

Considerando, en cuanto al primer medio: que en este 
se alega, en primer término, que en las viálaciones de la ley" 
indicadas en dicho medio incurrió la Corte a quo, al dar a su 
fallo como uno de los fundamentos del mismo las aprecia-
ciones, contenidas en su consideración séptima (la intiman-. 
te la menciona, erradamente, como la quinta), de que "en la 
especie la propiedad embargada por Angel Silfa a Manuel 
A. Pimentel el día veintitrés de diciembre de mil novecien-
tos treintiocho, es la misma que se describe en el acto de fe-
cha siete de mayo de mil novecientos treintiuno, instrumen -

tado por el Notario Púbico Rafael Castro Ruiz, la cual está . 

 afectada al pago del crédito privilegiado que pertenece a An-
gel Silfa"; de que la extensión superficial de 172 hectáreas, 
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28 áreas y 86 centiáreas, indicada en ambos actos (el que 
contiene la constitución del privilegio, y el de embargo) es 
la misma, y de que si bien sobre la indicación de los linderos 
de la finca afectada por el privilegio, y luego embargada, se 
dice, en el acta del siete de mayo de mil novecientos treinta 
v uno, que tal propiedad linda "al sur y al oeste con el ca-
min real del río abajo, el firme del Arenazo y propiedades 
que fueron del finado Antonio José David", y en el acto de 
embargo se agrega "pero hoy con propiedades de Vicente 
Santana. Edelmiro Tejeda, Juan de Dios Sánchez y Juan Bau-
tista Tejeda", dicha adición "no es suficiente por sí sola, 
para determinar que en .el proceso verbal del embargo se ha-
yan incluido bienes no afectados a la garantía mencionada.. 
frente al hecho notable de que la extensión territorial indi-
cada en ambos actos es exactamente la misma; que, la men-
ción agregada por el alguacil sólo demuestra que entre la 
fecha del acto constitutivo del privilegio y la del proceso ver-
bal del embargo, la propiedad de David, que limitaba la fin: 
ea embargada por el Oeste, pasó a otras manos"; y expresa, 
sobre esto, la intimante, que ésta hace "hincapié en que el 
Alguacil, al proceder al embargo, no midió la Finca la Alta-
gracia, para determinar que lo que embargaba era una ex-
tensión de 172 hectáreas, 28 áreas y 86 centiáreas, y que él 
sólo hizo mención de lo que expresaba el título de hipoteca"; 
que "estamos frente a dos planos, con linderos distintos: uno 
de la Finca la Altagracia, de fecha 29 de Octubre de 1930, y 
otro distinguido con el No. 711, de fecha 25 de Abril de 1925" 

Considerando, empero, que de acuerdo con el artículo 
675 (cuya violación no ha sido alegada) del Código de Pro-
cedimiento Civil, el alguacil por cuyo órgano se efectúa un 
embargo inmobiliario,, sólo está obligado, adeniás de llenar 
"todas las formalidades comunes a todos los actos de* algua-: 
cii", a indicar "lo. la  enunciación del título ejecutivo, en cu-
ya vrtud se hace el embargo: 2o. la  mención de haberse tras- 

rtado el alguacil al punto mismo en que radican los bieneá 
nue se embargan : 3o. la  indicación de dichos bienes en es- 

términos : si es una casa, la provincia o distrito, la común, 
a calle, el número, si lo hubiere; y en caso contrario dos por 
o menos-de sus linderos y confines; si son bienes rurales, la 
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designación de los edificios, cuando los hubiere; la natura-
leza, el contenido aproximativo de cada pieza o departamen 
to; el nombre del colono o arrendatario, si hubiere alguno 
la provincia o distrito y común en que los bienes radiquen 
4o. la  indicación del tribunal que haya de conocer del emba 
go: y 5o. la  constitución del abogado en cuyo estudio elijier 
de derecho su domicilio el ejecutante"; que lo dicho pone d 
manifiesto que el alguacil que actuó en la especie, no estab 
obligado a medir, ni a hacer medir, la finca que embargaba 
que las expresiones usadas por la Corte a quo en la consid 
ración mencionada por la intimante, establecen, en realid 
que sólo puede considerarse comprendida en el embargo re 
lizado, la finca La Altagracia, que mide ciento setenta y d 
hectáreas, veintiocho áreas y ochenta y seis centiáreas, ve 
dida, el siete de mayo de mil novecientos treinta y uno, po 
Octaviano Pimentel a Manuel A. Pimentel (a) Liquito, co 
los linderos establecidos en el acto de venta "según mensu 
del agrimensor Miguel A. Logroño de fecha veinte y nue 
del mes de octubre del ario mil novecientos treinta", finca 
que quedó gravada, por virtud del mismo acto de venta, por 
el privilegio previsto en el párrafo 2o. del artículo 2103 del 
Código Civil; que al tratarse, nó de la ejecución de una hi 
poteca en la que pudieran surgir dudas acerca de la exten 
sión y de los linderos de la propiedad afectada, sino de u 
privilegio que sólo podía, legalmente, gravar la única propie-
dad para cuya compra hubiese "suministrado el dinero" el 
ejecutante (o su causante, en el presente caso), no es admisi-
ble —en ausencia de términos precisos en sentido contra-
rio—. que la Corte a quo haya querido desnaturalizar, o ha-
ya desnaturalizado, el acto por el cual se constituyó el privi-
legio, o haya tratado de dar a la ejecución de éste, validán-
dola, una amplitud mayor que la permitida por dicho acto d 
constitución de privilegio; que lo indicado, sobre linderos, e 
la consderación séptima de la sentencia ahora impugna 
deja en pié que "la propiedad está limitada al Oeste con 
camino real de Río Abajo, el firme de Arenoso y propieda-

des que fueron del finado Antonio José David", y nó, en 
cuanto a esto último, con propiedades que nunca hayan sido` 
de Antonio José David; que las expresiones "pero hoy e 

propiedades de Vicente Santana, Edelmiro Tejeda, Juan de  
- Dios Sánchez y Juan Bautista Tejeda", no pueden significar 

que antes de "hoy", tales propiedades colindantes fueran de 
dichas personas, o de otras no causahabientes, inmediatas o 
mediatas, de Antonio José David; que si hubiera algún error 
en cuanto a la indicación de la propiedad de los campos co-
lindantes, ello no afectaría los derechos de quienes demos-
tiaran, mañana, ser los verdaderos dueños, ya que "la auto-
ridad de la cosa juzgada no tiene lugar sino respecto de lo 
que ha sido objeto de fallo", siempre que "la cosa demanda-
da sea la misma; que la demanda se funde sobre la misma 
causa; que sea entre las mismas partes y formulada por ellas 
y contra ellas, con la misma calidad", de conformidad con el 
artículo 1351 del Código Civil; que el indicado sentido del 
fallo atacado, es robustecdo por las conclusiones del intima-
do Angel Silfa ante la Corte a quo, así como por lo expresta-
o, por el mismo intimado, en su memorial de defensa en ca-

ión„ al decir que "el inmueble por ella pretendido" (por 
la actual intimante), "no había sido embargado"; quel la 
Corte a quo no podia pronunciar la distracción de un in-
mueble no afectado por el embargo y que, si en hecho hubie-
e sido ocupado indebidamente, siempre podría ser reivindi-

o por quien tuviere derecho al mismo, ya que ello no se-
a un incidente del embargo sino una acción principal dis-
nta; que, como consecuencia dé cuanto queda establecido, 
Corte a quo no incurrió, en lo que se refiere a este aspec-
del recurso, al rechazar la apelación de la actual intiman-

te y confirmar la decisión entonces atacada "en cuanto es-
tatuye sobre la mencionada demanda en distracción", en nin-
guna de las violaciones señaladas en el primer medio, que 

e siendo examinado, y tal medio debe ser rechazado en 
o aspecto; 

Considerando, que en el mimo primer medio también 
ega que en la sentencia impugnada se incurrió en las 

aciones de la ley indicadas en dicho medio, al expresarse, 
sexta consideración de tal fallo (la intiman`e dice, e-
mente, qle en la cuarta consideración), "que, en ma-
de reivindicación de inmuebles, el demandante debe 
la prueba de la propiedad que invoca; que, cuando los 
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designación de los edificios, cuando los hubiere; la natura-
leza, el contenido aproximativo de cada pieza o departamen-
to; el nombre del colono o arrendatario, si hubiere alguno; , 

 la provincia o distrito y común en que los bienes radiquen, 
4o. la  indicación del tribunal que haya de conocer del embar- - 

 go: y 5o. la  constitución del abogado en cuyo estudio elijiere -
de derecho su domicilio el ejecutante"; que lo dicho pone de 
manifiesto que el alguacil que actuó en la especie, no estaba 
obligado a medir, ni a hacer medir, la finca que embargaba; 
que las expresiones usadas por la Corte a quo en la conside• 
ración mencionada por la intimante, establecen, en realidad 
que sólo puede considerarse comprendida en el embargo rea-
lizado, la finca La Altagracia, que mide ciento setenta y dos 
hectáreas, veintiocho áreas y ochenta y seis centiáreas, ven 
dida, el siete de mayo de mil novecientos treinta y uno, por 
Octaviano Pimentel a Manuel A. Pimentel (a) Liquito, con 
los linderos establecidos en el acto de venta "según mensura . 

• del agrimensor Miguel A. Logroño de fecha veinte y nueve 
del mes de octubre del ario mil novecientos treinta", finca 
que quedó gravada, por virtud del mismo acto de venta, por 
el privilegio previsto en el párrafo 2o. del artículo 2103 del 
Código Civil; que al tratarse, nó de la ejecución de una hi-
poteca en la que pudieran surgir dudas acerca de la exten-
sión y de los linderos de la propiedad afectada, sino de u 
privilegio que sólo podía, legalmente, gravar la única propie-
dad para cuya compra hubiese "suministrado el dinero" el 
ejecutante (o su causante, en el presente caso), no es admisi-, 
ble —en ausencia de términos precisos en sentido contra-
rio—. que la Corte a quo haya querido desnaturalizar, o ha-
ya desnaturalizado, el acto por el cual se constituyó el privi-
legio, o haya tratado de dar a la ejecución de éste, validan 
dola, una amplitud mayor que la permitida por dicho acto d 
constitución de privilegio; que lo indicado, sobre linderos, en 
la consderación séptima de la sentencia ahora impugnada, 
deja en pié que "la propiedad está limitada al Oeste con Si 
camino real de Río Abajo, el firme de Arenoso y propieda-

des que fueron del finado Antonio José David", y nó, 
cuanto a esto último, con propiedades que nunca hayan sido` 
de Antonio José David; que las expresiones "pero hoy e" 

ropiedades de Vicente Santana, Edelmiro Tejeda, Juan de 
- Dios Sánchez y Juan Bautista Tejeda", no pueden significar 

que antes de "hoy", tales propiedades colindantes fueran de 
dichas personas, o de otras no causahabientes, inmediatas o 
mediatas, de Antonio José David; que si hubiera algún error 
en cuanto a la indicación de la propiedad de los campos co-
lindantes, ello no afectaría los derechos de quienes demos-
traran, mañana, ser los verdaderos dueños, ya que "la auto-
ridad de la cosa juzgada no tiene lugar sino respecto de lo 
que ha sido objeto de fallo", siempre que "la cosa demanda-
da sea la misma; que la demanda se funde sobre la misma 
causa; que sea entre las mismas partes y formulada por ellas 
y contra ellas, con la misma calidad", de conformidad con el 
artículo 1351 del Código Civil; que el indicado sentido del 
fallo atacado, es robustecdo por las conclusiones del intima-
do Angel Silfa ante la Corte a quo, así como por lo expresa-
o, por el mismo intimado, en su memorial de defensa en ca- 

ión„ al decir que "el inmueble por ella pretendido" (por 
la actual intimante), "no había sido embargado"; quel la 
Corte a quo no palia pronunciar la distracción de un in-
mueble no afectado por el embargo y que, si en hecho hubie-
re sido ocupado indebidamente, siempre podría ser reivindi- 

o por quien tuviere derecho al mismo, ya que ello no se-
a un incidente del embargo sino una acción principal dis-
nta; que, como consecuencia dé cuanto queda establecido, 
Corte a quo no incurrió, en lo que se refiere a este aspec- 
del recurso, al rechazar la apelación de la actual intiman- 
y confirmar la decisión entonces atacada "en cuanto es-

tuye sobre la mencionada demanda en distracción", en nin- 
na de las violaciones señaladas en el primer medio, que 
•e siendo examinado, y tal medio debe ser rechazado en 
o aspecto; 
Considerando, que en el mismo primer medio también 
ega que en la sentencia impugnada se incurrió en las 

aciones de la ley indicadas en dicho medio, al expresarse, 
la sexta consideración de tal fallo (la intiman`e dice, e- 

mente, qiie en la cuarta consideración), "que, en ma- 
de reivindicación de inmuebles, el demandante debe 
la prueba de la propiedad que invoca; que, cuando los 
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títulos producidos emanan de dos personas diferentes, el de-
mandante debe probar que el título de su autor habría pre-
valido sobre el título del 'autor del demandado, si la contes-
tación se hubiere ligado entre aquellos", y al negar, en otra 
consideración posterior, que la intimante Altagracia María 
Pimentel Castillo hubiera hecho esa prueba, a pesar de que 
la mencionada intimante presentó un acto de venta, bajo fir-
ma privada, de fecha doce de diciembre de mil novecientos 
treinta y nueve, transcrito después del embargo, acto por el' 
cual ella afirma haber adquirido de Jorge J. David, por ra-
tificación de un acto que se dice intervino entre Salomón J. 
David y José. A. Sajiún, por una parte, y Altagracia María 
Pimentel Castillo, por la otra parte, el veinticinco de marzo 
de' mil novecientos veintinueve, la propiedad cuya distrac-
ción se perseguía; y a pesar de que también presentó, la re-
petida intimante, el acta y el plano de mensura No. 711, de 
fecha veinticinco de abril de mil novecientos veinticinco, del 
Agrimensor Miguel A. Logroño, comisionado para la mensu-
ra general y la partición del sitio comunero de Arroyo Hon-
do, acta y plano por los cuales dicho agrimensor, después de 
pronunciada, por el Juzgado de Primera Insancia de Ázua, la 
homologación de la partición' numérica, adjudicó a la Suce-
sión de Antonio José David —de la que se dice ser causaha-
biente la intimante— la propiedad que era objeto de la de-
manda en distracción; pero, , 

Considerando, que aún cuando, de modo contrario a co- , 
mo lo alega, en su memorial de defensa, la parte intimada, 
no se tratare de cuestiones reservadas a la soberanía de los 
jueces del fondo sino de puntos de derecho para cuya pon- .- 
deración tuviere competencia la jurisdicción de .  casación, ,es 
forzoso stableeer que lo suscitado en este segundo y último 
aspecto del primer medio, "no podría conducir a la casación - 
de la sentencia impugnada, por tratarse de consideraciones 
superabundantes de dicha decisión para cuyo mantenimien-
to bastan los motivos concernientes a la circunstancia, esta-. 
blecida por la Corte a quo, de que el embargo sólo había a-
barcado la finca afectada por el privilegio, creado en el acto 
del siete de mayo de mil novecientos treinta y uno, a lo cual 
se refiere la consideración del presente fallo concerniente 
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,.al primer aspecto del primer medio; pues, si la propiedad 
-;cuya distracción se perseguía no estaba embargada, nada 
`importaba, para el rechazamiento de la demanda en distrae- 

ión, quién fuera el dueño de lo que innecesariamente se re-
clamaba; 

Considerando, que por todo lo dicho, el primer medio de-
e ser rechazado en su segundo aspecto, lo mismo que en el 

primero; esto es en su totalidad; 
Considerando, respecto del segundo medio, en el que se 

alega la violación, en la sentencia impugnada, del artículo 
41 del Códigó de Procedimiento Civil: que lo expuesto, a- 
rca de este punto, por la parte intimante, en el memorial 

:ntroductivo de su recurso, así como en su memorial de re.
-., • ica, sobre insuficiencia de motivación y desconocimiento 

• e los hechos, en lo relativo á quién fuera el dueño de la pro-
„•iedad cuya distracc.  ión se reclamaba, no puede conducír a 
a casación de la sentencia que, como se ha 'indicado en las 
ansideraciones anteriores, tiene fundamentos suficientes en 

4i9 que establece sobre la ,
circunstancia de que la' propiedad 

embargada sólo fué la que quedó gravada, en el acto nota-
'rial del siete de mayo de mil novecientos treinta y cinco, por 
1 privilegio del párrafo '2o. del artículo 2103 del Código Ci-

'1, con lo cual se declaraba, en realidad, qué lo reclamado 
ir Altagracia María Pimentel Castillo no estaba embarga-
o y, consecuentemente, no podía ser objeto, en tales condi-
iones de una demanda en distracción; 

Considerando, que en unos párrafos contenidós en la 
„•ágina 17 de su memorial de réplica, alega también la inti-
amante que en la violación del artículo 141 del Código de Pro-
cedimiento' Civil incurrió la Corte a quo, al declarar qué la 
finca embargada sólo era la que estaba afectada por el pri-
vilegio, atribuyéndole así, al "proceso verbal de embargo”, 
"un valor que no tiene"; pero, 

Considerando, que lo establecido, por la sentencia im-
pugnada, acerca del punto señalado inmediatamente arriba, 
en nada perjudicaría los intereses de la intimante, en el caso 
de que ella resultara ser la legítima propietaria de lo que 
reclamaba; pues, si la Corte señaló, los límites del embar-
go, y excluyó de ello la propiedad reclamada, el posile due- 
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al primer aspecto del primer medio; pues, si la propiedad 
-Cuya distracción se perseguía no estaba embargada, nada 
'importaba, para el rechazamiento de la demanda en distrae-
:Ición, quién fuera el dueño , de lo que innecesariamente se re-
clamaba; 

Considerando, que por todo lo dicho, el primer medio de- 
e ser rechazado en su segundo aspecto, lo mismo que en el 

primero; esto es en su totalidad; 
Considerando, respecto del segundo medio, en el que se 

alega la violación, en la sentencia impugnada, del artículo 
41 del Códigó de Procedimiento Civil: que lo expuesto, a-
.rca de este punto, por la parte intimante, en el memorial 
ntroductivo de su recurso, así como en su memorial de ré-
ica, sobre insuficiencia de motivación y desconocimiento 

e los hechos, en lo relativo á quién fuera el dueño de la pro-
iedad cuya distracCión se reclamaba, no puede conducir a 

casación de la sentencia que, como se ha 'indicado en las 
nsideraciones anteriores, tiene fundamentos suficientes en 

- o que establece sobre la circunstancia de que la' propiedad 
embargada sólo fué la que quedó gravada, en el acto nota-
ial del siete de mayo de mil novecientos treinta y cinco, por 

41 privilegio del párrafo 2o. del artículo 2103 del Código Ci-
, 

1, con lo cual se declaraba, en realidad, qué lo reclamado 
r Altagracia María Pimentel Castillo no estaba embarga- 
y, consecuentemente, no podía ser objeto, en tales condi-

iones de una demanda en distracción; 
Considerando, que en unos párrafos contenidós en la 

ágina 17 de su memorial de réplica, alega también la inti- 
ante que en la violación del artículo 141 del Código de Pro-

. • ¡miento Civil incurrió la Corte a quo, al declarar que la 
inca embargada sólo era la que estaba afectada por el pri-
. legio, atribuyéndole así, al "proceso verbal de embargo", 
"un valor que no tiene"; pero, 
. 	Considerando, que lo establecido, por la sentencia im- 
ugnada, acerca del punto señalado inmediatamente arriba, 

nada perjudicaría los intereses de la intimante, en el caso 
Que ella resultara ser la legítima propietaria de lo que 

reclamaba; pues, si la Corte señaló, los límites del embar- 
go. y excluyó de ello la propiedad reclamada, el posible due- 

    

títulos producidos emanan de dos personas diferentes, el de-
mandante debe probar que el título de su autor habría pre-
valido sobre el título del autor del demandado, si la contes-
tación se hubiere ligado entre aquellos", y al negar, en otra 
consideración posterior, que la intimante Altagracia María 
Pimentel Castillo hubiera hecho esa prueba, a pesar de que 
la mencionada intimante presentó mi acto de venta, bajo fir-
ma privada, de fecha doce de diciembre de mil novecientos 
treinta y nueve, transcrito después del embargo, acto por e• 
cual ella afirma haber adquirido de Jorge J. David, por ra-
tificación de un acto que se dice intervino entre Salomón J. 
David y José A. Sajiún, por una parte, y Altagracia María 
Pimentel Castillo, por la otra parte, el veinticinco de marzo 
de' mil novecientos veintinueve, la propiedad cuya distrac-
ción se perseguía; y a pesar de que también presentó, la re-
petida intimante, el acta y el plano de mensura No. 711, de 
fecha veinticinco de abril de mil novecientos veinticinco, del 
Agrimensor Miguel A. Logroño, comisionado para la mensu-
ra general y la partición del sitio comunero de Arroyo Hon-
do, acta y plano por los cuales dicho agrimensor, después de 
pronunciada, por el Juzgado de Primera Insancia de Ázua, la 
homologación de la partición numérica, adjudicó a la Suce-
sión de Antonio José David —de la que se dice ser causaha-
biente la intimante-- la propiedad que era objeto de la de-
manda en distracción; pero, 

Considerando, que aún cuando, de modo contrario a co-
mo lo alega, en su memorial de defensa, la parte intimada, 
no se tratare de cuestiones reservadas a la soberanía de los 
jueces del fondo sino de puntos de derecho para cuya pon-
deración tuviere competencia la jurisdicción de .  casación, es 
forzoso stableeer que lo suscitado en este segundo y último 
aspecto del primer medio, no podría conducir a la casación 
de la sentencia impugnada, por tratarse de consideraciones 
superabundantes de dicha decisión para cuyo mantenimien-
to bastan los motivos concernientes a la. circunstancia, esta-. 
blecida por la Corte a quo, de que el embargo sólo había a-
barcado la finca afectada, por el privilegio, creado en el acto 
del siete de mayo de mil novecientos treinta y uno, a lo cual 
se refiere la consideración del presente fallo concerniente 
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ño, de ésta conservó, incólumes, todos sus derechos; que por 
lo tanto, la intimante carece de interés en este aspecto del se-
gundo medio el cual, por ello, y por lo que queda establecido 
más arriba, sobre el primer aspecto del mismo, debe ser 
desestimado íntegramente; 

Considerando, acerca del tercero y último medio, en el 
que se pretende que la decisión atacada incurrió en la viola-
ción del artículo 130 del Código de Procedimiento Civil, por-
que, a pesar de haber rechazado "dos medois o excepciones 
propuestos por Angel Silfa", puso todos los costos a cargo de 
la intimante, en lugar de pronunciar su compensación "por 
haber sucumbido ambas partes": que para la aplicación del 
texto legal que queda indicado, debe tenerse en cuenta el 
éxito real de las pretensiones de las partes, y no basta que un 
medio de defensa de una de ellas sea rechazado, para que de-
ba gravársela con una condenación, total o parcial, al pago 
de costas, si la demanda de la parte contraria ha sido recha-
zada íntegramente; que, en la especie, la demanda, en ape-
lación, de la actual intimante, fué rechazada, en su totalidad, 
por la Corte a quo, la que . al confirmar íntegramente la sen-
tencia entonces atacada, dió completo triunfo, en una de sus 
conclusiones subsidiarias, al intimado, a quién sólo interesa-
ba que el recurso de apelación fuera rechazado independien-
temente de la base que se diera a tal rechazamiento; que, 
consecuentemente, el tercero y último medio debe ser recha-
zado, lo mismo que los anteriores; 

Por tales motivos,, rechaza el recurso de casación, inter-
puesto por la Señorita Altagracia María Pimentel, contra 
sentencia de la Corte de Apelación de San Cristóbal, de fe-
cha treinta y uno de julio de mil nocvecientos cuarenta, cu-
yo dispositivo ha sido copiado en otro lugar del presente fa-
llo, y condena dicha intimante al pago de las costas. 

(Firmados) : J. Tomás Mejía. 
Franco Franco:— Abigaíl Montás. 
la C.— J. Vidal Velázquez.— Raf. 
Ramos.— Luis Logroño C.—Eug. 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia 
pública del día, mes y año en él expresados, y fué firmada, 
leída y publicada por mí, Secretario General, que certifico.—
(Firmado: Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
Juan Tomás Mejía, Presidente ; Gustavo A. Díaz, Primer 
Sustituto de Presidente; Abigaíl Montás, Eudaldo Troncoso 
de la Concha, Jaime Vidal Velázquez, Rafael Castro Rivera, 
Leoncio Ramos y Luis Logroño Cohén, asistidos del infrascri-
to Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, el día 
dieciseis del mes •junio del mil novecientos cuarenta y uno, 
año 989  de la Independencia, 789 de la Restauración y 129 
de la Era de Trujillo, ha dictado en audiencia pública, como 
Corte de Casación, la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por los Señores 
Pascual Zayas, mayor de edad, casado, chauffeur, del domici-
lio y residencia de San Pedro de Macorís portador de la cé-
dula de identidad personal número 357, Serie 23, y Victorino 
Paulino, parte civilmente responsable, portador de la cédula 
personal de identidad número 2780, Serie 23, casado, empre-
sario de transportes, del domicilio y residencia de San Pedro 
de Macorís, contra sentencia de la Corte de Apelación de 
San Cristóbal, de fecha veinte de noviembre del mil nove-
cientos cuarenta ; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la Se-
taría de la mencionada Corté, en fecha catorce de diciem-
de mil novecientos cuarenta; • 

Oido el Magistrado Juez Relator; 

— G. A. Díaz. -- Dr. T. 
Eudaldo Troncos° de 

Castro Rivera.— Leoncio 
A. Alvarez — Secretario 
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ño, de ésta conservó, incólumes, todos sus derechos; que por 
Io tanto, la intimante carece de interés en este aspecto del se-
gundo medio el cual, por ello, y por lo que queda establecido 
más arriba, sobre el primer aspecto del mismo, debe ser 
desestimado íntegramente; 

Considerando, acerca del tercero y último medio, en el 
que se pretende que la decisión atacada incurrió en la viola-
ción del artículo 130 del Código de Procedimiento Civil, por-
que, a pesar de haber rechazado "dos medois o excepciones 
propuestos por Angel Silfa", puso todos los costos a cargo de 
la intimante, en lugar de pronunciar su compensación "por 
haber sucumbido ambas partes": que para la aplicación del 
texto legal que queda indicado, debe tenerse en cuenta el 
éxito real de las pretensiones de las partes, y no basta que un 
medio de defensa de una de ellas sea rechazado, para que de-
ba gravársela con una condenación, total o parcial, al pago 
de costas, si la demanda de la parte contraria ha sido recha-
zada íntegramente; que, en la especie, la demanda, en ape- 
lación, de la actual intimante, fué rechazada, en su totalidad, 
por la Corte a quo, la que 'al confirmar íntegramente la sen-
tencia entonces atacada, dió completo triunfo, en una de sus 
conclusiones subsidiarias, al intimado, a quién sólo interesa-
ba que el recurso de apelación fuera rechazado independien-
temente de la base que se diera a tal rechazamiento; que, 
consecuentemente, el tercero y último medio debe ser recha-
zado, lo mismo que los anteriores; 

Por tales motivos, rechaza el recurso de casación, inter-
puesto por la Señorita Altagracia María Pimentel, contra 
sentencia de la Corte de Apelación de San Cristóbal, de fe-
cha treinta y uno de julio de mil nocvecientos cuarenta, cu-
yo dispositivo ha sido copiado en otro lugar del presente fa-
llo, y condena dicha intimante al pago de las costas. . 

(Firmados) : J. Tomas M e fia.— G. A. Díaz. — Dr. T. 
Franco Franco:— Abigaíl Montás. Eudaldo Troncoso de 
la C.— J. Vidal Velázquez.— Raf. Castro Rivera.— Leoncio 
Ramos.— Luis Logroño' C.—Eug. A. Alvarez — Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia 
pública del día, mes y año en él expresados, y fué firmada, 
leída y publicada por mí, Secretario General, que certifico.—
(Firmado: Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
Juan Tomás Mejía, Presidente ; Gustavo A. Díaz, Primer 
Sustituto de Presidente; Abigaíl Montás, Eudaldo Ttoncoso 
de la Concha, Jaime Vidal Velázquez, Rafael Castro Rivera, 
Leoncio Ramos y Luis Logroño Cohén, asistidos del infrascri-
to Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, el día 
dieciseis del mes dejunio del mil novecientos cuarenta y uno, 
año 989  de la Independencia, 78Q de la Restauración y 129 
de la Era de Trujillo, ha dictado en audiencia pública, como 
Corte de Casación, la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por los Señores 
. Pascual Zayas, mayor de edad, casado, chauffeur, del domici-

lio y residencia de San Pedro de Macorís portador de la cé-
dula de identidad personal número 357, Serie 23, y Victorino 
Paulino, parte civilmente responsable, portador de la cédula 
personal de identidad número 2780, Serie 23, casado, empre-
sario de transportes, del domicilio y residencia de San Pedro 
de Macorís, contra sentencia de la Corte de Apelación de 
San Cristóbal, de fecha veinte de noviembre del mil nove-
cientos cuarenta ; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la Se-
taría de la mencionada Corté, en fecha catorce de diciem-

re de mil novecientos cuarenta; • 

Oido el Magistrado Juez Relator ; 
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ño, de ésta conservó, incólumes, todos sus derechos; que por 
lo tanto, la intimante carece de interés en este aspecto del se-
gundo medio el cual, por ello, y por lo que queda establecido 
más arriba, sobre el primer aspecto del mismo, debe ser 
desestimado íntegramente; 

Considerando, acerca del tercero y último medio, en el 
que se pretende que la decisión atacada incurrió en la viola-
ción del artículo 130 del Código de Procedimiento Civil, por-
que, a pesar de haber rechazado "dos medois o excepciones 
propuestos por Angel Silfa", puso todos los costos a cargo de 
la intimante, en lugar de pronunciar su compensación "por 
haber sucumbido ambas partes": que para la aplicación del 
texto legal que queda indicado, debe tenerse en cuenta el 
éxito real de las pretensiones de las partes, y no basta que un 
medio de defensa de una de ellas sea rechazado, para que de-
ba gravársela con una condenación, total o parcial, al pago 
de costas, si la demanda de la parte contraria ha sido recha-
zada íntegramente; que, en la especie, la demanda, en ape-
lación, de la actual intimante, fué rechazada, en su totalidad, 
por la Corte a quo, la que »al confirmar íntegramente la sen-
tencia entonces atacada, dió completo triunfo, en una de sus 
conclusiones subsidiarias, al intimado, a quién sólo interesa-
ba que el recurso de apelación fuera rechazado independien-
temente de la base que se diera a tal rechazamiento; que, 
consecuentemente, el tercero y último medio debe ser recha-
zado, lo mismo que los anteriores; 

Por tales motivos, rechaza el recurso de casación, inter-
puesto por la Señorita Altagracia María Pimentel, contra 
sentencia de la Corte de Apelación de San Cristóbal, de fe-
cha treinta y uno de julio de mil nocvecientos cuarenta, cu-
yo dispositivo ha sido copiado en otro lugar del presente fa-
llo, y condena dicha intimante al pago de las costas. . 

(Firmados) : J. Tomás Mejía.— G. A. Díaz. — Dr. T. 
Franco Franco-, Abigail Montás. 1— Eudaldo Troncoso de 
la C.— J. Vidal Velázquez.— Raf. Castro Rivera.— Leoncio 
Ramos.— Luis Logroño C.—Eug. A. Alvarez — Secretario 
General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia 
pública del día, mes y año en él expresados, y fué firmada, 
leída y publicada por mí, Secretario General, que certifico.—
(Firmado: Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
Juan Tomás Mejía, Presidente ; Gustavo A. Díaz, Primer 
Sustituto de Presidente; Abigail Montás, Eudaldo Troncoso 
de la Concha, Jaime Vidal Velázquez, Rafael Castro Rivera, 
Leoncio Ramos y Luis Logroño Cohén, asistidos del infrascri-
to Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, el día 
dieciseis del mes de•unio del mil novecientos cuarenta y uno, 
año 980  de la Independencia, 789 de la Restauración y 12 9 

 de la Era de Trujillo, ha dictado en audiencia pública, como 
Corte de Casación, la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por los Señores 
Pascual Zayas, mayor de edad, casado, chauffeur, del domici-
lio y residencia de San Pedro de Macorís portador de la cé-
dula de identidad personal número 357, Serie 23, y Victorino 
Paulino, parte civilmente responsable, portador de la cédula 
personal de identidad número 2780, Serie 23, casado, empre-
sario de transportes, del domicilio y residencia de San Pedro 
de Macorís, contra sentencia de la Corte de Apelación de 
San Cristóbal, de fecha veinte de noviembre del mil nove-
cientos cuarenta ; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la Se-
taría de la mencionada Corté, en fecha catorce de diciern-
e de mil novecientos cuarenta; • 

Oido el Magistrado Juez Relator ; 
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Oido el Magistrado Procurador General de la República, 
Licenciado Benigno del Castillo S., en la lectura de su dic-
tamen; 

La Suprema Corte de Justica, después de haber delibe-
rado, y vistos los artículos 2 de la Ley No. 1426 de fecha 11 
de diciembre de 1937, y lo. y 71 de la Ley sobre Procedimien-
to de Casación ; 

Considerando, que en fecha veinte de noviembre de mil 
novecientos cuarenta, la Corte de Apelación de San Cristó-
bal, en sus atribuciones correccionales, dictó una sentencia, 
cuyo dispositivo dice así : "Falla: Primero: Confirma la sen-
tencia apelada, dictada por el Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de San Pedro de Macorís, en atribucio-
nes correccionales, de fecha veinte de mayo del año en curso, 
cuyo dispositivo dice así : "Primero: Que debe condenar y 
condena al nombrado Pascual Zayas, de generales anotadas, 
a pagar una multa de diez pesos, moneda corriente, y las cos-
tas, por el delito de golpes involuntarios al señor Luis Emilio 
Carbuccia o Bustamante, causádole con el Omnibus N -  2156, 
manejado por el dicho prevenido; Segundo: Que debe conde-
nar y condena a los señores Victorino Paulino y Pascual Za-
yas, partes civilmente responsables dél hecho del que se ha de-
clarado convicto al prevenido a pyarle inmediata y solida-
riamente al señor Luis Emilio Carbuccia o Bustamante una 
indemnización a ser aprobada por estado, a título de daños 
y perjuicios, por los golpes involuntarios recibidos con mo-
tivo delihecho de que ha sido declarado convicto al preveni-
do, durante estaba al servicio del señor Victorino Paulino, 
en calidad de asalariado, manejando el Omnibus arriba indi-
cado:—Declarándose la falta común o recíproca del preve-
nido y el agraviado, en una proporción de,la mitad, en prove-
cho de la parte civil, para los fines- de la evaluación consi-
guiente; y Tercero : que debe condenar y condena a los seño-
res Victorino Paulino y Pascual Zayas, solidariamente, partes 
sucumbiéntes al pago de la mitad de las costas civiles causa-
das por el demandante" y Segundo: que debe condenar y con-
dena al prevenido Pascual Zayas y al señor Victorino Paulino 
al pago solidarici de las costas del presente recurso, cuya dis-
tracción se ordena en provecho del Licenciado Gregorio So- 
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fié Nolasco, quién afirma haberlas avanzado"; 
Considerando, que, en fecha catorce de diciembre del a-

ño mil novecientos cuarenta, comparecieron ante el Secreta-
rio de lo Penal de la expresada Corte, los nombrados Pascual 
Zayas y Victorino Paulino, en sus calidades de acusado y par-
te civilmente responsable, respectivamente, y le declararon 
que interponían recurso de casación contra la sentencia pro-
nunciada por dicha Corte en fecha veinte de noviembre de 
ese mismo año, cuyo dispositivo ha sido ya copiado, y que 
"el recurso de casación que cada uno de ellos ha de intentar 
tienen su fundamento en violaciones de la ley, que serán ex-
puestas en un memorial que se depositará en esa Secretaría 
dentro del término legal, así como también se hará el depósi-
to de la fianza correspondiente"; de todo lo cual se levantó 
la correspondiente acta; 

Considerando, que el artículo 2 de la Ley 1426 de fecha 
11 de diciembre de 1937, dice así : "Serán inadmisibles los 
recursos ,q e apelación o de casación en materia penal contra 
las sentenlias que impongan condenaciones de prisión correc-
cional no mayor de tres meses o multa no mayor de cincuen-
ta pesos, o ambas penas hasta los límites ya indicados, si no 
se justifica haber consignado en la Colecturía de Rentas In-
ternas, o Tesorería Municipal correspondiente,. la suma de 
treinta pesos como fianza destinada al pago de las costas pro-
cesales, si el recurrente sucumbiere en su recurso"; 

Considerando, que en el presente caso en que se trata de 
condenaciones correccionales, cuyo límite no es mayor de tres 
meses de prisión correccional o multa no mayor de cincuenta 
pesos, o ambas penas hasta los límites ya indicados, la con-
dición sine qua non para la admisibilidad del recurso de ca-
sación, es el depósito de la fianza de treinta pesos a que se 
refiere el artículo alUdido de la expresada ley; que, no figu-
rando en ninguna parte de este expediente que los recurren-
tes hayan cumplido con esa formalidad, es de lugar, sin que 
sea necesario hacer otro examen, y por esa sola circunstan-
cia, que' el presente recurso de casación sea declarado inad-
misible, y los recurrentes condenados al pago de las costas. 

Por tales motivos, declara inadmisible el recurso de ca- 
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Oido el Magistrado Procurador General de la República, 
Licenciado Benigno del Castillo S., en la lectura de su dic-
tamen; 

La Suprema Corte de Justica, después de haber delibe-
rado, y vistos los artículos 2 de la Ley No. 1426 de fecha 11 
de diciembre de 1937, y lo. y 71 de la Ley sobre Procedimien-
to de Casación; 

Considerando, que en fecha veinte de noviembre de mil 
novecientos cuarenta, la Corte de Apelación de San Cristó-
bal, en sus atribuciones correccionales, dictó una sentencia, 
cuyo dispositivo dice así : "Falla: Primero: Confirma la sen-
tencia apelada, dictada por el Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de San Pedro de Macorís, en atribucio-
nes correccionales, de fecha veinte de mayo del año en curso, 
cuyo dispositivo dice así : "Primero: Que debe condenar y 
condena al nombrado Pascual Zayas, de generales anotadas, 
a pagar una multa de diez pesos, moneda corriente, y las cos-
tas, por el delito de golpes involuntarios al señor Luis Emilio 
Carbuc,cia o Bustamante, causádole con el Omnibus N9  2156, 
manejado por el dicho prevenido; Segundo: Que debe conde-
nar y condena a los señores Victorino Paulino y Pascual Za-
yas, partes civilmente responsables del hecho del que se ha de-
clarado convicto al prevenido a pfkgarle inmediata y solida-
riamente al señor Luis Emilio Carbuccia o Bustamante una 
indemnización a ser aprobada por estado, a título de daños 
y perjuicios, por los golpes involuntarios recibidos con mo-
tivo delihecho de que ha sido dedarado convicto al preveni-
do, durante estaba al servicio del señor Victorino Paulino, 
en calidad de asalariado, manejando el Omnibus arriba indi-
cado :—Declarándose la falta común o recíproca del preve-
nido y el agraviado, en una, proporción desla mitad, en prove-
cho de la parte civil, para los fines- de la evaluación consi-
guiente; y Tercero: que debe condenar y condena a los seño-
res Victorino Paulino y Pascual Zayas, solidariamente, partes 
sucumbiéntes al pago de la mitad de las costas civiles causa-
das por el demandante" y Segundo: que debe condenar y con-
dena al prevenido Pascual Zayas y al señor Victorino Paulino 
al pago solidarió de las costas del presente recurso, cuya dis-
tracción se ordena en provecho del Licenciado Gregorio So- 

.  

ñé Nolasco, quién afirma haberlas avanzado"; 
Considerando, que, en fecha catorce de diciembre del a-

ño mil novecientos cuarenta, comparecieron ante el Secreta-
rio de lo Penal de la expresada Corte, los nombrados Pascual 
Zayas y Victorino Paulino, en sus calidades de acusado y par-
te civilmente responsable, respectivamente, y le declararon 
que interponían recurso de casación contra la sentencia pro-
nunciada por dicha Corte en fecha veinte de noviembre de 
ese mismo año, cuyo dispositivo ha sido ya copiado, y que 
"el recurso de casación que cada uno de ellos ha de intentar 
tienen su fundamento en violaciones de la ley, que serán ex-
puestas en un memorial que se depositará en esa Secretaría 
dentro del término legal, así como también se hará el depósi-
to de la fianza correspondiente"; de todo lo cual se levantó 
la correspondiente acta; 

Considerando, que el artículo 2 de la Ley 1426 de fecha 
g., 11 de diciembre de 1937, dice así: "Serán inadmisibles los 

recursos de apelación o de casación en materia ,penal contra 
las sentencias que impongan condenaciones de prisión correc-
cional no mayor de tres meses o multa no mayor de cincuen-
ta pesos, o ambas penas hasta los límites ya indicad9s, si no 
se justifica haber consignado en la Colecturía de Rentas In-
ternas, o Tesorería Municipal correspondiente,. la suma de 
treinta pesos como fianza destinada al pago de las costas pro-
cesales, si el recurrente sucumbiere en su recurso"; 

Considerando, que en el presente caso en que se trata de 
condenaciones correccionales, cuyo límite no es mayor de tres 
meses de prisión correccional o multa no mayor de cincuenta 
pesos, o ambas penas hasta los límites ya indicados, la con- 
dición sine qua non para la admisibilidad del recurso de ca- 
sación, es el depósito de la fianza de treinta pesos a que se 
refiere el artículo acudido de la expresada ley; que, no figu- 
rando en ninguna parte de este expediente que los recurren- 
tes hayan cumplido con esa formalidad, es de lugar, sin que 
sea necesario hacer otro examen, y por esa sola circunstan- 
cia, que el presente recurso de casación sea declarado inad- 
misible, y los recurrentes condenados al pago de las Costas. 

Por tales motivos, declara inadmisible el recurso de ca- 
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sación interpuesto por los nombrados Pascual Zayas inculpa-
do, y Victorino Paulino, parte civilmente responsable, contra 
la sentencia pronunciada por la Corte de Apelación de San 
Cristóbal de fecha veinte de noviembre de mil novecientos 
cuarenta, cuyo dispositivo figura en otra parte de esta sen-
tencia, y condena a los recurrentes al pago de las costas. 

(Firmados) : 	Tomás Mejía.— G. A. Díaz.— Abigail 
Montás.—Eudaldo Trancoso de le C.— J. Vidal Velázquez.— 
Raf. Castro Rivera.— Leoncio Ramos.— Luis Logroño C. —
Eug. A. Alvarez.—Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia 
pública del día, mes y año en él expresados, y fué firmada, 
leída y publicada por mí, Secretario General, que certifico.—
(Firmado) : Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
Juan Tomás Mejía, Presidente; Gustavo A. Díaz, Primer 
Sustituto de Presidente; Doctor Tulio Franco Franco, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Licenciadas Abigail Montás, 
Eudaldo Troncoso de la Concha, Jaime Vidal Velázquez, 
Leoncio Ramos y Luis Logroño Cohén, asistidos del infras-
crito Secretario General, en la Sala donde ^ celebra sus au-
diencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, el 
día treinta del mes de junio del mil novecientos cuarenta y 
uno, año 989  de la Independenca, 78 9  de la Restauración y 
12° de la Era de Trujillo, ha dictado en audiencia pública, 
como Corte de Casación, la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por los Señores 

Jealous & Massot, en la calidad, que invocan, de cesionarios 
del Señor Joseph H. Amy, comerciantes, domiciliados en la 
Ciudad de New York, Estados Unidos de América, contra la 
Decisión Número 2, cuyo dispositivo será transcrito más ade-
lante, dictada por el Tribunal Superior de Tierras, en fecha 
diez de mayo de mil novecientos cuarenta, apoderado por el 
fallo de casación del treinta de mayo de mil novecientos 
treinta y nueve, con relación a. los solares Nos. 1, Porción 
"B"; No. 1, Manzana No. 71; No. 8, Manzana No. 33; No. 13, 
Manzana No. 54 del Distrito Catastral No. 1 de la. Común de 
La Vega, antiguo Distrito Catastral No. 81, ciudad y pro-
vincia de La Vega ; y sobre el recurso de casación interpuesto 
por los Señores Moya & Co., sociedad en nombre colectivo 
constituida por los Señores Miguel Casimiro de Moya hijo y 
Franciso de Moya Franco, —(portadores de las cédulas de 
identidad personal números 685 y 683, serie 47, respectiva-
mente, comerciantes, domiciliados en la ciudad de La Vega) 
—en calidad de continuadores jurídicos de la disuelta com-
pañía M. Cro. de Moya e Hijos, contra aquella misma senten-
cia, dictada por el Tribunal Superior de Tierras, "en la par-
te de su cuarto ordinal que sujeta a un gravamen inmobilia-
rio de $3.448.39, más los intereses legales correspondientes, 
de acuerdo con el contrato de fecha 25 de julio de 1924, en 
beneficio de Iglesias & Co., Inc., del domicilio de la ciudad 
de New York, Estados Unidos de Norte América"; 

Visto el Memorial de Casación presentado por el aboga-
do de los Señores Jealous & Massot, Licenciado Domingo A. 
Estrada, de cédula personal de identidad, No. 65, serie 1, 
expedida el 16 de febrero de 1932, en el que se alegan las 
violaciones de la ley que más adelante se expondrán; 

Visto el Memorial de Defensa presentado por el aboga-
do de, los Señores Moya & Co. parte intimada en dicho pri-
mer recurso, Licenciado Manuel Ubaldo Gómez hijo, de cé-
dula personal de identidad No. 119, serie 47, expedida el 14 
de marzo de 1932; 

Visto el Memorial de réplica presentado por el Licencia-
do Domingo A. Estrada, abogado de la parte recurrente; 

Visto el Memorial de ampliación, 'presentado por el Li- 
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sación interpuesto por los nombrados Pascual Zayas inculpa-
do, y Victorino Paulino, parte civilmente responsable, contra 
la sentencia pronunciada por la Corte de Apelación de San 
Cristóbal de fecha veinte de noviembre de mil novecientos 
cuarenta, cuyo dispositivo figura en otra parte de esta sen-
tencia, y condena a los recurrentes al pago de las costas. 

(Firmados) : J. Tomás Mejía.— G. A. Diaz.— Abigail 
Montás.—Eudaldo Tr011COSO de la C.— J. Vidal Velázquez.— 
Raf. Castro Rivera.— Leoncio Ramos.— Luis Logroño C. —
Eug. A. Alvarez.—Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia 
pública del día, mes y año en él expresados, y fué firmada, 
leída y publicada por mí, Secretario General, que certifico.—
(Firmado) : Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
Juan Tomás Mejía, Presidente; Gustavo A. Díaz, Primer 
Sustituto de Presidente; Doctor Tulio Franco Franco, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Licenciadas Abigaíl Montás, 
Eudaldo Troncoso de la Concha, Jaime Vidal Velázquez, 
Leoncio Ramos y Luis Logroño Cohen, asistidos del infras-
crito Secretario General, en la Sala donde 7 celebra sus au-
diencias. en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, el 
día treinta del mes de junio del mil novecientos cuarenta y 
uno, año 989  de la Independenca, 78 9  de la Restauración y 
129  de la Era de Trujillo, ha dictado en audiencia pública, 
como Corte de Casación, la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por los Señores 

Jealous & Massot, en la calidad, que invocan, de cesionarios 
del Señor Joseph H. Amy, comerciantes, domiciliados en la 
Ciudad de New York, Estados Unidos de América, contra la 
Decisión Número 2, cuyo dispositivo será transcrito más ade-
lante, dictada por el Tribunal Superior de Tierras, en fecha 
diez de mayo de mil novecientos cuarenta, apoderado por el 
fallo de casación del treinta de mayo de mil novecientos 
treinta y nueve, con relación a los solares Nos. 1, Porción 
"B"; No. 1, Manzana No. 71; No. 8, Manzana No. 33; No. 13, 
Manzana No. 54 del Distrito Catastral No. 1 de la Común de 
La Vega, antiguo Distrito Catastral No. 81, ciudad y pro-
vincia de La Vega ; y sobre el recurso de casación interpuesto 
por los Señores Moya & Co., sociedad en nombre colectivo 
constituida por los Señores Miguel Casimiro de Moya hijo y 
Franciso de Moya Franco, —(portadores de las cédulas de 
identidad personal números 685 y 683, serie 47, respectiva-
mente, comerciantes, domiciliados en la ciudad de La Vega) 
—en calidad de continuadores jurídicos de la disuelta com-
pañía M. Cro. de Moya e Hijos, contra aquella misma senten-
cia, dictada por el Tribunal Superior de Tierras, "en la par-
te de su cuarto ordinal que sujeta a un gravamen inmobilia-
rio de $3.448.39, más los intereses legales correspondientes, 
de acuerdo con el contrato de fecha 25 de julio de 1924, en 
beneficio de Iglesias & Co., Inc., del domicilio de la ciudad 
de New York, Estados Unidos de Norte América"; 

Visto el Memorial de Casación presentado por el aboga-
do de los Señores Jealous & Massot, Licenciado Domingo A. 
Estrada, de cédula personal de identidad, No. 65, serie 1, 
expedida el 16 de febrero de 1932, en el que se alegan las 
violaciones de la ley que más adelante se expondrán; 

Visto el Memorial de Defensa presentado por el aboga-
do de , los Señores Moya & Co. parte intimada en dicho pri-
mer recurso, Licenciado Manuel Ubaldo Gómez hijo, de cé-
dula personal de identidad No. 119, serie 47, expedida el 14 
de marzo de 1932; 

Visto el Memorial de réplica presentado por el Licencia-
do Domingo A. Estrada, abogado de la parte recurrente; 

Visto el Memorial de ampliación, presentado por el Li- 
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sación interpuesto por los ,nombrados Pascual Zayas inculpa-
do, y Victorino Paulino, parte civilmente responsable, contra 
la sentencia pronunciada por la Corte de Apelación de San 
Cristóbal de fecha veinte de noviembre de mil novecientos 
cuarenta, cuyo dispositivo figura en otra parte de esta sen-
tencia, y condena a los recurrentes al pago de las costas. 

(Firmados) : J. Tomás Mejía.— G. A. Diaz.— Abigaíl 
Montás.—Eudaldo Tr012COSO de le C.— J. Vidal Velázquez.— 
Raf. Castro Rivera.— Leoncio Ramos.— Luis Logroño C. —
Eug. A. Alvarez.—Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia 
pública del día, mes y año en él expresados, y fué firmada, 
leída y publicada por mí, Secretario General, que certifico.—
(Firmado) : Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
Juan Tomás Mejía, Presidente; Gustavo A. Díaz, Primer 
Sustituto de Presidente; Doctor Tulio Franco Franco, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Licenciados Abigaíl Montás, 
Eudaldo Troncoso de la Concha, Jaime Vidal Velázquez, 
Leoncio Ramos y Luis Logroño Cohén, asistidos del infras-
crito Secretario General, en la Sala donde 7-celebra sus au-
diencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, el 
día treinta del mes de junio del mil novecientos cuarenta y 
uno, año 989  de la Independenca, 78 9  de la Restauración y 
12° de la Era de Trujillo, ha dictado en audiencia pública, 
como Corte de Casación, la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por los Señores 

Jealous & Massot, en la calidad, que invocan, de cesionarios 
del Señor Joseph H. Amy, comerciantes, domiciliados en la 
Ciudad de New York, Estados Unidos de América, contra la 
Decisión Número 2, cuyo dispositivo será transcrito más ade-
lante, dictada por el Tribunal Superior de Tierras, en fecha 
diez de mayo de mil novecientos cuarenta, apoderado por el 
fallo de casación del treinta de mayo de mil novecientos 
treinta y nueve, con relación a. los solares Nos. 1, Porción 
"B"; No. 1, Manzana No. 71; No. 8, Manzana No. 33; No. 13, 
Manzana No. 54 del Distrito Catastral No. 1 de la. Común de 
La Vega, antiguo Distrito Catastral No. 81, ciudad y pro-
vincia de La Vega ; y sobre el recurso de casación interpuesto 
por los Señores Moya & Co., sociedad en nombre colectivo 
constituida por los Señores Miguel Casimiro de Moya hijo y 
Franciso de Moya Franco, —(portadores de las cédulas de 
identidad personal números 685 y 683, serie 47, respectiva-
mente, comerciantes, domiciliados en la ciudad de La Vega) 
—en calidad de continuadores jurídicos de la disuelta com-
pañía M. Cro. de Moya e Hijos, contra aquella misma senten-
cia, dictada por el Tribunal Superior de Tierras, "en la par-
te de su cuarto ordinal que sujeta a un gravamen inmobilia-
rio de $3.448.39, más los intereses legales correspondientes, 
de acuerdo con el contrato de fecha 25 de julio de 1924, en 
beneficio de Iglesias & Co., Inc., del domicilio de la ciudad 
de New York, Estados Unidos de Norte América"; 

Visto el Memorial de Casación presentado por el aboga-
do de los Señores Jealous & Massot, Licenciado Domingo A. 
Estrada, de cédula personal de identidad, No. 65, serie 1, 
expedida el 16 de febrero de 1932, en el que se alegan las 
violaciones de la ley que más adelante se expondrán; 

Visto el Memorial de Defensa presentado por el aboga-
do de , los Señores Moya & Co. parte intimada en dicho pri-
mer recurso, Licenciado Manuel Ubaldo Gómez hijo, de cé-
dula personal de identidad No. 119, serie 47, expedida el 14 
de marzo de 1932; 

Visto el Memorial de réplica presentado por el Licencia-
do Domingo A. Estrada, abogado de la parte recurrente; 

Visto el Memorial de ampliación, 'presentado por el Li- 
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con ciado Manuel Ubaldo Gómez hijo, abogado de la parte in-
timada; 

Oido el Magistrado Juez Relator en el primer recurso; 
Oido el Licenciado Manuel Vicente Feliú, de cédula No. 

1196, serie 23, sello No. , nuevo abogado constituido por los 
recurrentes Señores Jealous & Massot, quien depositó un me-
morial de ampliación y dió'lectura a sus conclusiones; 

Oido el Licenciado J. R. Cordero Infante, de cédula No. 
214, serie 1, sello No. 383, en representación del Licenciado 
Manuel Ubaldo Gómez hijo, abogado de los intimados, Serio-. 
res Moya & Co., quien dió lectura a sus conclusiones; 

Oido el Magistrado Procurador General de la República, 
Licenciado Benigno del Castillo S., en la lectura de su dic-
tame• sobre el recurso a .que ahora se hace alusión; 

Visto el Memorial de Casación presentado por el aboga-
do de los Señores Moya & Co., el referido Licenciado Manuel 
Ubaldo Gómez hijo:en el que se alegan laz violaciones de la 
ley que más adelante se expondrán; 

Visto el Memorial de Defensa presentado• por el aboga-
do de los intimados en el segundo recurso, Señores Iglesias 
& Co., Inc., el referido Licenciado Domingo A. Estrada; 

Oido el Magistrado Juez Relator; sobre este recurso; 
Oido el Licenciado J. R. Cordero Itnfante, en representa-

ción del abogado de los'recurrentes, Licenciado Manuel. Ubal-
do Gómez hijo, quien depositó un memorial ampliativo y dió 
lectura a sus conclusiones; 

Oido el Licenciado Manuel Vicente Feliú, nuevo aboga-
do de los intimados, Señores Iglesias & Co., Inc., quien ,dió 
lectura . a sus conclusiones; 

Oido el Magistrado Procurador General de la República, 
Licenciado Benigno del Castillo S., en la lectura de su dic-
tamen sobre el' recurso a que ahora se hace referencia; 

La Suprema Corte de Juáticia, después de haber delibe-
rado, y vistos los artículos 1154, 1156 y siguientes, 1165, 
1315, 1321, 1328, 1341, 1353, 1582, 1583, 1984, y siguientes 
del Código Civil; 742 del Código de Procedimiento Civil; 2, 
4, 70 de la Ley de Registro de Tierras; 29 de lá Ley sobre 
Registro y Conservación de Hipotecas; 1, 6, 7, 9, 18 y 71 de 
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la Ley sobre Procedimiento de Casación, modificados por la 
Ley número 295; 

Considerando, que, en la sentencia que es objeto de los 
mencionados recursos de casación, se expone lo siguiente: 1 9 ) 
que, en fecha veintiocho de julio de mil novecientos veinti-
trés, los Señores M. Casimiro de Moya e hijos, "por acto au-
torizado por el notario de la común .de Santiago, Ismael de 
Peña Rincón, consintieron una hipoteca colectiva en favor de 
sus acreedores, de los cuales eran uno Iglesias & Co., Inc., 
por la suma de $27.354.31"; 20.)-- que estos últimos Seño-
res. Iglesias & Co., Inc., adquirieron la acreencia de los Se-
ñores F. Ricart & Co., Inc., contra. M. Casimiro de Moya e 
hijos, "ascendente, al treintiuno de Mayo de mil novecientos 
veinticuatro, con intereses calculados •  hasta esa fecha, a la 
cantidad de $36.255.18, la cual se comprometieron a reducir 
en un 60%", razón por la que, "sumadas ambas partidas, para 
esa misma fecha M. Cro. de Moya e hijos vinieron a ser sus 
deudores por $44.435. 178"; 3o.)—que, "por convención ce-
lebrada en New York, en fecha veinticuatro de julio de mil 
novecientos veinticuatro, entre M. Cro. de Moya e hijos e 
Iglesias & Co., Inc., por medio de sus respectivos represen-
tantes ,que luego fue formalizada por actos instrumentados 
en fecha siete de Agosto del mismo ario por el Notario Is-
mael de Peña Rincón, de la Común de Santiago, los prime-
ros dieron en pago a los segundos, por el monto de su acreen-
cia los inmuebles" objeto de la litis a que se refiere la pre-
sente sentencia; 4o) que, al convenir así Iglesias & Co., Inc., 
por el referido acto del veinticuatro de julio de mil nove-
cientos veinticuatro, lo que acaba de ser expresado, "convi-
nieron igualmente en venderle a M. Cro. de Moya e hijos" 
los referidos inmuebles "por el precio de $44.435.78, más 
los intereses correspondientes sobre dicha suma, a razón de 
6% anual, calculados semestralmente desde el lo. de junio de 
1924, según consta es la cláusula cuarta del acta bajo firma 
privada del veinticinco de los mismos mes y año"; 5o.)— 
que, por la cláusula quinta del acto, a que se acaba de hacer 
referencia, M. Cro. de Moya e Hijos se comprometieran "a 
ejecutar en favor de Iglesias & Co., Inc., un contrato de al-
quiler por un término de siete años y un mes, a razón de 
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condado Manuel Ubaldo Gómez hijo, abogado de la parte in-
timada; 

Oido el Magistrado Juez Relator en el primer recurso; 
Oido el Licenciado Manuel Vicente Feliú, de cédula No. 

1106, serie 23, sello No. , nuevo abogado constituido por los 
recurrentes Señores Jealous & Massot, quien depositó un me-
morial de ampliación y dió'lectura a sus conclusiones; 

Oido el Licenciado J. R. CordeTo Infante, de cédula No. 
214, serie 1, sello No. 383, en representación del Licenciado 
Manuel Ubaldo Gómez hijo, abogado de los intimados, Seña-. 
res Moya & Co., quien dió lectura a sus conclusiones; 

Oido el Magistrado Procurador General de la República, 
Licenciado Benigno del Castillo S., en la lectura de su dic-
tamen sobre el recurso a .que ahora se hace alusión; 

Visto el Memorial de Casación presentado por el aboga-
do de los Señores Moya & Co., el referido Licenciado Manuel 
Ubaldo Gómez hijo,"en el que se alegan las violaciones de la 
ley que más adelante se expondrán; 

Visto el Memorial de Defensa presentado por el aboga-
do de los intimados en el segundo recurso, Señores Iglesias 
& Co., Inc., el referido Licenciado Domingo A. Estrada; 

Oido el Magistrado Juez Relator; sobre este recurso; 
Oido el Licenciado J. R. Cordero Infante, en representa-

ción del abogado de los . recurrentes, Licenciado Manuel Ubal-
do Gómez hijo, quien depositó un memorial ampliativo y die, 
lectura a sus conclusiones; 

Oido el Licenciado Manuel Vicente Feliú, nuevo aboga-
do de los intimados, Señores Iglesias & Co., Inc., quien ,dió 
lectura 'a sus conclusiones; • 

Oido el Magistrado Procurador General de la República, 
Licenciado Benigno del Castillo S., en la lectura de su dic-
tamen sobre el' recurso a que ahora se hace referencia; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado, y vistos los artículos 1154, 1156 y siguientes, 1165, 
1315, 1321, 1328, 1341, 1353, 1582, 1583, 1984, y siguientes 
del Código Civil; 742 del Código de Procedimiento 'Civil; 2, 
4, 70 de la Ley de Registro de Tierras; 29 de la Ley sobre 
Registro y Conservación de Hipotecas; 1, 6, 7, 9, 18 y 71 de 
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la Ley sobre Procedimiento de Casación, modificados por la 
Ley número 295; 

Considerando, que, en la sentencia que es objeto de los 
mencionados recursos de casación, se expone lo siguiente: 1Q) 
que, en fecha veintiocho de julio de mil novecientos veinti-
trés, los Señores M. Casimiro de Moya e hijos, "por acto au-
torizado por el notario de la común de Santiago, Ismael de 
Peña Rincón, consintieron una hipoteca colectiva en favor de 
sus acreedores, de los cuales eran uno Iglesias & Co., Inc., 
por la suma de $27.354.31"; 20.)— que estos últimos Seño-
res. Iglesias & Co., Inc., adquirieron la acreencia de los Se-
ñores F. Ricart & Co., Inc., contra M. Casimiro de Moya e 
hijos, "ascendente, al treintiuno de. Mayo de mil novecientos 
veinticuatro, con intereses calculados hasta esa fecha, a la 
cantidad de $36.255.18, la cual se comprometieron a reducir 
en un 60%", razón por la que, "sumadas ambas pártidas, para 
esa misma fecha M. Cro. de Moya e hijos vinieron a ser sus 
deudores por $44.435.78"; 3o.)—que, "por convención ce-
lebrada en New York, en fecha veinticuatro de julio de mil 
novecientos veinticuatro,, entre M. Cro. de Moya e hijos e 
Iglesias & Co., Inc., por medio de sus respectivos represen-
tantes ,que luego fue formalizada por actos instrumentados 
en fecha siete de Agosto del mismo año por' el Notario Is-
mael de Peña Rincón, de la Común de Santiago, los prime-
ros dieron en pago a los segundos, por el monto de su acreen-
cia los inmuebles" objeto de la litis a que se refiere la pre-
sente sentencia; 4o) que, al convenir así Iglesias & Co., Inc., 
por el referido acto del veinticuatro de julio de mil nove-
cientos veinticuatro, lo que acaba de ,ser expresado, "convi-
nieron igualmente en venderle a M. Cro. de Moya e hijos" 
los referidos inmuebles "por el precio de $44.435.78, más 
los intereses correspondientes .sobre dicha suma, a razón de 
6% anual, calculados semestralmente desde el lo. de junio de 
1924, según consta es la cláusula cuarta del actd bajo firma 
privada del veinticinco de los mismos mes y ario"; 5o.)-- 
que, por la cláusula quinta del acto, a que se acaba de hacer 
referencia, M. Cro. de Moya e Hijos se comprometieran "a 
ejecutar en favor de Iglesias & Co., Inc., un contrato de al-
quiler por uln término de siete años y un mes, a razón de 
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$650.00 mensuales pagaderos el día último de cada mes en 
sus oficinas de New York, y estos últimos, cuando hubiesen 
sido pagados todos los alquileres ascendentes a una suma i-
gual al precio de la venta convenida mas los intereses, a a-
ceptar estos alquileres como el precio pagado de la venta y 
a traspasar los dichos inmuebles a Moya e Hijos, según cons-
ta en la cláusula sexta del mismo acto"; 60.)— que los suso-
dichos Señores Iglesias & Co., Inc., "consintieron, igualmen-
te, por las cláusulas séptima y octava del nombrado acto, en 
que Moya é Hijos pudiesen anticipar el pago de una parte o 
del total de los alquileres y gestionar la venta de cualquiera 
de los inmuebles alquilados para destinar su precio al pago 
de los alquileres y en abonarles intereses, a razón de 6% a-
nual, sobre cada uno de los alquileres anticipados calculados 
desde la fecha en que fueren recibidos"; 7o.)— que, por la 
cláusula novena del indicado acto de fecha veinticinco de ju-
lio de mil novecientos veinticuatro, "se estipuló que Iglesias 
& Co., Inc., no podrían vender ninguno de los inmuebles 
sin previa consulta y conformidad de M. Cro. de Moya e Hi-
jos, mientras estos estuviesen pagando puntualmente los al-
quileres; pero que podrían venderlos por el mejor precio, en 
caso de impuntualidad en el pago del alquiler mensual, y el 
producto de la venta deducir lo del monto del precio total 
convenido de $44.435.78, más los intereses de siete años y 
un mes, que hizo subir la suma a abonar en forma de alqui-
leres a $55.250.00"; 80.) —que los inmuebles de que se tra-
ta "fueron puestos en subasta en New York, en fecha trece 
de abril de mil novecientos treinta y uno, y subastados por 
Joseph H. Amy, a quien se le extendió título .de propiedad 
en fecha veinte del mismo mes por el Notario, Dr. Julian A-
rroyo"; 9o.)—que, "en fecha dieciseis de abril del mismo 
año" (1931) "se declaron en estado de quiebra M. Cro. de 
Moya e Hijos" y, el veinte de julio siguiente (1931), "el 
Juzgado de Primera Instancia homologó el concordato con-
certado por M. Cro. de Moya e Hijos con sus acreedores", 
concordato en el que "figuran Iglesias & Co., Inc., con una a-
creencia, que no tiene nada que ver con la que fue motivo de 
la dación en pago arriba nombrada, por la suma de 
$12.226.08"; 109)—que, "en fecha once de septiembre del 

mismo año" (1931) "intervinieron dos contratos bajo firma 
privada entre Joseph H. Amy y M. Cro. de Moya e Hijos", 
mediante uno de los cuales "se comprometió el primero a a-

. rrendar a los últimos los dichos inmuebles", y, mediante el 
otro el mencionado Ainy hizo a estos señores "ma promesa de 
venta" de los mismos inmuebles; 11 9 )—que, en fecha diez de 
mayo de mil novecientos treinta y siete, el Tribunal de Tie-
rras, en jurisdicción original, por su decisión No. 1, ordenó, 
en favor de Joseph H. Aniy, el registro de los solares de que 
se trata, es decir, No. 1, porción "B"; No. 1, Manzana No. 
71; No. 8, Manzana No. 33, y No. 12, Manzana No. 54 del 
Distrito Catastral No. 1 de la Común de La Vega (antiguo 
D. C. No. 81) ciudad y provincia de La Vega, con las me-
joras existentes en ellos; 12o.)—que, inconformes con esa. 
decisión, los Señores Moya & Co., actuales partes, interpu-
sieron recurso de apelación, y el Tribunal Superior de Tie-
rras en su sentencia de fecha treinta de marzo de mil nove-
cientas treinta y ocho, por los ordinales segundo y tercero de 
su dispositivo, rechazó -Por infundado ,dicho recurso y con-
firmó la decisión que había sido así .atacada; 139)-que, sobre 
recurso de casación interpuesto por los mencionados Señores 
Moya & Co., la Suprema Corte de Justicia, por sentencia, del 
treinta de mayo de mil novecientos treinta y nueve, casó el 
fallo impugnado, en cuanto a los referidos ordinales segundo 
y tercero; 14o.) —que, a la audiencia celebrada por el Tribu-
nal Superior de Tierras, "para conocer del reenvío ordenado 
per la Suprema Corte de Justicia ,en funciones de Corte Ca-
sación", comparecieron debidamente representados: A), los 
Señores Moya & Co., quienes con&uyeroh, esencialmente, pi-
diendo la anulación de la decisión de jurisdicciÓn original y 
el registro, en su favor, de los inmuebles mencionados, con 
sus mejoras; y, B), el Señor Joseph H. Amy, quien presentó 
conclusiones por las cuales los Señores Jealous & Massot pi-
dieren esencialimente (en su calidad de cesionarias de aquel, 
según acto de venta depositado en el expediente) que, - en 
virtud de la exte.nsa exposición que.esas conclusiones contie-
nen, se ordenara el registro de los referidos inmuebles  en 
favor de estos últimos, Señores Jealous & Massot; 15o.)—que, 
n fecha diez de Mayo de mil novecientos cuarenta, el Tribu- 
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$650.00 mensuales pagaderos el día último de cada mes en 
sus oficinas de New York, y estos últimos, cuando hubiesen 
sido pagados todos los alquileres ascendentes a una suma i-
gual al precio de la venta convenida mas los intereses, a a-
ceptar estos alquileres como el precio pagado de la venta y 
a traspasar los dichos inmuebles a Moya e Hijos, según cons-
ta en la cláusula sexta del mismo acto"; 6o.)— que los suso-
dichos Señores Iglesias & Co., Inc., "consintieron, igualmen-
te, por las cláusulas séptima y octava del nombrado acto, en 
que Moya é Hijos pudiesen anticipar el pago de una parte o 
del total de los alquileres y gestionar la venta de cualquiera 
de los inmuebles alquilados para destinar su precio al pago 
de los alquileres y en abonarles intereses, a razón de 6% a-
nual, sobre cada uno de los alquileres anticipados calculados 
desde la fecha en que fueren recibidos"; 7o.)— que, por la 
cláusula novena del indicado acto de fecha veinticinco de ju-
lio de mil novecientos veinticuatro, "se estipuló que Iglesias 
& Co., Inc., no podrían vender ninguno de los inmuebles 
sin previa consulta y conformidad de M. Cro. de Moya e Hi-
jos, mientras estos estuviesen pagando puntualmente los al-
quileres; pero que 'podrían venderlos por el mejor precio, en 
caso de impuntualidad en el pago del alquiler mensual, y el 
producto de la venta deducir lo del monto del precio total 
convenido de $44.435.78, más los intereses de siete años y 
un mes, que hizo subir la suma a abonar en forma de alqui-
leres a $55.250.00"; 80.) —que los inmuebles de que se tra-
ta "fueron puestos en subasta en New York, en fecha trece 
de abril de mil novecientos treinta y uno, y subastados por 
Joseph H. Amy, a quien se le extendió título de propiedad 
en fecha veinte del mismo mes por el Notario, Dr. Julian A-
rroyo"; 9o.)—que, "en fecha dieciseis de abril del mismo 
ario" (1931) "se declaron en estado de quiebra M. Cro. de 
Moya e Hijos" y, el veinte de julio siguiente (1931), "el 
Juzgado de Primera Instancia homologó el concordato con-
certado por M. Cro. de Moya e Hijos con sus acreedores", 
concordato en el que "figuran Iglesias & Co., Inc., con una a-
creencia, que no tiene nada que ver con la que fue motivo de 
la dación en pago arriba nombrada, por la suma de 
$12.226.08"; 109—que, "en fecha once tle septiembre del 

mismo año" (1931) "intervinieron dos contratos bajo firma 
privada entre Joseph H. Amy y M. Cro. de Moya e Hijos", 
mediante uno de los cuales "se comprometió el primero a a-
rrendar a los últimos los dichos inmuebles"; y, mediante el 
otro el mencionado Arny hizo a estos señoras "una promesa de 
venta" de los mismos inmuebles; 11 9)—que, en fecha diez de 
mayo de mil novecientos treinta y siete, el Tribunal de Tie-
rras, en jurisdicción original, por su decisión No. 1, ordenó, 
en favor de Joseph H. Aniy, el registro de los solares de que 
se trata, es decir, No. 1, porción "B"; No. 1, Manzana No. 
71; No. 8, Manzana No. 33, y No. 12, Manzana No. 54 del 
Distrito Catastral No. 1 de la Común de La Vega (antiguo 
D. C. No. 81) ciudad y provincia de La Vega, con las me-
joras existentes en ellos; 12o.)—que, inconformes con esa, 
decisión, los Señores Moya & Co., actuales partes, interpu-
sieron recurso de apelación, y el Tribunal Superior de Tie-
rras en su sentencia de fecha treinta de marzo de mil nove-
cientos treinta y ocho, por los ordinales segundo y tercero de 
su dispositivo, rechazó -por infundado ,dicho recurso y con-
firmó la decisión que había sido así atacada; 1319-que, sobre 
recurso de casación interpuesto por los mencionados Señores 
Moya & Co., la Suprema Corte de Justicia, por sentencia, del 
treinta de mayo de mil novecientos treinta y nueve, casó el 
fallo impugnado, en cuanto a los referidos ordinales segundo 
y tercero; 14o.)—que, a la audiencia celebrada por el Tribu-
nal Superior de Tierras, "para conocer del reenvío ordenado 
per la Suprema Corte de Justicia .en funciones de Corte Ca-
sación", comparecieron debidamente representados: A), los 
Señores Moya & Co., quienes conciuyeroh, esencialmente, pi-
diendo lá anulación de la decisión de jurisdicciÓn original y 
el registro, en su favor, de los inmuebles mencionacks, con 
sus mejoras; y, B), el Señor Joseph H. Amy, quien presentó 
conclusiones per las cuales los Señores Jealous & Massot pi-
dieren esercialirente (en su calidad da cesionarios de aquel, 
según acto de venta depositado en el expediente) que, •en 
virtud de la exteesa exposición que.esas conclusiones contie-
nen, se ordenara el registro de los referidos inmuebles en 
favor de estos últimos, Señores Jealous (Sr Massot; 15o.)—que, 
en fecha diez de Mayo de mil novecientos cuarenta, el Tribu- 
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nal Superior de Tierras, dictó la decisión No. 2, cuyo dispo-
sitivo dice así: Que debe acoger, como al e-
fecto acoge, el recurso de apelación interpuesto por Moya & 
Co., en fecha 2 de junio de 1937.-2o.— Que debe rechazar 
por infundada, como al efecto rechaza, la reclamación de Jo-
seph H. Amy y de sus causahabientes les señores Jealous & 
Massot.-3o..—QUe debe revocar, como al efecto revoca, •la 
Decisión No. 1 <uno), del 10 de Mayo de 1937, del Juez de 
jurisdicción original, Solares: No. 1, Porción "B"; No. 1, 
Manzana No. 71; No. 8, Manzana No. 33; No. 13, Manza-
na No. '54, del Distrito Catastral No..1 de la Común de La 
Vega (antiguo D. C. No. 81), ciudad y provincia de La 
Vega.— 4o.— Que debe ordenar, como al efecto ordena, el 
registro del derecho de propiedad sobre dichos solares y sus 
mejoras, en favor de Moya & Co., del domicilio de la ciudad 

de La Vega, sujetos a un gravamen inmobiliario de $3.448.39 
más los intereses correspondientes, de acuerdo con el con-
trató de fecha 25 de Julio de 1924, en beneficio de Iglesias & 

Co., Inc., del domicilio de la ciudad de New York, Estados 
Unidos de Norte América.— Se ordena al Secretario del 
Tribunal de Tierras que, una vez irrevocable esta Decisión, y 
después de recibidos por él los planos definitivos preparados 
por el Agrimensor Contratista y aprobados por la Dirección 
General de Mensuras Catastrales, de acuerdo con los térmi-
nos de esta Decisión, expida el Decreto de Registro de Título 
correspondiente"; 

Considerando, que, contra la sentencia cuyo dispositivo 
acaba de ser transcrito, han Interpuesto recurso de casación 

los Señores Jealotis & Massot, quienes /  emplazaron, en tiem- 
. po_hábil, a los Señores Moya & Co., y quienes fundan dicho 

recurso' en los siguientes medios: 16.) Violación de los ar- 
tículos 1321, 1341 y, 1353 del Código Civil y falta de base 
legal; 2o.) Violación de los artículos 1.984 y siguientes del 
Código de Procedimiento Civil y falsa aplicación del artículo 
42 del Código de Procedimiento Civil; 3 9,) Violación de los 

articules 1582, 1583 y 1328 dei Código Civil, y del artíCulo 29 

de la Ley sobn Registro y Conservación .de Hipotecas; 40.) 
dEl p,rticulo 4 de la Ley de Registro da Tierras; 5") 

Violación del artículo 1165 del Código Civil; 6o.)• Vio'acIón 
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de los artículos 1156 y siguientes de este 'último Código; 
error de interpretación y falta •  base legal; y 7o.) Violación 
del artículo 1315 del Código Civil; • • 

Considerando, que los SeñOres Moya & Co., han inter-
puesto, también, recurso de casación, contra la misma senten 
da, pero, solamente, en cuanto a la parte del cuarto ordinal 
de su dispositivo que `.`sujeta a un gravamen inmobiliario de 
$3.448.39, más los intereses legales correspondientes, de a-
cuerdo con el contrato ele fecha 25 dé julio de 1924, en bene-
ficio de Iglesias & Co., Inc., del` domicilio de la Ciudad de 
New York, Estados Unidos de América,' loS solares" cuyo 
registro fue,  ordenado, en favor de dichos 'Señores Moya & 
Co., por la sentencia de que se trata; que, a ese fin, estos 
recurrentes emplazaron, en tiempo hábil, a los referidos Se-
ñores Iglesias & Co., Inc., y presentan, como medios de ca-
sación, en el memorial introductivo de su recurso, los si-
guientes: lo.), Violación del artículo 1154 del Código Civil, 
y 2o.), Violación del artículo 4 de la Ley de Registro de Tie-
rras, falta de motivos o falta de base legal; 

Considerando, que como resultado de la ponderación de 
las estrechas relaciones que existen entre ambos recursos de 
casación, interpuestos como queda expresado, la Suprema 
Corte de Justicia ha resuelto reunirlos para decidir sobre e-
llos por una sola sentencia, ya que esto conviene al cabal 
cumplimiento de la misión que le está encomendada, al hacer 
desapareCer, así :toda posibilidad de contradicción de los fa-
llos distritos que, de otra manera, debiera dictar ; 

En cuanto al recurso interpuesto por los Señores Jealous 
& Massot: 	 á 

Considerando, que los intimados, Señores Moya & Co., 
por conclusiones contenidas en un memorial que lleva fecha 
del doce de marzo de mil novecientos Cuarenta y uno; y la,s. 
cuales fueron leídas en audiencia, pidieron a la Suprema_ 
Cortede Justicia que declarara inadmisible, en cuanto a e` 
]los, el recurso de casación de que ahora -se irata, debiendo 

"asar a "ca!egoría de segundo lugar" las conclusiones de 
-, amorial de Defensa, les cuales también fueron leidas en 

a..rolerida audiencia; que, ecmo.síntesis de ese medio, de 
nr,dmisien, les Eizzodielos i sost5enen. que pueden o- 
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nal Superior de Tierras, dictó la decisión No. 2, cuya dispo-
sitivo dice así: Que debe acoger, como al e-
fecto acoge, el recurso de apelación interpuesto por Moya & 
Co., en fecha 2 de junio de 1937.-2o.— Que debe rechazar 
por infundada, como sal efecto rechaza, la reclamación de Jo-
seph H. Amy y de sus causahabientes les señores Jealous & 

Massot.-3o.—Que debe revocar, como al efecto revoca, la 

Decislón No. 1 <uno), del 10 de Mayo de 1937, del Juez de 
jurisdicción original, Solares: No. 1, Porción "B"; No. 1, 
Manzana No. 71; No. 8, Manzana No. 33; ,No. 13, Manza-
na No. '54, del Distrito Catastral No..1 de la Común de La 
Vega (antiguo D. C. No. 81), ciudad y provincia de La 
Vega.— 4o.— Que debe ordenar, como al efecto ordena, el 
registro del derecho de propiedad sobre dichos solares y sus 
mejoras, en favor de Moya & Co., del domicilio de la ciudad 
de La Vega, sujetos a un gravamen inmobiliario de $3.448.39 
más los intereses correspondientes, de acuerdo con el con-
trató de fecha 25 de Julio de 1924, en beneficio de Iglesias & 

Co., Inc., del domicilio de la ciudad de New York, Estados 
Unidos de Norte América.— Se ordena al Secretario del 
Tribunal de Tierras que, una vez irrevocable esta Decisión, y 
después de recibidos por él los planos definitivos preparados 
por el Agrimensor Contratista y aprobados por la. Dirección 
General de Mensuras Catastrales, de acuerdo con los térmi-
nos de esta Decisión, expida el Decreto de Registro de Título 

correspondiente"; 
Considerando, que, contra la sentencia cuyo dispositivo 

acaba de ser transcrito, han interpuesto recurso de casación 
los Señores Jealotis & Massot, quienes' emplazaron, en tiem-
po_hábil, a los Señoreá Moya & Co., y quienes fundan dicho 
recurso' en los siguientes medios: lo.) Violación de los ar-
tículos 1321, 1341 y, 1353 del Código Civil y falta do base 
legal; 2o.) Violación de los artículos 1984 y siguientes del 
Código de Procedimiento Civil y falsa aplicación del artículo 
42 del Código de Procedimiento Civil; 39 Violación de los 
artículos 1582, 1583 y 1328 del Código Civil, y del artículo 29 
de la Lcy sobre Registro y Conservación de Hipotecas; lo.) 

Vi l (,- del articulo 4 de la Ley de Registro do Tierras; 5") 

Violación del artículo 1165 del Código Civil; 6o.)• Violación 
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de los artículos 1156 y siguientes de este último Código; 
error de interpretación y falta:de base legal; y 7o.) Violación 
dcl artículo 1315 del Código Civil; - 

Considerando, que los SeñOres Moya & Co., han inter-
puesto, también, recurso de casación, contra la misma senten 
cía, pero, solamente, en cuanto a la parte del cuarto ordinal. 
de su dispósitivo que "sujeta a un gravamen inmobiliario de 
$3.448.39, más los intereses legales correspondientes, de a-
cuerdo con el contrato de fecha 25 dé julio de 1924, en bene-
ficio de Iglesias & Co., Inc., del domicilio de la Ciudad de 
New York, Estados Unidos de América, loS solares" cuyo 
registro fue ordenado, en favor de dichos Señores Moya & 
Co., por la sentencia de que se trata; que, a ese fin, estos 
recurrentes emplazaron, en tiempo hábil, a los referidos Se-
ñores Iglesias & Co., Inc., y presentan, como medios de ca-
sación, en el memorial introductivo de su recurso, los si-
guientes: lo.), Violación del artículo 1154 del Código Civil, 
y 2o.), Violación del artículo 4 de la Ley de Registro de Tie-
rras, falta de motivos o falta de base legal; 

Considerando, que como resultado de la ponderación de 
las estrechas relaciones que existen entre ambos recursos de 
casación, interpuestos como queda expresado, la Suprema 
Corte de Justicia ha resuelto reunirlos para decidir sobre e-
lles por una sola sentencia, ya que esto conviene al cabal 
cumplimiento de la misión que le está encomendada, al hacer 
desapareCer así toda posibilidad de contradicción de los fa-
llos distritos que, de otra manera, debiera dictar; 

En cuanto al recurso interpuesto por los Señores Jealous 
& Massot: 	 á 

Considerando, que los intimados, Señores Moya & Co., 
por conclusiones contenidas en un memorial que lleva-fecha 
.del dese de marzo de mil novecientos cuarenta y uno; y las 
cuales fueron leídas eri audiencia, pi-dieron a la. Suprema 
Corte de Justicia que declarara inadmisible, en cuanto a e- 
lles, el recurso de casación de que ahora se trata, debiendo 
así (rasar a "ca!eg,eria de segundo lugar" las concusiones de 
SU Memorial de Defensa, les cuales también fueron ':e das en 

ia..re'rerida audiencia: que, como.sintesis de ese medio de 
susodichos i.. - 1:: .madcs sost•enen. que pl - eden o- 
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misión que oponen al recurso de casación, los Señores Moya 
& Co. alegan que "como se ve, pués, la decisión recurrida re- 

, pietarios de los solares, e Iglesias & Co., Inc., acreedores con 
un gravamen sobre los mismos. Y -en estas circunstancias, a 
ninguna solución legalmente útil podía conducir el recurso 
de casación contra esta deasión, cuando se emplazara a Mo-
ya & Co., y no se pusiera también en causa a Iglesias & Co., 
Inc." 

Considerando, que corresponde a la Suprema Corte de 
Justicia determinar, aun de oficio, tanto si un medio de ca-
sación es inadmisible por no haber figurado en el memorial 
introductivo del recurso de casación, cuanto si un medio de 
no recibir, presentado contra dicho recurso, puede o no ser 
admitido en vista de su naturaleza o de las condiciones en 
que ha sido propuesto; que, en el caso a que se contrae esta 
sentencia, el medio de inadmisión que ha sido opuesto, por 
Moya & Co., en les condiciones mencionadas, al recurso de 
Jealous & Massot, interesa al orden públic'o, porque se funda 
en la necesidad de evitar que, por el pronunciamiento de la 
casacian solicitada, surja una situación contraria al fin su- 

- 

premo de justicia a que debe tender el funcionamiento de los 
tribunales de la República; que, como tal, el susodicho me-
dio de inadmisión hubiera podido ser suplido por la Corte de 
Casación, a la cual, por la iv'sma razón, podía ser propuesto 
en el memorial de contra-réblicas de la referida parte inti-
mada, como, en da especie, fue presentado; 

Considerando, que en cuanto al pedimento de los Señores 
Jealous & Massot de que la Suprema Corte de Justicia admi-
ta su. escrito, por el cual responden al medio de inadmisión 
que los Señores Moya & Co. presentan contra el recurso de 
casación —(pedimento al que estos últimos, por otra parte, 
no se  han opuesto de manera, alguna)—, debe ser acojido, 
porque la admisión de ese escrito, producido en las especia-
les condiciones que han sido señaladas, se encuentra comple-
tamente de acuerdo con las reglas destinadas a salvaguardar 
el derecho de la defensa; 

Considerando, que, a virtud de los desarrollos que ante-
ceden, procede ahora determinar si el medio de inadmisión 
a que se acaba de hacer referencia, es decir, el propuesto por 

• 
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poner y oponen la caducidad delprecurso interpuesto por 
Jealous & Massot, "por no haber estos emplazado a Iglesias 
& Co., Inc., o - la exclusión de dichos recurrentes" por no ha-
ber depositado el original de las notificaciones para los alu-
didos Iglesias & Co., Inc., no obstañte la intimación que figu-
ra en autos", en el caso de que se hubiese cumplido acuella 

formalidad; 
Considerando, que ese memorial, por el cual Moya & Co., 

opónen el medio de inadmisión a que se acaba de hacer re-
ferencia, fue notificado- al abogado de ealous & Massot, en 
fecha diecinueve de marzo de mil novecientos cuarenta y 
uno, es decir, cuatro días completos antes de la audiencia .en 
que la Suprema Curte de Justicia conoció, tanto del recurso 
de casación interpuesto per estos últimos Señores, como. del 
incoado 'por los primeros; que al pedimento que, por el CX-

presacio memorial, han presentado, como queda expuesto, 
Moya & Co., replican Jealous & Massot—(por escrito que lle-
va come fecha la del día de la audiencia y cuyas conclusiones 
fueron leídas en esta) . — pidiendo que sea declarado "inad-
misible el medio nuevo propuesto y desarrollado por la parte 
intimada en el referido memorial notificado en fecha 19 d€ 
marzo de 1941", o que sea "admitida el presente escrito de 
réplica a dicho medi&"; 

Considerando, que, como ha sido expresado en otro lugar 
de la presente sentencia, el Tribunal Superior de Tierras en 

•el fallo que es objeto del recurso de casación incoado par los 
Señores Jéalcus & Massot, decidió, esencialmente, A), me-
diante los tres primeros ordinales y la primera parte del 
cuarto ordinal de su dispositivo: acójer la apelación inter-
puesta por Moya & Co., rechazar la reclamación de Joseph H. 
Amy, revocar la decisión apelada y ordenar el registro del 
derecho de propiedad sobre los referidos iemueblts y sus 
mejoras, en favor de aquellos, Moya & Co.; y B), mediante,la 
segunda parte del expresado cuarto ordinal: declarar que 
dichos bienes están "sujetos a un gravamen inmobiliario de 
$3.448.39, más los intereses correspondientes, de acuerde 
con -el contrato de fecha 25 de julio de 1924, en beneficio de 
Iglesias & Co., Inc."; 

Considerando, que, como fundamento del medio de jalad- 
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poner y oponen la caducidad del,.recurso interpuesto por 
Jealous & Massot, "por no haber estos emplazado a Iglesias 
& Co., Inc., ola exclusión de dichos recurrentes" por no ha-
ber depositado, el original de las notificaciones para los alu-
didos Iglesias & Co., Inc., no obstante la intimación que figu-
ra en autos", en el caso de que se hubiese cumplido aquella 
formalidad; 

Considerando, que ese memorial, por el cual Moya & Co., 
op6nen el medio de inadmisión a que se acaba de hacer re-
ferencia, fue notificado. al  abogado de ieaious & Massot, en 
fecha diecinueve de marzo de mil novecientos cuarenta y 
uno, es decir, cuatro días completos antes de la audiencla•en 
que la Supreina Corte de Justicia conoció, tanto del recurso 
de casación interpuesto per estos últimos Señores, como. del 
incoado 'por los primeros; que al pedimento que, por el ex-
presado memorial, han presentado, como queda expuesto, 
Moya & Co., replican Jealous & Massot—(por escrito que lle-
va come, fecha la del día de la audiencia y cuyas conclusiones 
fueron leidas en esta)— pidiendo que sea declarado "inad-
misible el medio nuevo propuesto y desarrollado por la parte 
intimada en el referido memorial notificado en fez:ha 19 de 
marzo de 1941", o que sea "admitido el presente escrito de 

réplica a dicho medió"; 
Considerando, que, como ha sido expresado en otro lugar 

de la presente sentencia, el Tribunal Superior de Tierras, en 
el fallo que es objeto del recurso de casación macado per los 
Señores Jéalcus & Massot, decidió, esencialmente, A), me-
diante los tres primeros ordinales y la primera parte del 
cuarto ordinal de su dispositivo: a.cejer la apelación inter-
puesta por Moya & Co., rechaiar la reclamación de Joseph H. 
Amy, revocar la decisión apelada y ordenar el registro del 
derecho de propiedad sobre los referidos irmuebits y sus 
mejoras, en favor de aquellos, Moya & Co.; y B), mediante la 
segunda parte del expresado cuarto ordinal: declarar que 
dichos bienes están "sujetos a un gravamen inmobiliario de 
$3.448.39, más los intereses correspondientes, de acuerdo 
con'el contrato de fecha 25 de jülio de 1924, en beneficio de 
Iglesias & Co., Inc."; 

Cons iderando, que, como fundamento del medio de inad- 

misión que oponen al recurso de casación, los Señores Moya 
& CO. alegan que "como se ve, pués, la decisión recurrida re-
pietarios de los solares, e Iglesiás & Co., Inc., acreedores con 
un gravamen sobre los mismos. Y en estas circunstancias, a 
ninguna solución legalmente útil podía conducir el recurso 
de casación contra esta dec'isión, cuando se emplazara a Mo-
ya & Co., y no se pusiera también en causa a Iglesias & Co., 
Inc." 

Considerando, que corresponde a la Suprema Corte de 
Justicia determinar, aun de oficio, tanto si un medio de ca-
sación es inadmisible por no haber figurado en el memorial 
introductivo del recurso de casación, cuanto si un medio de 
no recibir, presentado contra dicho recurso, puede o no ser 
admitido en vista de su naturaleza o de las condiciones en 
que ha sido propuesto; que, en el caso a que se contrae esta 
sentencia, el medio de inadmisión que ha sido opuesto, por 
Moya & Co., en las condiciones mencionadas, al recurso de 
Jealous & Massct, interesa al orden públic io, porque se funda 
en la necesidad de evitar que, por el pronunciamiento de la 
casacieo solicitada, surja una situación contraria al fin su-. 
premo de justicia a que debe tender el funcianamiento de los 
tribunales de la República; que, como tal, el susodicho me-
dio de inadmisión hubiera podido ser suplido por la Corte de 
Casación, a la cual, por la 4sma razón, podía ser propuesto 
en el memorial de contra-réblicas de la referida parte inti-
mada, cemc, en la especie, fue presentado; 

Considerando, que en cuanto al pedimento de los Señores 
Jealous & Massot de que la Suprema Corte de Justicia admi-
ta su. escrito, por el cual responden al medio de inadmisión 
que les Señores Moya & Co. presentan contra el recurso de 
casación —(pedimento al que estos últimos, por otra parte, 
no se  han opuesto de manera alguna)—, debe ser acojido, 
porque la admisión de ese escrito, producido en las especia-
les condiciones que han sido señaladas, se encuentra comple-
tamente de acuerdo con las reglas destinadas a salvaguardar 
el derecho de la defensa; 

Considerando, que, a virtud de los desarrollos que ante-
ceden, procede ahora determinar si el medio de inadmisión 
a que se acaba de hacer referencia, es decir, el propuesto por 
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los intimados en casación, debe ser acogido o rechazado; 
Considerando, que, ante todo, debe ser declarado que re-

sulta del examen que ha realizado, con este motivo, la Supre-
ma Corte de Justicia, que el aludido "medio de inadmisión", 
en cuanto se funda en la pretendida existencia de las condi-
ciones indispensables para el pronunciamiento de la exclu-
sión de los recurrentes, no puede ser acogido; que, en efecto, 
—sin que sea necesario detenerse en otras consideraciones de-
ducidas del artículo 9, reformado, de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación, e igualmente contrarias a aquella pre-
tensión—, se evidencia, por el estudio que ha sido hecho, que 
los intimantes no emplazaron, en momento alguno, a los Se-
ñores Iglesias & Co. Inc., y sostienen que esto no era, indis-
pensable para los fines por ellos perseguidos en casación; 
que, por lo tanto, no podía ser aplicado, en la especie, el pe-
núltimo párrafo del susodicho artículo 9, el cual exige que se 
trate de un caso en que se haya efectuado el emplazamiento 
que prescribe, pues dispone que: "Cuando el intimante, des-
pués de haber procedido al emplazamiento, no depositare el 
original de éste en secretaría, lo Que deberá hacer en el plazo 
de quince días, contados desde la fecha de dicho emplaza-
miento, el intimado podrá depositar y 'letificar su memorial 
de defensa, y requerir al intimante para que, en el plazo de 
ocho días, efectúe el depósito. Vencido este plazo es hábil pa-
ra pedir a la Suprema Corte de Justicia que provea a la ex-
clusión del intimante"; 

Considerando, que, en consecuencia, resta solamente por 
examinar el medio de inadmisión, opuesto por Moya & Co., 
al recurso de casación de Jealous & Massot, en cuanto dicho 
medio se funda en el hecho de no haber emplazado estos úl-
timos a los Señores Iglesias & Co., Inc.; 

Considerando, que, en este aspecto, les intimados expre-
san que, en el presente caso, no era suficiente para les fines 
del procedimiento de casación que Jealous & Mcssot les -em-
plazaran, —como lo hicieron—, sino que debieren emplazar 
igualmente a Iglesias & Co., Inc., a pesar de que estos no 
figuraron como partes (reclamantes) ante el Tribunal Supe-
rior de Tierras, "ya que tampoco tuvo cuenta éste último con 
tal circunstancia ni podía tenerla, para reconocer derechos 

en favor de dichos señores", Iglesias & Co. Inc., que, agregan 
los intimados en casación, "cuando fuese correcta la forma 
en que han actuado los •intimantes y se llegase a la imposible 
hipótesis—que es preciso tomar en cuenta, sin embargo—de 
que Jealous & Massot triunfasen en su recurso, se confronta-
ría esta incongruencia jurídica: la decisión del 10 de mayo 
quedaría anonadada, en cuanto a Moya & Co. Inc., .pero con-
servaría toda su fuerza en cuanto a Iglesias & Co., Inc., para 
quienes" la sentencia de la Suprema Corte de Justicia "y 
cualesquiera otras que se derivaran de ésta serían res inter 
alios"; que, continúan expresando los Señores Moya & Co., 
"puesto que semejante situación es imposible, en derecho, 
dada la indivisibilidad de los derechos del propietario de in-
muebles y del acreedor con gravamen sobre los mismos, cuan 
do propiedad y gravamen resultan del mismo acto jurídico", 
el recurso interpuesto por Jealous & Massot, en las condicio-
nes señaladas, debe ser declar‘ado inadmisible en cuanto a 
aquellos, intimados en casación; 

Considerando, que si bien es una regla fundamental de 
nuestro derecho procesal que, en caso de pluralidad de de-
mandantes o de demandados, los actos de procedimiento con-
cernientes a la instancia tienen un efecto puramente relati-
vo, esa regla debe sufrir determinadas excepciones, impues-
tas por el mismo esencial fin de justicia a que obedecen las 
prescripciones del legislador, excepciones entre las cuales 
figura, en primer término, la que concierne a la indivisi-
bilidad del objeto del litigio; que así, cuando esta indivisibi-
lidad existe, el recurso de casación regularmente interpuesto 
por una de las partes aprovecha a las otras y redime a estas 
de la caducidad en que hubieren incurrido—(porque se admi-
te, en ese caso, que la diligencia de una de las partes es su-
ficiente para cubrir la negligencia de les otros recurrentes)-; 
mientras que, en la situación jurídica inversa, esto es, cuan-
do el intimante ha emplazado a una o varias de las partes 
contrarias y no lo ha hecho con respecto a todas, la doctrina 
y la jurisprudencia más acertadas, establecen, como lo ex-
presan Moya & Co., que el recurso es inadmisible con. respec-
to a todos, pues, la notificación hecha a la parte intimada no 
bastaría para poner a las demás partes adversas al recurren- 
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los intimados en casación, 'debe ser acogido o rechazado; 
Considerando, que, ante todo, debe ser declarado que re-

sulta del examen que ha realizado, con este motivo, la Supre-
ma Corte de Justicia, que el aludido "medio de inadmisión", 
en cuanto se funda en la pretendida existencia de las condi-
ciones indispensables para el pronunciamiento de la exclu-
sión de los recurrentes, no puede ser acogido; que, en efecto, 
—sin que sea necesario detenerse .en otras consideraciones de-
ducidas del artículo 9, reformado, de la Ley sobré Procedi-
miento de Casación, e igualmente contrarias a aquella pre-
tensión—, se evidencia, por el estudio que ha sido hecho, que 
los intimantes no emplazaron, en momento alguno, a los Se-
ñores Iglesias & Co. Inc., y sostienen que esto no era indis-
pensable para los fines por ellos perseguidos en casación; 
que, por lo tanto, no podía ser aplicado, en la especie, el pe-
núltimo párrafo del susodicho artículo 9, el cual exige que se 
trate de un caso en que se haya efectuado el emplazamiento 
que prescribe, pues dispone que: "Cuando el intimante, des-
pués de haber procedido al emplazamiento, no depositare el 
original de éste en secretaría, lo Que deberá hacer en el plazo 
de quince días, contados desde la fecha de dicho emplaza-
miento, el intimado podrá depositar y notificar su memorial 
de defensa, y requerir al intimante para que, en el plazo de 
ocho días, efectúe el depósito. Vencido este plazo es hábil pa-
ra pedir a la Suprema Corte de Justicia que provea a la ex-
clusión del intimante"; 

Considerando, que, en consecuencia, resta solamente por 
examinar el medio de inadmisión, opuesto por Moya & Co., 
al recurso de casación de Jealous & Massot, en cuanto dicho 
medio se funda en el hecho de no haber emplazado estos úl-
timos a los Señores Iglesias & Co., Inc.; 

Considerando, que, en este aspecto, les intimados expre-
san que, en el presente caso, ino era suficiente para, los fines 
del procedimiento de casación que Jealous & Massot les -em-
plazaran, —ccmo lo hicieron—, sino que debieron emplazar 
igualmente a Iglesias & Co., Inc., a pesar de que estos no 
figuraron cc-mo partes (reclamantes) ante el Tribunal Supe-
rior de Tierras, "ya que tampoco tuvo cuenta éste último con 
tal circunstancia ni podía tenerla, para reconocer derechos 

en favor de dichos señores", Iglesias & Co. Inc., que, agregan 
los intimados en casación, "cuando fuese correcta la forma 
en que han actuado los .intimantes y se llegase a la imposible 
hipótesis—que es preciso tomar en cuenta, sin embargo—de 
que Jealous & Massot triunfasen en su recurso, se confronta-
ría. esta incongruencia jurídica: la decisión del 10 de mayo 
quedaría anonadada, en cuanto a Moya & Co. Inc., pero con-
servaría toda su fuerza en cuanto a Iglesias & Co., Inc., para 
quienes" la sentencia de la Suprema Corte de Justicia "y 
cualesquiera otras que se derivaran de ésta serían res inter 
alios"; que, continúan expresando los Señores Moya & Co., 
"puesto que semejante situación es imposible, en derecho, 
dada la indivisibilidad de los derechos del propietario de in-
muebles y del acreedor con gravamen sobre los mismos, cuan 
do propiedad y gravamen resultan del mismo acto jurídico", 
el recurso interpuesto por Jealous & Massot, en las condicio-
nes señaladas, debe ser declakado inadmisible en cuanto a 
aquellos, intimados en casación; 

Considerando, que si bien es una regla fundamental de 
nuestro derecho procesal que, en caso de pluralidad de de-
mandantes o de demandados, los actos de procedimiento con-
cernientes a la instancia tienen un efecto puramente relati-
vo, esa regla debe sufrir determinadas excepciones, impues-
tas por el mismo esencial fin de justicia a que obedecen las 
prescripciones del legislador, excepciones entre las cuales 
figura, en primer término, la que concierne a la indivisi-
bilidad del objeto del litigio; que así, cuando esta indivisibi-
lidad existe, el recurso de casación regularmente interpuesto 
por una de las partes aprovecha a las otras y redime a estas 
de la caducidad en que hubieren incurrido—(porque se admi-
te, en ese caso, que la diligencia de una de las partes es su-
ficiente para cubrir la negligencia de les otros recurrentes)-; 
mientras que, en la situación jurídica inversa, esto es, cuan-
do el intimante ha emplazado a una o varias de las partes 
contrarias y no lo ha hecho con respecto a todas, la doctrina 
y la jurisprudencia más acertadas, establecen., como lo ex-
presan Moya & Co., que el recurso es inadmisible con. respec-
to a todos, pues, la notificación hecha a la parte intimada no 
bastaría para poner a las demás partes adversas al recurren- 
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te, en aptitud de defenderse ni podría tampoco justificar la 
violación de la autoridad de la cosa juzgada, adquirida por 
la sentencia en beneficio de estas últimas; 

Considerando, que, sin embargo, conviene expresar, pa-
ra la mayor claridad y precisión de los actuales desarrollos, 
que para que se pueda admitir como ha sido -  expuesto, la in-

dicada excepción a. la enunciada regla de nuestro derecho 
procesal, es condición indispensable que se trate de inadmi-
sibilidad absoluta del objeto del litigio, esto es, de una indi-
visibilidad tal que, debido a ella, el susodicho litigio no sea 
susceptible sino de una sola. solución; 

Considerando, que, en la especie a que se contra el recur-
so de casación de los Señores Jealous & Massot, resulta del 
estudio realizado por la Suprema Corte de Justicia, que, cier-
tamente, como sostienen Moya & Co., dichos recurrentes em-
plazaron, para los fines del artículo 6 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación, a éstos últimos, y no lo hicieron con 
respecto a Iglesias & Co., Inc.; pero, considerando, que, a 
pesar de esa comprobación y de la ya realizada con referen-
cia a la doble decisión que entraña la sentencia impugnada 
--(una de ellas en favor de los intimados y, la otra, en prove-
cho de los referidos Señores Iglesias & Co., Inc.)—, las con-
diciones especiales que se hallan reunidas en el presente caso, 
se oponen jurídicamente a que se adopten, como base del me-
dio de inadmisión propuesto, las consideraciones excepciona-
les que han sido expresadas, más arriba, corno temperamento 
a la regla del efecto relativo de los actos de la instancia; que 
ello es así,. porque es evidente que, como resultado del conoci-
miento del recurso de Jealous & Massot, solamente podr.ía 

surgir una de estas dos situaciones jurídicas: la creada por 
un fallo de casación o la constituída por una decisión de re-
chazamiento de dicho recurso; que, cuando la Suprema Cor-
te de Justicia diera a éste la última de esas soluciones (en 
ausencia, por hipótesis, de todo recurso de casación inter-
puesto por Moya & Co., contra Iglesias & Co., Inc.), tanto la 
decisión dictada en favor de Moya & Co., (es decir, con-
tra Jealous & Massot, como favorable a Iglesias & 
Co., Inc., habrían adquirido la fuerza de la cosa 
irrevocablemente juzgada y ambos fallos podrían ser ejecu- 

tados sin que la alegada indivisibilidad pudiese constituir 
obstáculo alguno para ello; que, por otra parte, cuando se 
diera al recurso la primera solución (esto es, la casación de 
la sentencia impugnada en favor de los intimantes y con res-
pecto a Moya & Co.), el Tribunal de envío fallaría el litigio 
ordenando el registro de los referidos inmuebles en favor de 
Jealous & Massot o en provecho de Moya & Co., y, en ambos 
casos, la decisión que, en la sentencia atacada, se refiere a la 
existencia del gravamen inmobiliario en favor de Iglesias & 
Co. Inc., subsistiría completamente; que, en esta última si-
tuación —(la constituida por el supuesto fallo en provecho 
de Moya & Co.) el perjuicio que resultaría para los actuales 
intimados se debería al hecho de no haber estos impugnado 
en ocasión —(por hipótesis)—'con respecto a Iglesias & Co. 
Inc., aquella decisión consagratoria del referido gravamen: y 
no a la existencia de la indivisibilidad absoluta que alegan 
los susodichos Señores Moya & Co., en el presente caso; que, 
en la primera hipótesis — (la constituida por el supuesto fa-
llo en favor de Jealous & Massot)— ello conservaría, como 
base, la existencia de una ilación en pago, y, pór lo tanto, 
Moya & Co. no podrían tener ninguna acción tendiente al 
pago de una deuda ya extinguida por la dación ; 

Considerando, que, si, para los fines de los desarrollos 
que anteceden, se ha supuesto, en esta sentencia, que los ac-
tuales intimados no han interpuesto recurso de casación con-
tra la decisión que, en el fallo a que se hace referencia, fue 
dictada en provecho de Iglesias & Co., Inc., tal no es la ver-
dadera situación del caso, puesto que, como ha sido ya ex-
presado, con toda precisión, ese recurso ha sido incoado por 
dichos señores Moya & Co., y, la Suprema Corte de Justicia, 
teniendo en cuenta las especiales e íntimas relaciones que lo 
ligan al interpuesto por Jealous & Massot, ha resuelto reunir 
ambos recursos para decidir sobre  ellos por una, sola senten-
cia; que, así, habiendo sido emplazados Iglesias & Co., Inc., 
por los actuales intimados, para los fines de la anulación de 
la parte del dispositivo que, en la sentencia atacada por 
Jealous & Massot, fue dictada en favor de dichos Iglesias & 
Co., las alegaciones en que descansa el fin de inadmisión 
propuesto por Moya & Co., se encuentran, de todos modos, 
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te, en aptitud de defenderse ni podría tampoco justificar la 
violación de la autoridad de la cosa juzgada, adquirida por 
la sentencia-en beneficio de estas últimas; 

Considerando, que, sin embargo, conviene expresar, pa-
ra la mayor claridad y precisión de los actuales desarrollos, 
que para que se pueda admitir como ha sido expuesto, la in-
dicada excepción a la enunciada regla de nuestro derecho 
procesal, es condición indispensable que se trate de inadmi-
sibilidad absoluta del objeto del litigio, esto es, de una indi-
visibilidad tal que, debido a ella, el susodicho litigio no sea 
susceptible sino de una sola solución; 

Considerando, que, en la especie a que se contra el recur-
so de casación de los Señores Jealous & Massot, resulta del 
estudio realizado por la Suprema Corte de Justicia, que, cier-
tamente, como sostienen Moya & Co., dichos recurrentes em-
plazaron, para los fines del artículo 6 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación, a éstos últimos, y no lo hicieron con 
respecto a Iglesias & Co., Inc.; pero, considerando, que, a 
pesar de esa comprobación y de la ya realizada con referen-
cia a la doble decisión que entraña la sentencia impugnada 
--(una de ellas en favor de los intimados y, la otra, en prove-
cho de los referidos Señores Iglesias & Co., Inc.)—, las con-
diciones especiales que se hallan reunidas en el presente caso, 
se oponen jurídicamente a que se adopten, como base del me-
dio de inadmisión propuesto, las consideraciones excepciona-
les qué han sido expresadas, más arriba, corno temperamento 
a la regla del efecto relativo de los actos de la instancia; que 
ello es así,. porque es evidente que, como resultado del conoci-
miento del recurso de Jealous & Massot, solamente podr-ía 

surgir una de estas dos situaciones jurídicas: la creada por 
un fallo de casación o la constituida por una decisión de re-
chazamiento de dicho recurso; que, cuando la Suprema Cor-
te de Justicia diera a éste la última de esas soluciones (en 
ausencia, por hipótesis, de todo recurso de casación inter-
puesto por Moya & Co., contra Iglesias & Co., Inc.), tanto la 
decisión dictada en favor de Moya & Co., (es decir, con-
tra Jealous & Massot, como favorable a Iglesias & 
Co., Inc., habrían adquirido la fuerza de la cosa 
irrevocablemente juzgada y ambos fallos podrían ser ejecu- 
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todos sin que la alegada indivisibilidad pudiese constituir 
obstáculo alguno para ello; que, por otra parte, cuando se 
diera al recurso la primera solución (esto es, la casación de 
la sentencia impugnada en favor de los intimantes y con res-
pecto a Moya & Co.), el Tribunal de envío fallaría el litigio 
ordenando el registro de los referidos inmuebles en favor de 
Jealous & Massot o en provecho de Moya & Co., y, en ambos 
casos, la decisión que, en la sentencia atacada,, se refiere a la 
existencia del gravamen inmobiliario en favor de Iglesias & 
Co. Inc., subsistiría completamente; que, en esta. última si-
tuación —(la constituida por el supuesto fallo en provecho 
de Moya & Ce.) el perjuicio que resultaría para los actuales 
intimados se debería al hecho de no haber estos impugnado 
en ocasión —(por hipótesis)— con respecto a Iglesias & Co. 
Inc., aquella decisión consagratoria del referido gravamen: y 
no a la existencia de la indivisibilidad absoluta que alegan 
los susodichos Señores Moya & Co., en el presente caso; que, 
en la primera hipótesis —(la constituida por el supuesto fa-
llo en favor de Jealous & Massot)— ello conservaría, como 
base, la existencia de una dación en pago, y, pór lo tanto, 
Moya & Co. no podrían tener ninguna acción tendiente al 
pago de una deuda ya extinguida por la dación; 

Considerando, que, si, para los fines de los desarrollos 
que anteceden, se ha supuesto, en esta sentencia, que los ac-
tuales intimados no han interpuesto recurso de casación con-
tra la decisión que, en el fallo a que se hace referencia, fue 
dictada en provecho de Iglesias & Co., Inc., tal no es la ver-
dadera situación del caso, puesto que, como ha sido ya ex-
presado, con toda precisión, ese recurso ha sido incoado por 
dichos señores Moya & Co., y, la Suprema Corte de Justicia, 
teniendo en cuenta las especiales e íntimas relaciones que lo 
ligan al interpuesto por Jealous & Massot, 	resuelto reunir 
ambos recursos para decidir sobre ellos por una sola senten-
cia; que, así, habiendo sido emplazados Iglesias & Co., 
por los actuales intimados, para los fines de la anulación de 
la parte del dispositivo que, en la sentencia atacada por 
Jealous & Ma,ssot, fue dictada en favor de dichos Iglesias & 
Co., las alegaciones en que descansa el fin de inadmisión 
propuesto por Moya & Co., se encuentran, de todos modos, 
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desprovistas de fundamento, puesto que, en esas condiciones, 
las dificultades y complicaciones, por ellos temidas y expre-
sadas, han quedado, en tal virtud, completamente obviadas, 
debido a que la Corte de Casación se encuentra amparada de 
la totalidad del litigio; que, por lo tanto, el susodicho medio 
de inadmisión no puede ser acogido; 

Considerando, que al recurso de casación que ahora se 
examina, oponen los intimados, Señores Moya & Co., en su 
Memorial de Defensa, una excepción que consiste en sostener 
que, como en el emplazamiento que le fue notificado por los 
recurrentes, Señores Jealous & Massot, para los fines de•er-
tículo 6, reformado, de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ción, se omitió el nombre de la común en que fué hecho dicho 
emplazamiento, este debe ser declarado nulo; que esa san-
ción ,afirman los referidos intimados, es de rigor, "si se ad-
vierte que la ley que introdujo tal mención como de la esen-
cia de este acto" (es decir, la que reformó el mencionado ar-
tículo 6, la cual forma cuerpo ya, con otra ley especial, re-
guladora de procedimientos de excepción), "no hace ninguna 
clase de distinción ni admite temperamentos"; 

Considerando, que, ciertamente, como lo alegan los Se-
ñores Moya & Co., el artículo 6 de la Ley sobre Procedimien-
to de Casación, reformado por la Ley Número 295, dispone 
que el emplazamiento a que se refiere "deberá contener la in-
dicación del lugar, de la común, del día, del mes y del año en 
que sea hecho"; que, por lo tanto, constituye una irregulari-
dad la omisión, en tal acto, del nombre de la común en que 
ha sido efectuado, irregularidad que, en principior debe ser 
sancionada con la nulidad de dicho acto, como consecuencia 
de la consideración del fin esencial perseguido por el legisla-
dor al prescribir aquella formalidad; pero, considerando, que, 
para satisfacer el voto de la ley, no es indispensable el em-
pleo de palabras sacramentales sino que basta que resulte, de 
la redacción del emplazamiento, que la persona a quien se 
le ha notificado ha quedado informada, con suficiente claridad 
y precisión, en cuanto al nombre de la común en que fue he-
cho; 

Considerando, que, en la especie, el emplazamiento que, 
para los fines del artículo 6, reformado, de la Ley sobre Pro- 
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cedimiento de Casación fue notificado a los Señores Moya 
& CO., por el Ministerial Justo Alvarez P io "Alguacil de Es-
trados del Juzgado de Primera Instancia de este Distrito 
Judicial de La Vega", a requerimiento de los Señores Jealous 
& Massot, se encuentra encabezado de la manera siguiente: 
"En la Ciudad de La Vega, República Dominicana, el día 
veintiseis (26) del mes de Junio del año mil novecientos cua-
renta..."; que, aunque en esa acta no figuran las palabras 
"Común de La Vega", Moya & Co., fueron informados, de 
manera inequívoca, por las menciones a que se acaba de ha-
cer referencia, que el expresado emplazamiento había sido 
hecho en dicha Común, pues que, en la República Dominica-
na hay solamente una Ciudad que lleva este nombre y es, 
al mismo tiempo, cabecera de la Común, de la Provincia y 
del Distrito Judicial así denominados; que, en tal virtud 
procede, rechazar la excepción de nulidad que, como queda 
expuesto, ha sido presentada por las actuales intimados en 
casación; 

Considerando, en lo concerniente al primer medio del 
recurso interpuesto por Jealous & Massot, que estos sostienen 
per dicho medio, que la sentencia que impugnan debe ser ca-
sada, puesto que en ella se ha incurrido en la violación de los 
artículos 1321. 1341 y 1353 del Código Civil y en el vicio de 
falta de base legal; que ello es así, expresan los Intimantes, 
a) porque, contrariamente a la regla según la cual la simu-
laci¿n no puede ser probada, entre partes, sino mediante con-
tra-escrito, salvo el caso de fraude a la ley o de dolo, el fallo 
referido declaró admisible, en la especie ,todo género de prue-
bas y, especialmente, la constituida por simples presuncio-
nes, y decidió, favorablemente a las pretensiones de Moya & 
Cc., la existiencia de la simulación por estos invocada, en au-
sencia de todo contra-escrito y sin que se probara que se esta-
ba en presencia de un caso de fraude a la ley o de dolo, fun-
dándose, para ello, en el carácter comercial de las operacio-
nes que dieron origen a los contrates en referencia, (viola-
ción de los artículos 1321, 1341 y 1353) ; y b), porque, para 
evitar la aplicación del artículo 1165 del. Código Civil —(cu-
Yas prescripciones se imponían aun en el caso de que hubiera 
existido un contrato-escrito)— el Tribunal Superior de Tie- 
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desprovistas de fundamento, puesto que, en esas condiciones, 
las dificultades y complicaciones, por ellos temidas y expre-
sadas, han quedado, en tal virtud, completamente obviadas, 
debido a que la Corte de Casación se encuentra amparada de 
la totalidad del litigio; que, por lo tanto, el susodicho medio 
de inadmisión no puede ser acogido; 

Considerando, que al recurso de casación que ahora se 
examina, oponen los intimados, Señores Moya & Co., en su 
Memorial de Defensa, una excepción que consiste en sostener 
que, como en el emplazamiento que le fue notificado por los 
recurrentes, Señores Jealous & Massot, para los fines debar-
tículo 6, reformado, de. la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ción, se omitió el nombre de la común en que fué hecho dicho 
emplazamiento, este debe ser declarado nulo; que esa san-
ción ,afirman los referidos intimados, es de rigor, "si se ad-
vierte que la ley que introdujo tal mención como de la esen-
cia de este acto" (es decir, la que reformó el mencionado ar-
tículo 6, la cual forma cuerpo ya, con otra ley especial, re-
guladora de procedimientos de excepción), "no hace ninguna 
clase de distinción ni admite temperamentos"; 

Considerando, que, ciertamente, como lo alegan los Se-
ñores Moya & Co., el artículo 6 de la Ley sobre Procedimien-
to de Casación, reformado por la Ley Número 295, dispone 
que el emplazamiento a que se refiere "deberá contener la in-
dicación del lugar, de la común, del día, del mes y del año en 
que sea hecho"; que, por lo tanto, constituye una irregulari-
dad la omisión, en tal acto, del nombre de la común en que 
ha sido efectuado, irregularidad que, en principie,. debe ser 
sancionada con la nulidad de dicho acto, como consecuencia 
de la consideración del fin esencial perseguido por el legisla-
dcr al prescribir aquella formalidad; pero, considerando, que, 
para satisfacer el voto de la ley, no es indispensable el em-
pleo de palabras sacramentales sino que basta que resulte, de 
la redacción del emplazamiento, que la persona a. quien se 
le ha notificado ha quedado informada, con suficiente claridad 
y precisión, en cuanto al nombre de la común en que fue he-
cho; 

Considerando, que, en la especie, el emplazamiento que, 
para los fines del artículo 6, reformado, de la Ley sobre Pro- 
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cedimiento de Casación fue notificado a los Señores Moya 
Co., por el Ministerial Justo Alvarez P I, "Alguacil de Es-

tradcs del Juzgado de Primera Instancia de este Distrito 
Judicial de La Vega", a requerimiento de los Señores Jealous 

Massot, se encuentra encabezado d e  la manera siguiente: 
'En la Ciudad de La Vega, República Dominicana, el día 
veintiseis (26) del mes de Junio del año mil novecientos cua-
renta..."; que, aunque en esa acta no figuran las palabras 
"Común de La Vega", Moya & Co., fueron informados, de 
manera inequívoca, por las menciones a que se acaba de ha, 
cer referencia, que el expresado emplazamiento había sido 
hecho en dicha Común, pues que, en la República Dominica-
na hay solamente una Ciudad que lleva este nombre y es, 
al mismo tiempo, cabecera de la Común, de la Provincia y 
del Distrito Judicial así denominados; que, en tal virtud 
procede, rechazar la excepción de nulidad que, como queda 
expuesto, ha sido presentada por las actuales intimados en 
casación; 

Considerando, en lo concerniente al primer medio del 
recurso interpuesto por Jealous & Massot, que estos sostienen 
por dicho medio, que la sentencia que impugnan debe ser ca-
sada, puesto que en ella se ha incurrido en la violación de los 
artículos 1321. 1341 y 1353 del Código Civil y en el vicio de 
alta de base legal; que ello es así, expresan los Intimantes, 
) porque, contrariamente a la regla según la cual la simu-
cien no puede ser probada, entre partes, sino mediante con-
a-escrito, salvo el caso de fraude a la ley o de dolo, el fallo 

eferido declaró admisible, en la especie ,todo género de prue-
as y, especialmente, la constituída por simples presuncio-
es, y decidió, favorablemente a las pretensiones de Moya & 
o., la existiencia de la simulación por estos invocada, en au-
elida de todo contra-escrito y sin que se probara que se esta- 

en presencia de un caso de fraude a la ley a de dolo, fun-
ndcse, pera ello, en el carácter comercial de las operacio-

es que dieron origen a los contratos en referencia, (viola-
ión de los artículos 1321, 1341 y 1353) ; y b), porque, para 
vitar la aplicación del artículo 1165 del Código Civil —(cu-
s prescripciones se imponían aun en el caso de que hubiera 
istido un contrato-escrito)— el Tribunal Superior de Tie- 
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rras "consideró que el Señor Joseph H. Amy era un testafe-
rro de Iglesias & Co., Inc.", conclusión a que llegó dicho Tri-
bunal en ausencia de toda base legal, según las alegaciones de 
los recurrentes a que más adelante se hará referencia; 

Considerando, en cuanto a la primera rama del presente 
medio de casación —(violación de los artículos 1321, 1341 y 

1353 del Código Civil)—: que, por la cuarta consideración 
de la sentencia impugnada, el Tribunal a quo —(después de 

exponer que se trataba de establecer el derecho de propiedad 
sobre los mencionados inmuebles y de afirmar que, para deci-
dir el caso, podía recurrir a todos los medios de prueba que 

la Ley de Registro de Tierras pone a su disposición)— expre-
sa: "pero, además, en la especie, el carácter comercial de las 
operaciones que dieron origen a los contratos estudiados, es 
innegable, y, por tanto, el Tribunal está en capacidad de edi-
ficarse en toda forma de derecho"; 

Considerando, que, al decidir así la cuestión de la prueba 
de la simulación (aún cuando, por hipótesis, se hubiera limi-
tado a la transcrita consideración, basada en el carácter co-
mercial de las susodichas operaciones), el Tribunal de Tie-
rrs no ha incurrido en la alegada violación de los artículos 
del Código Civil, señalados por el recurso en la presente ra-
ma del primer medio; que, en efecto, el artículo 1341 del 
mencionado Código, después de haber establecido reglas que 
conciernen a la prueba en materia Civil, agrega: "Todo esto, 
sin perjuicio de lo que se prescribe en las leyes relativas al 
comercio"; y el artículo 109 del Código de Comercio— (el 
cual, aunque literalmente no se refiere sino a las compras y 
a las ventas, constituye, en realidad, un texto de alcance ge-
neral, en cuanto a la prueba en materia comercial)—establece 
reglas completamente diferentes a las que entrañan los ar- 

tículos 

 

 1341 y siguientes, para la materia civil, ppesto que 
consagra el principio de la libertad de las pruebas en aquella 
materia, salvo las excepciones indicadas por la ley, excepcio-

nes que no existen en cuanto a la cuestión, decidida por el 
Tribunal Superior de Tierras, a que se hace ahora referen- 

cia; 
Considerando, que, además, contrariamente a lo que 

firman los recurrentes, la sentencia impugnada estab 
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por las comprobaciones que en ella se realizan ,de acuerdo 
con los pedimentos de Moya & Co., que, en el caso de que se 

-encontraba apoderado, la simulación comprobada conlleva un 
'fraude contra la ley, ya que, por dicha simulación, se ha per-
seguido efectuar lo que el legislador ha prohibido como con-
trario al órden público; que, en semejante situación, es de-
principio que, aun entre las partes y aun en materia civil, to-
doslos medios de prueba, incluyendo en estos las simples pre-
sunciones, scn admisibles para llegar a establecer la existen-
cia de la susodicha simulación; 

Considerando, que, a virtud de lo que ha sido expuesto 
en les desarrollos que preceden, el primer medio del recurso, 
en lo que se refiere a la rama que ahora se examina, debe ser- 
rchazado; 

Considerando, en cuanto a la segunda rama del• presente 
medio de casación: que los intimantes sostienen que, en el 
fallo contra el cual recurren, el Tribunal Superior de Tierras 
ha incurrido en el vicio de falta de base legal, afirmación que 
fundan, esencialmente, en las siguientes alegaciones: A), 
que el Tribunal a quo expresa que el convenio del 'veinticua-
tro de julio de mil novecientos veinticuatro no le fue presen-
tado nunca y, "sin conocer la redacción y modalidades de es-
te supuesto contrato, lo declara simulado, y partiendo de esa 
base falsa y errónea, declara simulados todos los demás con-
tratos de fecha posterioi.-"; B), que dicho Tribunal al tratar 
de las pruebas de la alegada simulación, consideró que Joseph 
H. Amy era un testaferro de Iglesias & Co., Inc., porque a-
quel estuvo casado con la hija del Señor Luis F. Iglesias, y 
ello, a pesar de que, entre esta firma comercial y Amy, "no 
pueden existir lazos de familiaridad, por ser la primera una 
personal moral"; C), que, en la referida sentencia, se llegó al 
expresado resultado aunque entre Amy e Iglesias & Co, Inc., 
"nunca intervino una venta de grado a grado", sino que el pri-
mero "concurrió a una venta en pública subasta ante un fun-
cionario judicial de la ciudad de New York"-(como consta en 
al fallo impugnado)— por lo que hubiera sido necesario pro-
bar que también estuvieran en connivencia fraudulenta con la 

a de Iglesias & Co., lin., "tanto ese funcionario. judicial 
mo los demás licitadores que también hicieron pujas"; D), 
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rras "consideró que el Señor Joseph H. Amy era un testafe-
rro de Iglesias & Co., Inc.", conclusión a que llegó dicho Tri-
bunal en ausencia •de toda base legal, según las alegaciones de 
los recurrentes a que más adelante se hará referencia; 

Considerando, en cuanto a la primera rama del presente 
medio de casación —(violación de los artículos 1321, 1341 y 
1353 del Código Civil)—: que, por la cuarta consideración 
de la sentencia impugnada, el Tribunal a quo —(después de 

exponer que se trataba de establecer el derecho de propiedad 
sobre los mencionados inmuebles y de afirmar que, para deci-
dir el caso, podía recurrir a todos los medios de prueba que 
la Ley de Registro de Tierras pone a su disposición)— expre-
sa: "pero, además, en la especie, el carácter comercial de las 
operaciones que dieron origen a los contratos estudiados, es 
innegable, y, por tanto, el Tribunal está en capacidad de edi-
ficarse en toda forma de derecho"; 

Considerando, que, al decidir así la cuestión de la prueba 
de la simulación (aún cuando, por hipótesis, se hubiera limi-
tado a la transcrita consideración, basada en el carácter co-
mercial de las susodichas operaciones), el Tribunal dé Tie-
rrs no ha incurrido en la alegada violación de los artículos 
del Código Civil, señalados por el recurso en la presente ra-
ma del primer medio; que, en efecto, el artículo 1341 del 
mencionado Código, después de haber establecido reglas que , 
conciernen a la prueba en materia civil, agrega: "Todo esto, 
sin perjuicio de lo que se prescribe en las leyes relativas al 
comercio"; y el artículo 109 del Código de Comercio— (el 
cual, aunque literalmente no se refiere sino a las compras y 
a las ventas, constituye, en realidad, un texto de alcance ge-
neral, en cuanto a la prueba en materia comercial)—establece 
reglas completamente diferentes a las que entrañan los ar-
tículos 1341 y siguientes, para la materia civil, m'esto que 
consagra el principio de la libertad de las pruebas en aquella 
materia, salvo las excepciones indicadas por la ley, excepcio-
nes que no existen en cuanto a la cuestión, decidida por el 
Tribunal Superior dé Tierras, a que se hace ahora referen- 

cia; 
Considerando, que, además, contrariamente a lo que 

firman los recurrentes, la sentencia impugnada establ 
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por las comprobaciones que en ella se realizan ,de acuerdo 
con los pedimentos de Moya & Co., que, en el caso de que se 
encontraba apoderado, la simulación comprobada conlleva un 
fraude contra la ley, ya que, por dicha simulación, se ha per-
seguido efectuar lo que el legislador ha prohibido como con-
trario al órden público; que, en semejante situación, es de-
principio que, aun entre las partes y aun en materia civil, to-
dos los medios de prueba, incluyendo en estos las simples pre-
sunciones, son admisibles para llegar a establecer la existen-
cia de la susodicha simulación; 

Considerando, que, a virtud de lo que ha sido expuesto 
en les desarrollos que preceden, el primer medio del recurso, 
en lo que se refiere a la rama que ahora se examina, debe ser-
rchazado; 

Considerando, en cuanto a la segunda rama del .  presente 
medio de casación: que los intimantes sostienen que, en el 
fallo contra el cual recurren, el Tribunal Superior de Tierras 
ha incurrido en el vicio de falta de base legal, afirmación que 
fundan, esencialmente, en las siguientes alegaciones: A), 
que el Tribunal a quo expresa que el convenio del 'veinticua-
tro de julio de mil novecientos veinticuatro no le fue presen-
tado nunca y, "sin conocer la redacción y modalidades de es-
te supuesto contrato, lo declara simulado, y partiendo de esa 
base falsa y errónea, declara simulados todos los demás con-
tratos de fecha posteriej."; B), que dicho Tribunal al tratar 
de H.  las pruebas de la alegada simulación, consideró que Joseph 

Amy era un testaferro de Iglesias & Co., Inc., porque a-
quel estuvo casado con la hija del Señor Luis F. Iglesias, y 
dlo, a pesar de que, entre esta firma comercial y Amy, "no 
pueden existir lazos de familiaridad, por ser la primera una 
personal moral"; C), que, en la -referida sentencia, se llegó al 
expresado resultado aunque entre Amy e Iglesias & Co, Inc., 
"nunca intervino una venta de grado a grado", sino que el pri-
mero "concurrió a una venta en pública subasta ante un fun-
cionario judicial de la ciudad de New York"- (como, consta en 
01 fallo impugnado)-- por lo que hubiera sido necesario pro-
13:ir que también estuvieran en connivencia fraudulenta con la 
casa de Iglesias & Co., irle., "tanto ese funcionario. judicial 
.como los demás licitadores que también hicieron pujas"; D), 
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que "no se puede reunir, en una sola operación, la transferen-
cia de propiedad de Moya a Iglesias (cuya simulación, si es 
que existió, tenía que probarse por contra-escrito) con la 
transferencia de Iglesias a Amy, en la cual no pueden tener 
ningún interés los Moya", puesto que, por una parte, ese con-
tra-escrito no existió nunca, y, por la otra, "en los contratos 
intervenidos entre Moya y Amy en 1931 dichos Señores Mo- ' 
ya reconocieron el legítimo derecho de propiedad del Señor 
Amy, sin que mediara constreñimiento ni apremio alguno ni 
nexos de familiaridad, ni nada que pudiera hacer sospechosos 
de simulación los mencionados actos de promesa de venta y 
de arrendamiento de 1931", y E), que el Tribunal a quo des-
conoció la influencia que tienen, como prueba de ausencia de 
simulación, la falta de constreñimiento moral, así como el 
cambio de una hipoteca otorgada en mil novecientos veintitrés 
por una dación en pago, efectuada en mil novecientos veinti-
cuatro, Cuando aun quedaban a los deudores cuatro años pa-
ra pagar a Iglesias & Co., Inc.; 

Considerando, que el Medio de casación por el cual se 
invoca la existencia del vicio de falta de base legal, en el fallo 
que se impugne, es un medio de fondo que debe consistir en 
sostener que dicho fallo carece de la correspondiente exposi-
ción de los hechos de la causa, o que la exposición que de es-
tos figure, en dicho fallo, es insuficiente o imprecisa, pues, 
en ambos casos, la Suprema Corte de Justicia se encontra-
ría en la imposibilidad de decidir si la ley ha sido bien apli-
cada o, por el contrario, ha sido violada en la sentencia de 
que se trate; que, por lo tanto, protede examinar si, en la 
especie, el Tribunal Superior de Tierras ha incurrido en ese, 
vicio tal como acaba de ser señalado; 

Considerando, que la sentencia que es objeto del recurso 
de casación interpuesto por Jealous & Massot, expresa que 
"aunque ningún documento contentivo del convenio del 24 
de «Dallo de 1924 ha sido pres,entadea la consideración de este 
Tribural, la parte apelante, apoyándose en'documentes que 
constan en el expediente, alega que es el mismo'que fué (er-
rnalizado per los ;tetes de dación en pago autorizados por el 
Notario Ismael de Peña Rincón en fecha 7'de agosto del mis-
mo año y la parte intimada admite dicho acato pues en su  

escrito del 22 de setiembre de 1939 expresa que en esta fecha 
(7 de agosto de 1924) y por acto ante él Notario 1. de Peña y 
Rincón, se le dió. forma auténtica a la ilación en pago hecha 
bajo firma privada en New York el 24 de julio de 1924 a. que 
se ha hechel.referencia antes"; 

Considerando, que, en presencia de la comprobación así 
hecha por el Tribunal Superior de -Tierras, mediante la sex-
ta consideración del fallo imptIgnado, debe ser declarado. 
que carece totalmente de fundamento la alegación' del inti-
mante que ha sido marcada, más arriba, con la. letra A) ; 
que, en efecto ;dicho fallo contiene, inconfundiblemente, en 
aquel considerando, con toda claridad y precisión, los mo-
tivos de hechos que permiten a la Corte de Casación deter:- 
minar si, en el aspecto de que se trata,—(es decir, en cuanto 
a la existencia y a las modalidades de la convención del vein-
ticuatro de julio de mil novecientos veinticuatro)— el Tribu-
nal Superior de Tierras ha aplicado correctamente la ley; 
que, además:por/los ordinales lo.) y 70.) de sus conclusiones 
("en hechos"), los actuales recurrentes expresaron a ese Tri-
bunal: (ordinal lo.) —que "el acto del 24 de julio de 1924", 
era "un convenio para la dación de propiedadeá en pago a 
once, acreedores", y (ordinal 7o.)—que "el acto notarial del 
7 de agosto de 1924 no es otra cosa que la ratificación y eje-
cución del convenio de ilación en pago del 24 de julio de 1924, 
y por lo tanto, o ambos son sinceros, o ambos son simulados"; 
que, por último, en el quinto considerando de lá sentencia im-
pugnada, se expwesa "que, en el expediente son constantes 
estos hechos •  e) que por convención celebrada en 
N€177 York, en fecha 24 de julio de 1924, entre M. Cro. de Mo-
ya e Hijos, e Iglesias & Co., Inc., por medio de sus respecti- , 
vos representantes, que luego fue formalizada por acfos ins-
trumentados en fecha 7 de agcsto del mismo año por, el No-
tario Ismael de Peña, Rincón, de la común de Santiago; les 
primeros dieren en pago a les segundos por el monto de su 
ac.reercia les inmuebles objeto de esta fflis"; 

Considerando, que, en cuanto a la alegación de lo's inti-
martes mercada con la letra B), debe sor expres ado que el 
Tribunal Superior de Tierras, per la tr1 -7(‘.c.».rna, e-risIdera-71(5 , 1 
"de su fallo, expone que: "el estudio del expeclienle 
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que "no se puede reunir, en una sola operación, la transferen-
cia de propiedad de Moya a Iglesias (cuya simulación, si es 
que existió, tenía que probarse por contra-escrito) con la 
transferencia de Iglesias a Amy, en la cual no pueden tener 
ningún interés los Moya", puesto que, por una parte, ese con-
tra-escrito no existió nunca, y', por la otra, "en los contratos 
intervenidos entre Moya y Amy en 1931 dichos Señores Ma-
ya reconocieron el legítimo derecho de propiedad del Señor 
Amy, sin que mediara constreñimiento ni apremio alguno ni 
nexos de familiaridad, ni nada que pudiera hacer sospechosas 
de simulación los mencionados actos de promesa de • venta y 
de arrendamiento de 1931", y E), que el Tribunal a quo des-

'conoció la influencia que tienen, como prueba de ausencia de 
simulación, la falta de constreñimiento moral, así como el 
cambio de una hipoteca otorgada en mil novecientos veintitrés 
por una dación en pago, efectuada en mil novecientos veinti-
cuatro, cuando aun quedaban a los deudores cuatro años pa-
ra pagar a Iglesias & Co., Inc.; 

Considerando, que el medio de casación por el cual se 
invoca la existencia del vicio de falta de base legal, en el fallo 
que se impugne, es un medio de fondo que debe consistir en 
sostener que dicho fallo carece de la correspondiente exposi-
ción de los hechos de la causa, o que la exposición que de es-
tos -figure, en dicho fallo, es insuficiente o imprecisa, pues, 
en ambos casos, la Suprema Corte de Justicia se encontra-
ría en la imposibilidad de decidir si la ley ha sido bien apli-
cada o, por el contrario, ha sido violada en la, sentencia de 
que se trate; que, por lo tanto, procede examinar si, en -  la 
especie, el Tribunal Superiar de Tierras ha, incurrido én ese 
vicio tal como acaba de ser señalado; - 

Considerando, que la sentencia que es objeto del recurso 
de casación interpuesto por Jealous & Massot, expresa que 
"aunque ningún documento contentivo del convenio del 24 
de júlio de 1924 ha, sido presentado a la consideración de este 
Tribural, la parte apelante, apoyándose en s documentea qua 
constan en el expediente, alega que «S el mismo que 'fué fer-
malizado por los actos de dación en pago autorizados por el 
Notario Ismael de Peña Rincón en fecha 7 de ag-os;lo del mi •- 
mo año y la parte intimada admite dicho alegato pues en su  

escrito del 22 de setiembre de 1939 expresa que en esta fecha 
(7 de agosto de 1924) y por acto ante él Notario I. de Peña y 
Rincón,, se le dió. forma, auténtica a la dación en pago hecha 
bajo firma privada eit New York el 24 de julio de 1924 a. que 
se ha hechekreferencia antes"; . . . . . . 

Considerando, que, en presencia de la 'comprobación así 
hecha por el Tribunal Superior de Tierras, mediante la sex-
ta consideración del fallo impugnado, debe sér declarado. 
que carece totalmente de fundamento la alegación' del inti-
mante que ha Sido marcada, más arriba, con la letra A) ; 
que, en efecto ;dicho fallo contiene_ inconfundiblemente, en 
aquel considerando, con toda claridad y precisión, los mo-
tivos de hechos que permiten a la Corte de Casación deter-
minar si, en el aspecto de que se trata,—(es decir, en cuanto 
a la existencia y a las modalidades de la convención del vein-
ticuatro de julio de mil novecientos veinticuatro)— el Tribu-
nal Superior de Tierras ha aplicada correctamente la ley; 
que, además,'por'los ordinales lo.) y 7o.) de sus conclusiones 
("en hechos"), los actuales recurrentes expresaron a ese Tri-
bunal: (ordinal lo.) —que "el acto del 24 de julio de 1924", 
era "un convenio para la dación de propiedadeá en pago a 
once acreedores", y (ordinal 7o.)--que "el acto notarial del 
7 de agosto de 1924 no es otra cosa que la ratificación y eje-
cución del convenio de dación en pago del 24 de julio de 1924, 
y por lo tanto, o ambos son sinceros, o ambos son simulados"; 
que, por último, en el quinto considerando de la sentencia im-
pugnada, se expresa "que, en el expediente son constantes 
estos hechos •  e) que por convención celebrada en 
New York, en fecha 24 de julio de 1924, entre M. Cro. de Mo-
ya e Hijos, e Iglesias & Co., Inc., por medio de sus respecti-

,. vos representantes, que luego fue formalizada por a& -os ins-
trumentados en fecha 7 de agOsto del mismo año por, el No-
tario Ismael de Peña. Rincón, de la común d e  Santiago; les 

. primeros dieron en pago a los segundos por el monto de su 
• acreercia los inmuebles objeto de esta litis"; 

Considerando, que, en cuanto a la alegación de las inti-
m'artes m?•reecla con la. letra 13), debe ser expresado que el 
Tribunal Superior de Tierra, per la up:',.éc:.ina 

fde su fallo, expone que: "el." estudió del expediente re' 
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que en el fondo él"—(Amy)— "era un testaferro de Iglesias 

& Co.; que a esa conclusión llega el Tribunal por el examen 
de los hechos siguientes:a)— que Amy es casado con la se-
ñora Caleste C. Iglesias, según se comprueba por el certifica-
do de matrimonio de fecha 8 de agosto de 1935, y ha sido ad-
mitido en doctrina que la simulación es presumible entre pa-

rientes y suscesibles; y b)-- que Amy después de ostentar la 

condición de dueño que le atribuía en apariencia, el acto de 
venta, se desentiende casi por completo de esa calidad, y es 
al Señor Luis F. Iglesias a quien deja actuar para exigir el 
cumplimiento de los contratos, lo cual está revelado por las 
comunicaciones" que, en seguida, enuncia; 

Considerando, que, contrariamente a lo sustentado por 
los intimantes en casación, la sentencia impugnada funda su 
declaración: de que Joseph H. Amy es un testaferro de Igle-

sias & Co., Ince. en un conjunto de circunstancias precisas y 
graves, claramente expuestas por dicho fallo, conjunto en el 
cual lo que constituye el hecho del matrimonio del susodicho 
Amy con una hija del Señor Luis F. Iglesias no es sino uno 
de los elementos; que, por otra parte, la decisión contra la 
cual se recurre no se basa, para llegar al resultado expresado, 
en nexos de parentesco o de afinidad alguna entre el referi-
do Amy e Iglesias & Co., Inc., —(nexos que no podían exis 
tir)— sino en la circunstancia, puramente de hecho, de re-
laciones especiales entre ellos, debido a los nexos de familia 
muy estrechos existentes entre Luís F. Iglesias y Amy, y en 
les que funda, en realidad, una simple presunción que se en-
cuentra robustecida o confirmada por otras que tienen su 
base' en las numerosas y graves circunstancias que el men-
cionado fallo enumera con marcada precisión; que, en esas 
condiciones, debe también ser desestimada la pretensión de 
los recurrentes según la cual el fallo impugnado carece de 
base legal, puesto que el Tribunal a quo se ha limitado, al o-
brar como queda dicho, a apreciar las circunstancias, hechos 
y documentos de la causa, con el fin de determinar, por ese 
medio, la verdadera intención de las par!es, para todo lo cual 

r ies jueces del fondo tienen un poder soberano, siempre que 
no incurran —(como no lo han hecho en la especie)— en el 
vicio de desnaturalización; 

Considerando, que igualmente carece de fundamento el 
primer medio de casación, en los aspectos C), D) y E) de 
su segunda rama; que ello es así, lo.) porque, en lo que se 
refiere a la letra C), el Tribunal a quo, después de declarar 
que la subasta efectuada en New York, en favor de Joseph 
Amy, es nula por haber sido realizada en violación de un pre-
cepto legal que concierne al orden público, (art. 742 del Có-
digo de Procedimiento Civil), expresa que, cuando esa nuli-
dad no hubiese sido "establecida como resulta, de acuerdo 
con los razonamientos anteriores", la venta hecha así por 
Iglesias & Co., Inc., 'a dicho Señor Amy "no podría alterar 
(no obstante su transcripción) la verdadera situación ,jurí-
dica existente entre las partes, ya que el Tribunal ha compro-
bado que el Señor Amy no puede hacer valer la condición de 
tercero frente a los Sres. Moya, por la razón de que, aun 
cuando se le diera en los actos él carácter de un' adquiriente 
a título oneroso, el estúdio del. expediente revela que en el 
fondo, él era un testaterro de Iglesias & Co."; afirmación a 

' la que sigue la exposición clara, detallada y precisa de los he-
chos, circunstancias .y documentos en que los jueces del fondo 
la fundan; por todo lo cual, es evidente que el fallo impug-
nado contiene, también, en el presente aspecto, los elementos 
de hecho necesarios para el ejercicio del peder de censura 
de la Suprema Corte; 2o.) porque, en lo que se refiere a las 
letras D) y E), además de las consideraciones a que se ha 
hecho referencia con relación a la pretendida necesidad de 
un contra-escrito, el Tribunal Superior de Tierras establece, 
en hecho, de manera suficiente para el ejercicio de aquel po-
der por la Corte de Casación, el evidente interés de Moya & 
Co., en la reclamación por ellos sostenida ante dicho Tribu-
nal, reclamación fundada esencialmente en que, a pesar de lo 
expresado literalmente por los actos celebrados, Iglesias & 
Co., Inc., no se condujeron nunca, en la especie, como propie-
tarios 'cle los indicados inmuebles sino como verdaderos acree-
dores, en las expresadas condiciones, mediante los servicios 
de testaferro a que se redujeron las actuaciones de Joseph H. 
Amy ; que, por otra parte, no solamente se encuentra estable-
cido, en la sentencia contra la cual se recurre, que los Seño-
res M. Cro. de Moya e Hijos hicieron abonos a Iglesias & Co., 

1 
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que en el fondo él"—(Amy)— "era un testaferro de Iglesias 

& Co.; que a esa conclusión llega el Tribunal por el examen 
de los hechos siguientes:a)— que Amy es casado con la se-
ñora Celeste C. Iglesias, según se comprueba par el certifica-
do de matrimonio de fecha 8 de agosto de 1935, y ha. sido ad-
mitido en doctrina que la simulación es presumible entre pa-

rientes y suscesibles; y b)-- que Amy después de ostentar la 

condición de dueño que le atribuía en apariencia el acto de 
venta, se desentiende casi por completo de esa calidad, y es 
al Señor Luis F. Iglesias a quien deja actuar para exigir el 
cumplimiento de los contratos, lo cual está revelado por las 
comunicaciones" que, en seguida, enuncia; 

Considerando, que, contrariamente a lo sustentado por 
los intimantes en casación, la sentencia impugnada funda su 
declaración de que Joseph H. Amy es un testaferro de Igle-

sias & Co., Ince. en un conjunto de circunstancias precisas y 
graves, claramente expuestas por dicho fallcs'conjunto en el 
cual lo que constituye el hecho del matrimonio del susodicho 
Amy con una hija del Señor Luis F. Iglesias no es sino uno 
de los elementos; que, por otra parte, la decisión contra la 
cual se recurre no se basa, para llegar al resultado expresado, 
en nexos de parentesco o de afinidad alguna entre el referi-
do Amy e Iglesias & Co., Inc., —(nexos que no p-2dían exis-. 
tir)— sino en la, circunstancia, puramente de hecho, de re-
laciones especiales entre ellos, debido a los nexos de familia 
muy estrechos existentes entre Luís F. Iglesias y Amy, y en 
los que funda, en realidad, una simple presunción que se en-
cuentra robustecida o confirmada por otras que tienen su 
base en las numerosas y graves circunstancias que el men-
cionado fallo enumera can mareada precisión; que, en esas 
condiciones, debe también ser desestimada la pretensión de 
los recurrentes según la cual el fallo impugnado carece (le 
base legal, puesto que el Tribunal a, quo se ha limitado, al o-
brar como queda dicho, a apreciar_ las circunstancias, hechos 
y documentos de la causa, con el fin de determinar, por ese 
medie, la verdadera intención de las partes, para todo lo cual 
,les jueces del fondo tienen un poder soberano, siempre que 
no incurran —(como no lo han hecho en la especie)— en el 
vicio de desnaturalización; 

Considerando, que igualmente carece de fundamento el 
primer medio de casación, en los aspectos C), D) y E) de 
su segunda rama; que ello es así, lo.) porque, en lo que se 
refiere a la letra C), el Tribunal a quo, después de declarar 
que la subasta efectuada en New York, en favor de Joseph H. 
Amy, es nula por haber sido realizada en violación de un pre-
cepto legal que concierne al orden público, (art. 742 del Có-
digo de Procedimiento Civil), expresa que, cuando esa nuli-
dad no hubiese sido "establecida como resulta, de acuerdo 
con los razonamientos anteriores", la venta hecha así por 
Iglesias & Co., Inc., 'a dicho Señor Amy "no podría alterar 
(no obstante su transcripción) la verdadera situación .jurí-
dica existente entre las partes, ya que el Tribunal ha compro-
bado que el Señor Amy no puede hacer valer la condición de 
tercero frente a los Sres. Moya, por la razón de que, aun 
cuando se le diera en les actos el carácter de un' adquiriente 
a título oneroso, el estudio del expediente revela que en el 
fondo, él era un testaterro de Iglesias & Co." ; afirmación a 

' la que sigue la exposición clara, detallada y precisa de los he-
- chos, circunstancias .y documentos en que los jueces del fondo 

la fundan; por todo lo cual, es evidente que el fallo impug-
nado contiene, también, en el presente aspecto, los elementos 
de hecho necesarios para el ejercicio del peder de censura 
de la Suprema Corte; 2o.) porque, en lo que se refiere a las 
letras D) y E), además de las consideraciones a que se ha 
hecho referencia con relación a la pretendida necesidad de 
un contra-escrito, el Tribunal Superior de Tierras establece, 
en hecho, de manera suficiente para el ejercicio de aquel po-
der por la Corte de Casación, el evidente interés de Moya & 
Co., en la reclamación por ellos sostenida ante dicho Tribu-
nal, reclamación fundada esencialmente en que, a pesar de lo 
expresado literalmente por los actos celebrados, Iglesias & 
Co., Inc., no se condujeron nunca, en la especie, como propie-
tarios 'de los indicados inmuebles sino como verdaderos acree-
dores, en las expresadas condiciones, mediante los servicios 
de testaferro a que se redujeron las actuaciones de Joseph H. 
Amy ; que, por otra parte, no solament e  se encuentra estable-
cido, en la sentencia contra la cual se recurre, que los Seño-
res M. Cro. de Moya e Hijos hicieron abonos a Iglesias & Co., 
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Inc., en las susodichas condiciones, montantes, en conjunto, 
a la suma de $51.801.61 y que, en el momento de la decla-
ración de quiebra de aquellos señores, su deuda para con es-
tos se había reducido a $3.348.39, sino que también resulta 
establecido, en hecho, por el Tribunal a. quo, á), que la hipo-

teca colectiva consentida por M. Cro. de Moya e Hijos en fa-
vor de todos sus acreedores, tiene como fecha la del veintio-
cho de julio de mil novecientos veintitrés —(período de crisis 
financiera y económica) —y b), que entre las acreencias así 
garantizadas figuraba la de Iglesias & Co., Inc.; que, por todo 
ello, resulta fundada, en hecho, la apreciación que implícita-
mente encierra el fallo impugnado, en cuanto al interés de 
estos últimos señores .en sustituir a aquella garantía colecti-
va otra particurlar bajo el nombre de dación en pago; 

Considerando, que, en virtud de los desarrollos que an-
teceden, el primer medio del recurso debe ser rechazado; 

Considerando, en lo concerniente al segundo medio del 
recurso interpuesto por Jealous & Massot: que estos sostie-
nen} en dicho medio, que, en la decisión por ellos impugnada, 
se ha incurrido en la violación de los artículos 1984 y siguien-

, tes del Código Civil y se ha hecho una falsa aplicación del ar-
tículo 742 dei Código de Procedimiento Civil, porque los con-
tratos de mil novecientos veinticuatro no fueron de présta-
mos ni se ha probado que "los Señores Moya estuvieran 
constreñidos a. pago alguno, ya que" —expresan los intiman-
tes—"la hipoteca no estaba vencida ni era exigible sino cuatro 
años después", ni se ha probado tampoco, agregan los recu-
rrentes, que dichos Señores Moya "estuvieran urgidos por 
dinero, puesto que, en la fecha de esos actos no se les hizo 
préstamo alguno"; razón por la cual, afirma el recurso, "es 
forzoso conviene que la cláusula novena del contrato de ven-
ta, no es otra cosa que un mandato para vender dado por el 
deudor al acreedor, lo cual no está prohibido por el artículo 
742 antes citado ni por ningún otro texto legal" ; 

Considerando, que, después de estudiar el carácter de la 
disposición que encierra este último artículo y la sanción que 
corresponde a su violación, la sentencia contra la cual se re-
curre expresa (10o. considerando) : "que el mandato dado 
por M. Cro. de Moya e Hijos a Iglesias & Co., Inc., en la 

cláusula novena del acto bajo firma privada del 25 de julio 
de 1924, constituye el mandato prohibido por el artículo 742 
del Código de Procedimiento Civil; que dicha cláusula debe 
considerarse no escrita en el acto y, por lo tanto, nula la venta 
efectuada por Iglesias & Co., Inc., en virtud de ella, a Joseph 
H. Amy en fecha 20 de abril de 1931"; 

Considerando, que, resumiendo lo expresado en los ordi-
nales 4o, 5o, y 6o, de la exposición de hechos y procedimiento 
que ha sido realizada en otra parte de la presente sentencia 
—(de acuerdo con lo que el Tribunal Superior de Tierras es-
tablece como constante en el fallo impugnado)—, resulta que 
Iglesias & Co., Inc., por el acto de fecha veinticinco de julio 
de mil novecientos veinticuatro, convinieron en vender, a M. 
Cro. de Moya e Hijos, por el precio de $44.435.78 mas los in-
tereses de 6% anuales, calculados semestralmente, desde el 
primero de junio de mil novecientos veinticuatro, los inmue-
bles que estos habían dado en pago a aquellos —cuarta cláu-
sula.)— y los referidos Señores Moya e Hijos se comprome-
tieron a ejecutar en favor de Iglesias & Co., Inc., (cláusula 
quinta) un contrato de alquiler, sobre esos mismos inmue-
bles, por un término de siete años y un mes, a razón de 
$650.00 mensuales, pagaderos como ha sido dicho, comprome-
tiéndose estos últimos, por su parte, "cuando hubiesen sido 
pagados todos los alquileres ascendentes a una suma igual al 
precio de la venta convenida más los intereses, a aceptar es-
tos alquileres como precio pagado de la venta y a traspasar 
los dichos inmuebles a Moya e Hijos"—(Cláusula sexta)—; 
que también, consintieron Iglesias & CQ Inc.,—(cláusulas sép 
tima y octava)--"en que Moya e Hijos pudiesen anticipar el 
pago de una parte o del total de los alquileres y gestionar la 
venta de cualquiera de los inmuebles alquilados para' des-
tinar su precio al pago de los alquileres, y en abonarles" los 
intereses correspondientes; 

Considerando, que la sentencia impugnada expone que, 
por la cláusula novena del mencionado acto de fecha veinti-
cinco de julio de mil novecientos veinticuatro, se estipuló 
que los Señores Iglesias & Co., Inc., "no podrían vender nin-
guno de los inmuebles sin previa consulta y conformidad de 
M. Cro. de Moya e Hijos mientras estos estuviesen pagando 
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Inc., en las susodichas condiciones, montantes, en conjunto, 
a la suma de $51.801.61 y que, en el momento de la decla-
ración de quiebra de aquellos señores, su deuda para con es-
tos se había reducido a $3.348.39, sino que también resulta 
establecido, en hecho, por el Tribunal a quo, á), que la hipo-

teca colectiva consentida por M. Cro. de Moya e Hijos en fa-
vor de todos sus acreedores, tiene como fecha la del veintio-
cho de julio de mil novecientos veintitrés —(período de crisis 
financiera y económica) —y b), que entre las acreencias así 
garantizadas figuraba la de Iglesias & Co., Inc.; que, por todo 
ello, resulta fundada, en hecho, la apreciación que implícita-
mente encierra el fallo impugnado, en cuanto al interés de 
estos últimos señores en sustituir a aquella garantía colecti-
va otra particular bajo el nombre de dación en pago; 

Considerando, que, en virtud de los desarrollos que an-
teceden, el primer medio del recurso debe ser rechazado; 

Considerando, en lo concerniente al segundo medio del 
recurso interpuesto por Jealous & Massot: que estos sostie-
nen; en dicho medio, que, en la decisión por ellos impugnada, 
se ha incurrido en la violación de los artículos 1984 y siguien-

, tes del Código Civil y se ha hecho una falsa aplicación del ar-
tículo 742 del Código de Procedimiento Civil, porque los con-
tratos de mil novecientos veinticuatro no fueron de présta-
mos ni se ha probado que "los . Señores Moya estuvieran 
constreñidos a. pago alguno, ya que" —expresan los intiman-
tes—"la hipoteca no estaba vencida ni era exigible sino cuatro 
años después", ni se ha probado tampoco, agregain los recu-
rrentes, que dichos Señores Moya "estuvieran urgidos por 
dinero, puesto que, en la fecha de esos actos no se les hizo 
préstamo alguno"; razón por la cual, afirma el recurso, "es 
forzoso conviene que la cláusula novena del contrato de ven-
ta, no es otra cosa que un mandato para vender dado por el 
deudor al acreedor, lo -cuall no está prohibido por el artículo 
742 antes citado ni por ningún otro texto legal"; 

Considerando, que, después de estudiar el carácter de la 
disposición que encierra este último artículo y la sanción que 
corresponde a su violación, la sentencia contra la cual se re-
curre expresa (10o. considerando) : "que el mandato dado 
por M. Cro. de Moya e Hijos a Iglesias & Co., Inc., en la  

cláusula novena del acto bajo firma privada del 25 de julio 
de 1924, constituye el mandato prohibido por el artículo 742 
del Código de Procedimiento Civil; que dicha cláusula debe 
considerarse no escrita en el acto y, por lo tanto, nula la venta 
efectuada por Iglesias & Co., Inc., en virtud de ella, a Joseph 
H. Amy en fecha 20 de abril de . 1931"; 

Considerando, que, resumiendo lo expresado en los ordi-
nales 4o, 5o, y 6o, de la exposición de hechos y procedimiento 
que ha sido realizada en otra parte de la presente sentencia 
— (de acuerdo con lo que el Tribunal Superior de Tierras es-
tablece como constante en el fallo impugnado)—, resulta que 
Iglesias & Co., Inc., por el acto de fecha veinticinco de julio 
de mil novecientos veinticuatro, convinieron en vender, a M. 
Cro. de Moya e Hijos, por el precio de $44.435.78 mas los in-
tereses de 6% anuales, calculados semestralmente, desde el 
primero de junio de mil novecientas veinticuatro, los inmue-
bles que estos habían dado en pago a aquellos —cuarta cláu-
sula)— y los referidos Señores Moya e Hijos se comprome-
tieron a ejecutar en favor de Iglesias & Co., Inc., (cláusula 
quinta) un contrato de alquiler, sobre esos mismos inmue-
bles, por un término de siete años y un mes, a razón de 
$650.00 mensuales, pagaderos como ha sido dicho, comprome-
tiéndose estos últimos, por su parte, "cuando hubiesen sido 
pagados todos los alquileres ascendentes a una suma igual al 
precio de la venta convenida más los intereses, a aceptar es-
tos alquileres como precio pagado de la venta y a traspasar 
los dichos inmuebles a Moya e Hijos"—(Cláusula sexta)—; 
que también, consintieron Iglesias & C9 Inc.,—(cláusulas sép 
tima y octava)--"en que Moya e Hijos pudiesen anticipar el 
pago de una parte o del total de los alquileres y gestionar la 
venta de cualquiera de los inmuebles alquilados para' des-
tinar su precio al pago de los alquileres, y en abonarles" los 
intereses correspondientes; 

Considerando, que la sentencia impugnada expone que, 
por la cláusula novena del mencionado acto de fecha veinti-
cinco de julio de mil novecientos veinticuatro, se estipuló 
que los Señores Iglesias & Co., Inc., "no podrían vender nin-
guno de los ínmuebles sin previa consulta y conformidad de • 
M. Cro. de Moya e Hijos mientras estos estuviesen pagando 
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puntualmente los alquileres; pero que podrían venderlos por 

el mejor precio, en caso de impuntualidad en el pago del al-

quiler mensual, y el producto de la venta deducirlo del monto 

del precio total convenido de $44.435.78, más los intereses 

de siéte años y un mes, que hizo subir la suma a abonar en 

forma de alquileres a 155.250.00; 
Considerando, que el artículo 742 del Código de Proce-

dimiento Civil dispone que "Será nula y considerada como 
no existente toda convención en que conste que, a falta de 
ejecución de los compromisos hechos con el acreedor, este 
tenga derecho a hacer vender los inmuebles de su deudor sin 
llenar las formalidades prescritas para el embargo de inmue-
bles", disposición legal ésta que concierne al órden público; 
que, por otra parte, es cierto que de acuerdo con la jurispru-
dencia más socorrida en el país de origen del citado Código, 
las prescripciones del susodicho artículo no se aplican al ca-
so en que el mandato, — (dado por el deudor a su acreedor),— 
de vender, sin cumplir las aludidas formalidades, a falta de 
pago de la suma adecuada, fuere de naturaleza revocable, o, 
en el caso de que éste fuere irrevocable, cuando, en esta últi-
ma situación, la cláusula en referencia sea posterior a la exi-
gibilidad de la deuda o, de no serlo así, que haya intervenido 
mucho tiempo después del acto constitutivo del derecho que 
invoque el acreedor y, todo esto, en condiciones tales que no 
permitan abrigar ningún temor de que el deudor haya ce-
dido a un constreñimiento moral; 

Considerando, que, en la especie a que se contrae el re-
curso de casación que ahora se examina, el mandato de ven-
der sin observar las formalidades del procedimiento legal de 
expropiación forzosa, tal como resulta de la referida cláusu-
la novena del acto de fecha veinticinco de julio de mil nove-
cientos veinticuatro (es decir, del convenio que dió nacimien-
to á la obligación de pagar $650.00 mensuales, en las con-
diciones indicadas, y cuya falta de cumplimiento debía poner 
en efectividad aquel mandato), era de carácter irrevocable; 
que, además, la exposición de las graves y numerosas cir-

cunstancias, en que la sentencia impugnada apoya su decisión 
relativa a la simulación en el caso de que se trata, es tal, que 

di6 fundamentos para excluir la existencia de la situa- 
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ción excepcional á que se ha hecho referencia en el conside-
rando que precede al presente; que, por lo tanto, el Tribunal 
Superior de Tierras no incurrió en las violaciones de la ley 
que se señalan por el segundo medio de casación, esto es, del 
artículo 742 del Código de Procedimiento Civil y, consecuen-
cialmente, de los artículos 1984 y siguientes del Código Civil, 
relativos al mandato; 

Considerando, que, por otra parte, aun cuando, por hipó-
tesis, la sentencia contra la cual se recurre adoleciera del vi, 
cio que indican los intimantes, ello no justificaría la casación 
perseguida; que, en efecto la inexistencia de la invocada su-
basta resultaría, aun en esa hipótesis, de la simulación abso-
luta que la decisión impugnada establece, carácter éste —(el 
de absoluta)— que resulta, para dicha sumulación de que, por 
dicha subasta, Iglesias & Co., Inc., y Joseph H. Amy, quisie-
ron crear una situación pura y simplemente ficticia y no en-
cubrir ningún acto jurídico distinto; que, debido a esto, el 
fano impugnado expresa, de manlra fundada, en -su considel 
ración undécima, "que, a mayor abundamiento, cuando la 
nulidad de la venta hecha por Iglesias & Co., al•eñor Joseph 
H. Amy, no resultara establecida como resulta de acuerdo 
con los razonamientos anteriores, ella no podría alterar (no 
obstante su transcripción) la verdadera situación jurídica, 
existente entre las partes, ya que el Tribunal ha comprobado 
que el señor Amy no puede hacer valer la condición de ter-. cero frente a los Srs. Moya, por la razón de que aún cuando 
se le diera en los actos el carácter de un adquiriente a título 
oneroso, el estudio del expediente revela que en el fondo él 
era un testaferro de Iglesias & Co."; 

Considerando, que, en consecuencia de lo expresado en lo 
que antecede, procede rechazar el segundo medio de casa- 
ción; 

Considerando, en lo concerniente al tercer medio del re-
curso interpuesto por Jealous & Massot: que estos afirman 
que el Tribunal Superior de Tierras, violó, al estatuir como 
queda dicho, los artículos 1582, 1583 y 1328 del Código Civil 
y el artículo 29 de la Ley sobre Registro y' Conservación de 
Hipotecas, porque "desconoció el efecto traslativo de propie-
dad que tuvo la venga hecha al Señor Amy, y desconoció tam-
bién, en violación de la ley, el efecto legal de la transcriptión 
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puntualmente los alquileres; pero que podrían venderlos por 

el mejor precio, en caso de impuntualidad en el pago del at-

q'uiler mensual, y el producto de la venta deducirlo del monto 

del precio total convenido de $44.435.78, más los intereses 

de siete altos y un mes, que hizo subir la suma a abonar en 

forma de alquileres a $55.250.00; 
Considerando, que el artículo 742 del Código de Proce-

dimiento Civil dispone que "Será nula y considerada como 
no existente toda convención en que conste que, a falta de 
ejecución de los compromisos hechos con el acreedor, este 
tenga derecho a hacer vender los inmuebles de su deudor sin 
llenar las formalidades prescritas para el embargo de inmue-
bles", disposición legal ésta que concierne al órden público; 
que, por otra parte, es cierto que de acuerdo con la jurispru-
dencia más socorrida en el país de origen del citado Código, 
las prescripciones del susodicho artículo no se aplican al ca-
so en que el mandato, — (dado por el deudor a su acreedor) ¡--

de vender, sin cumplir las aludidas formalidades, a falta de 
pago de la suma adecuada, fuere de naturaleza revocable, o, 
en el caso de que éste fuere irrevocable, cuando, en esta últi-
ma situación, la cláusula en referencia sea posterior a la exi-
gibilidad de la deuda o, de no serlo así, que haya intervenido 
mucho tiempo después del acto constitutivo del derecho que 
invoque el acreedor y, todo esto, en condiciones tales que no 
permitan abrigar ningún temor de que el deudor haya ce-
dido a un constreñimiento moral; 

Considerando, que, en la especie a que se contrae el re-
curso de casación que ahora se examina, el mandato de ven-
der sin observar las formalidades del procedimiento legal de 
exprpiación forzosa, tal como resulta de la referida cláusu-
la novena del acto de fecha veinticinco de julio de mil nove-
cientos veinticuatro (es decir, del convenio que dió nacimien-
to á la obligación de pagar $650.00 mensuales, en las con-
diciones indicadas, y cuya falta de cumplimiento debía poner 
en efectividad aquel mandato), era de carácter irrevocable; 
que. además, la exposición de las graves y numerosas cir-
cunstancias, en que la sentencia impugnada apoya su decisión 
relativa a la simulación en el caso de que se trata, es tal, que 
dió fundamentos para excluir la existencia de la situa- 
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ción excepcional á que se ha hecho referencia en el conside-
rando que precede al presente; que, por lo tanto, el Tribunal 
Superior de Tierras no incurrió en las violaciones de la ley 
que se señalan por el segundo medio de casación, esto es, del 
artículo 742 del Código de Procedimiento Civil y, consecuen-
cialmente, de los artículos 1984 y siguientes del Código Civil, 
relativos al mandato; 

Considerando, que, por otra parte, aun cuando, por hipó-
tesis, la sentencia contra la cual se recurre adoleciera del vis 
cio que indican los intimantes, ello no justificaría la casación 
perseguida; que, en efecto la inexistencia de la invocada su-
basta resultaría, aun en esa hipótesis, de la simulación abso-
luta que la decisión impugnada establece, carácter éste —(el 
de absoluta)— que resulta, para dicha sumulación de que, por 
dicha subasta, Iglesias & Co., Inc., y Joseph H. Amy, quisie-
ron crear una situación pura y simplemente ficticia y no en-
cubrir ningún acto jurídico distinto; que, debido a esto, el 
fallo impugnado expresa, de manera fundada, en -su considel 
ración undécima, "que, a mayor abundamiento, cuando la 
nulidad de la venta hecha por Iglesias & Co., al•señor Joseph 
H. Amy, no resultara establecida como resulta de acuerdo 
con los razonamientos anteriores, ella no podría alterar (no 
obstante su transcripción) la verdadera situación jurídica 
existente entre las partes, ya que el Tribunal ha comprobado 
que el señor Amy no puede hacer valer la condición de ter- cero frente a los Srs. Moya, por la razón de que aún cuando 
se le diera en los actos el carácter de un adquiriente a título 
oneroso, el estudio del expediente revela que en el fondo él 
era un testaferro de Iglesias & Co."; 

Considerando, que, en consecuencia de lo expresado en lo 
que antecede, procede rechazar el segundo medio de casa- 
ción ; 

Considerando, en lo concerniente al tercer medio del re-
curso interpuesto por Jealous & Massot: que estos afirman 
que el Tribunal Superior de Tierras, violó, al estatuir cómo 
queda dicho, los artículos 1582, 1583 y 1328 del Código Civil 
y el artículo 29 de la Ley sobre Registro y Conservación de 
Hipotecas, porque "desconoció el efecto traslativo de propie-
dad que tuvo la venta hecha al Señor Amy, y desconoció tam-
bién, en violación de la ley, el efecto legal de la transcriptión 
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del acto de adquisición de Mr. Amy, frente a toda persona, 
inclusive a los Señores Moya & Co. y sus causantes"; 

Considerando, que el presente medio de casación, para 
ser propuesto útilmente, tiene forzosamente que suponer que 
no subsista, como fundamento de la sentencia impugnada, la 
declaración que está encierra en cuanto a la simulación de 
la promesa de venta del veinticinco de julio de mil novecien-
tos veinticuatro y del contrato de dación en pago del veinti-
cuatro de esos mismos mes y año, con todas sus consecuen-
cias, lo mismo que la nulidad de la subasta y la condición de 
testaferro establecida con respecto a Joseph H. Amy; que, 
así lo reconocen los intimantes al expresar, "en este medio 
de casación, lo que sigue: "El tribunal a quo acojió esa te-
sis" —(la de la referida simulación)— "basándose en que 
en el contrato de julio había vía pareada, lo cual hemos de-
mostrado que no es cierto; y en que estimó que el Señor Amy 
era un testaferro de Iglesias & Co., lo cual también probamos 
no ser cierto, puesto que adquirió en pública subasta en opo-
sición a muchos licitadores mas"; después de lo que, los re-
currentes agregan que, al estatuir como lo hizo, sin tener en 
cuenta las disposiciones de los textos legales que señala, el 
Tribunal Superjor de Tierras incurrió en la violación de es- 

tos; 

 

 pero, considerando, que, como ha sido ya expresado, las 
impugnaciones dirigidas por los Señores Jealous & Massot, 
contra el fallo que atacan en casación, por los dos primeros-
medios de su recurso, han sido completamente rechazadas y, 
por consiguiente, subsistiendo en todo su vigor la situación 
jurídica así. consagrada por la sentencia impugnada, y, es-

pecialmente, siendo el Señor Joseph H. Amy un mero testa-
ferro de Iglesias & Co., Inc., el Tribunal Superior de Tierras 
no ha podido violar, al estatuir como queda expuesto, los tex-
tos legales que los recurrentes señalan en este medio, puesto 
que, de acuerdo con aquella situación jurídica, entre dichos 
señores no fue celebrada venta alguna de los inmuebles en 
referencia —(razón por la cual eran inaplicables los artícu-
los 1582 y 1583 del Código Civil)— ni puede invocar Amy la 
condición de tercero, por lo que tampoco podían ser aplica-
das las prescripciones de los artículos 1328 del Código Civil 
y 2,9 de la Ley sobre Registro y Consérvación de Hipotecas; 
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Considerando, que, en tal virtud, el tercer medio de ca-
sación debe ser rechazado; 

Considerando, en lo concerniente al cuarto medio del 
recurso interpuesto por los Señores Jealous & Massot: que 
los intimantes lo basan en que la sentencia contra la cual re-
curren violó el artículo 4 de la Ley de'Riegistro de Tierras, al 
no motivar "ni aun sucintamente varias de las cuestiones so-
bre las cuales se puso en mora al Tribunal a quo para que 
fueran decididas ya que ellas eran fundamentales en la so-
lución de la litis"; 

Considerando, que los recurrentes alegan que la senten-
cia que atacan en casación, no responde a su pedimento de 
que se rechazara la reclamación de Moya & Co. porque "la 
simulación entre partes tiene que ser probada por un contra-
escrito cuando la suma pasa de $30.00"; que, contrariamen-
te a esa alegación, resulta del examen efectuado por la Su-
prema Corte de Justicia, que el Tribunal Superior de Tierras, 

• motivó expresamente, por el cuarto considerando de su de-
cisión, el rechazamiento de ese punto de las conclusiones de 
los actuales intimantes; que ello es tan evidente, que esos 
mismos recurrentes sostienen,. por el primer medio de casa-
ción, que en ese fallo se ha incurrido en la violación del ar-
tículo 1341 del Código Civil, debido a uno' de los motivos que 
dió el Tribunal a quo para justificar aquel rechazamiento, 
esto es, el derivado del carácter comercial de las operaciones 
de que se trataba; que, además de esa motivación expresa, 
existen, en la sentencia impugnada motivos implícitos dedu-
cidos del carácter de la simulación realizada, en sus relacio-
nes con el órden público, motivos que, a mayor abundamien-
to, hubiera correspondido a la Corte de Casación suplir ; 

Considerando, que los Señores Jealous & Massot alegan 
también que, en ninguna. parte de la decisión impugnada, 
"se considera el tercer término de las conclusiones en el sen-
tido de que Mr. Amy primero, y Jealous & Massat, después, 
eran adquirientes de buena fé, quienes habían adquirido de 
la persona que tenía en su poder un título de propiedad trans-
crito"; pero, considerando, que tal alegación carece de todo 
fundamento puesto que la extensa motivación relativa a la 
comprobación de la simulación y al establecimiento del ca- 
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del acto de adquisición de Mr. Amy, frente a toda persona, 
inclusive a los Señores Moya & Co- y sus causantes" : 

Considerando, que el presente medio de casación, para 
ser propuesto útilmente, tiene forzosamente que suponer que 
no subsista, como fundamento de la sentencia impugnada, la 
declaración que está encierra en cuanto a la simulación de 
la promesa de venta del veinticinco de julio de mil novecien-
tos veinticuatro y del contrato de dación en pago del veinti-
cuatro de esos mismos mes y ario, con todas sus consecuen-
cias, lo mismo que la nulidad de la subasta y la condición de 

testaferro establecida con respecto a Joseph H. Amy ; que, 
así lo reconocen los intimantes al expresar, en este medio 
de casación, lo que sigue: "El tribunal a quo acojió esa te-
sis" —(la de la referida simulación)— "basándose en que 
en el contrato de julio había vía pareada, lo cual hemos de-
mostrado que no es cierto; y en que estimó que el Señor Amy 
'era un testaferro de Iglesias & Co., lo cual también probamos 
no ser cierto, puesto que adquirió en pública subasta en opo-
sición a muchos licitadores mas"; después de lo que, los re-
currentes agregan que, al estatuir como lo hizo, sin tener en 
cuenta las disposiciones de los textos legales que señala, el 
Tribunal Superjor de Tierras incurrió en la violación de es-
tos; pero, considerando, que, como ha sido ya expresado, las 
impugnaciones dirigidas por los Señores Jealous & Massot, 
contra el fallo que atacan en casación, por los dos primeros-
medios de su recurso, han sido completamente rechazadas y, 

por consiguiente, subsistiendo en todo su vigor la situación 
jurídica así. consagrada por la sentencia impugnada, y, es-

pecialmente, siendo el Señor Joseph H. Amy un mero testa-
ferro de Iglesias & Co., Inc., el Tribunal Superior de Tierras 
no ha podido violar, al estatuir como queda expuesto, los tex-
tos legales que los recurrentes señalan en este medio, puesto 
que, de acuerdo con aquella situación jurídica, entre dichos 
señores no fue celebrada venta alguna de los -Inmuebles en 
referencia —(razón por la cual eran inaplicables los artícu-
los 1582 y 1583 del Código Civil)— ni puede invocar Amy la 
condición de tercero, por lo que tampoco podían ser aplica-
das las prescripciones de los artículos 1328 del Código Civil 
y 20 de la Ley sobre Registro y Consérvación de Hipotecas; 

Considerando, que, en tal virtud, el tercer medio de ca-
sación debe ser rechazado; 

Considerando, en lo concerniente al cuarto medio del 
recurso interpuesto por los Señores Jealous & Massot: que 
los intimantes lo basan en que la sentencia contra la cual re-
curren violó el artículo 4 de la Ley de' -Registro de Tierras, al 
no motivar "ni aun sucintamente varias de las cuestiones so-
bre las cuales se puso en, mora al Tribunal a. quo para que 
fueran decididas ya que ellas eran fundamentales en la so-
lución de la litis"; 

Considerando, que los recurrentes alegan que la senten-
cia que atacan en casación, no responde a su pedimento de 
que se rechazara la reclamación de Moya & Co. porque "la 
simulación entre partes tiene que ser probada por un contra-
escrito cuando la suma pasa de $30.00"; que, contrariamen-
te a esa alegación, resulta del examen efectuado por la. Su-
prema Corte de Justicia, que el Tribunal Superior de Tierras, 

• motivó expresamente, por el cuarto considerando de su de-
cisión, el rechazamiento de ese punto de las conclusiones de 
los actuales intimantes; que ello es tan evidente, que esos 
mismos recurrentes sostienen,. por el primer medio de casa-
ción, que en ese fallo se ha incurrido en la violación del ar-
tículo 1341 del Código Civil, debido a uno' de los motivos que 
dió el Tribunal a quo para justificar aquel rechazamiento, 
esto es, el derivado del carácter comercial de las operaciones 
de que se trataba; que, además de esa motivación expresa, 
existen, en la sentencia impugnada motivos implícitos dedu-
cidos del carácter de la simulación realizada, en sus relacio-
nes con el órden público, motivos que, a mayor abundamien-
to, hubiera correspondido a la Corte de Casación suplir ; 

Considerando, que los Señores Jealous & Massot alegan 
también que, en ninguna parte de la decisión' impugnada, 
"se considéra el tercer término de las conclusiones en el sen-
tido de que Mr. Amy primero, y Jealous & Massot, después, 
eran adquirientes de buena fé, quienes habían adquirido de 
la persona que tenía en su poder un título de propiedad trans-
crito"; pero, considerando, que tal alegación carece de todo 
fundamento puesto que la extensa motivación relativa a la 

mprobación de la simulación y al establecimiento del ca- 
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rácter de testaferro de Amy, justifica ampliamente el recha-
zaiento de la aludida pretensión, tanto con respecto al refe-
rido Amy como en relación con Jealous & Massot; 

Considerando, que, igualmente, carece de fundamento la 
alegación de los recurrentes según la cual, el Tribunal a quo 

no motiva por qué no acojió su pedimento de que se rechaza-
ra la reclamación de Moya & Co. debido a que "un acto no 
transcrito como lo es la promesa de venta de Iglesias a Mo-
ya", no puede prevalecer "sobre el acto de adquisición de Mr. 
Amy que está transcrito"; que, en efecto, en el presente as-
pecto, el medio de casación que ahora se examina debe ser 
desestimado por las mismas razones expuesta, en la prece-
dente consideración ; 

Considerando, que por otra parte, contrariamente a lo 
pretendido por los actuales recurrentes, la sentencia impug-
nada no carece de motivos suficientes, en cuanto a los actos 
que intervinieron entre Joseph H. Amy y M. Cro. de Moya e 
Hijos. en fecha once de setiembre de mil novecientos treinta 
y uno, y especialmente, en cuanto a "la consecuencia legal 
que de ellos se deduce al reconocer los Señores Moya que Mr. 
Amy es el propietario de los inmuebles hoy en litis"; que ello 
es así, en primer lugar, porque *le¿ efectos jurídicos radica-
les, que corresponden a la simulación absoluta que la senten-
cia atacada establece, constituyen un motivo que bastaría 
para justificar, por sí sólo, lo decidido en cuanto. al  punto de 
que se trata ; y, en segundo lugar, porque, en el undécimo 
considerando de dicho fallo consagrado "a los actos interve-
nidos entre Joseph H. Amy y M. Cro. de Moya e Hijos, en 
fecha once de setiembre de mil novecientos treinta y uno", 
el Tribunal] a quo expresa: "que siendo nulo el contrato de 
venta intervenido en fecha 20 de abril de 1931 entre Igle-
sias & Co., Inc., y Joseph H. Amy por haberse hecho en vio-
lación •de orden público, este Tribunal estima innecesario en-
bas abundantes en el expediente que clarifican que Joseph H. 
'Amy y M. Cro. de Moya e Hijos, en fecha 11 de setiembre 
de 1931 y sus consecuencias"; a lo 'cual, sin embargo, el Tri-
bunal Superior de Tierras agrega : "aun cuando existen prue-
bas abundantes en el expediente que clarifican que Joseph H. 
Amy obraba, por medio de su apoderado K. Grunewald, Co- 

mo instrumento de Iglesias & Co., Inc."; pruebas que, inme-
ditamente, expone la sentencia impugnada; 

Considerando, por último, que es de principio que la o-
bligación que pesa sobre los jueces de motivar sus decisiones, 
.y cuyo incumplimiento se encuentra sancionado por la casa-
ción de la sentencia de que se trate, se refiere a la necesidad 
de responder a todo medio que les fuere presentado, debida-
mente, como sosten necesario de la demanda o de la defensa, 
pero no así a simples arguinentos o razonamientos de las 
partes; que, por ello, no se encontraba obligado, en la espe-
cie, el Tribunal a quo a dar motivos relativos a medios que 
le fueron presentados sin precisión alguna o a meros argu-
mentos o razonamientos de los actuales recurrentes, como 
ocurre can las restantes alegaciones que comprenden los 
desarrollos del medio de casación que ahora se examina; 

Considerando, que, por consiguiente, procede declarar 
que el cuanto medio del recurso debe ser rechazado; 

Considerando, en lo concerniente al quinto medio del re-
curso interpuesto por Jealous & Massot: que por él se alega 
que el Tribunal Superior de Tierras violó el artículo 1165 del 
Código Civil, porque la sentencia atacada, después de decla-
rar simulados los actos del veinticuatro y veinticinco de ju-
lio de mil novecientos veinticuatro, "no se preocupa por de-
terminar el verdadero efecto legal que pueden tener tales si-
mulaciones sobre los terceros que posteriormente adquirie-
ron de buena fé"; que, en efecto, expresan dichos recurrentes 
esa simulación que es un contrato, no podía surtir efecto sino 
entre las partes —(los Señores Moya e Hijos e Iglesias & Co., 

y, no podía alcanzar a Joseph H. Amy (que era un 
tercero en esa simulación, y que adquirió de buena fé siete 
arios después, "por compra en pública subasta" ni a ellos mis-
mos, —Jealous & Massot—, quienes también adquirieron de 
buena fé, por acto pasado con Amy, que "tenía un título de 
propiedad transcrito a su favor y además dos sentencias del 
Mismo Tribunal de Tierras .que confirmaban ese derecho de 
propiedad"; 

Considerando, que la impugnación que acaba de ser resu-
mida, carece totalmente de fundamento; que, en efecto, co-
mo ha sido ya expresado varias veces en la presente senten- 
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rácter de testaferro de Amy, justifica ampliamente el recha-
zaiento de la aludida pretensión, tanto con respecto al refe-
rido Amy como en relación con Jealous & Massot; 

Considerando, que, igualmente, carece de fundamento la 
alegación de los recurrentes según la cual, el Tribunal a quo 

no motiva por qué no acojió su pedimento de que se rechaza-
ra la reclamación de Moya & Co. debido a que "un acto no 
transcrito como lo es la promesa de venta de Iglesias a Mo-
ya", no puede prevalecer "sobre el acto de adquisición de Mr. ,- 
Amy que está transcrito"; que, en efecto, en el presente as-
pecto, el medio de casación que ahora se examina debe ser 
desestimado por las mismas razones expuesta, en la prece-
dente consideración ; 

Considerando, que por otra parte, contrariamente a lo 
pretendido por los actuales recurrentes, la sentencia impug-
nada no carece de motivos suficientes, en cuanto a los actos 
que intervinieron entre Joseph H. Amy y M. Cro. de Moya e 
Hijos. en fecha once de setiembre de mil novecientos treinta, 
y uno, y especialmente, en cuanto a "la consecuencia legal 
que de ellos se deduce al reconocer los Señores Moya que Mr. 
Amy es el propietario de los inmuebles hoy en litis"; que ello 
es así, en primer lugar, porque los.  efectos jurídicos radica-
les, que corresponden a la simulación absoluta que la senten-
cia atacada establece, constituyen un motivo que bastaría 
para justificar, por sí sólo, lo decidido en cuanto. al  punto de 
que se trata; y, en segundo lugar, porque, en el undécimo 
considerando de dicho fallo consagrado "a los actos interve-
nidos entre Joseph H. Amy y M. Cro. de Moya e Hijos, en , 
fecha once de setiembre de mil novecientos treinta y uno", 
el Tribunal a quo expresa: "que siendo nulo el contrato de 
venta intervenido en fecha 20 de abril de 1931 entre Igle-
sias & Co., Inc., y Joseph H. Amy por haberse hecho en vio- 
lación.de órden público, este Tribunal estima innecesario en-
bas abundantes en el expediente que clarifican que Joseph H. '‘ 
Amy y M. Cro. de Moya e Hijos, en fecha 11 de setiembre 
de 1931 y sus consecuencias"; a lo Cual, sin embargo, el Tri-
bunal Superior de Tierras agrega: "aun cuando existen prue- - 
bas abundantes en el expediente que clarifican que Joseph H. 
Amy obraba, por medio de su apoderado K. Grunewald, Co- 
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mo instrumento de Iglesias & Co., Inc."; pruebas que, hurte-
, ditamente, expone la sentencia impugnada; 

Considerando, por último, que es de principio que la o-
bligación que pesa sobre los jueces de motivar sus decisiones, 

s..y cuyo incumplimiento se encuentra sancionado por la casa-
ción de la sentencia de que se trate, se refiere a la necesidad 
de responder a todo medio que les fuere presentado, debida-

' mente, como sosten necesario de la demanda o de la defensa, 
pero no así a simples arguinentos o razonamientos de las 
partes; que, por ello, no se encontraba obligado, en la espe-
cie, el Tribunal a quo a dar motivos relativos a medios. que 
le fueron presentados sin precisión alguna o a meros argu-
mentos o razonamientos de los actuales recurrentes, como 
ocurre con las restantes alegaciones que comprenden los 
desarrollos del medio de casación que ahora se examina; 

Considerando, que, por consiguiente, procede declarar 
que el cuanto medio del recurso debe ser rechazado; 

Considerando, en lo concerniente al quinto medio del re-
'curso interpuesto por Jealous & Massot: que por él se alega 
'que el Tribunal Superior de Tierras violó el artícálo 1165 del 
Código Civil, porque la sentencia atacada, después de decla-
rar simulados los actos del veinticuatro y veinticinco de ju-
lio de mil novecientos veinticuatro, "no se preocupa por de-

"'terminar el verdadero efecto legal que pueden tener tales si-
mulaciones sobre los terceros que posteriormente adquirie-
ron de buena fé"; que, en efecto, expresan dichos recurrentes 
esa simulación que es un contrato, no podía surtir efecto sino 
entre las partes —(los Señores Moya e Hijos e Iglesias & Co., 

y, no podía alcanzar a Joseph H. Amy (que era un 
tercero en esa simulación, y que adquirió de buena fé siete 
:años después, "por compra en pública subasta" ni a ellos mis-
mos, —Jealous & Massot--, quienes también adquirieron de 
buena fé, por acto pasado con Amy, que "tenía un título de 
propiedati transcrito a su favor y además dos sentencias del 
mismo Tribunal de Tierras .que confirmaban ese derecho de 
propiedad"; 

Considerando, que la impugnación que acaba de ser resu-
mida, carece totalmente de fundamento; que, en efecto, co-
lino ha sido ya expresado varias veces en la presente senten- 
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cia, el Tribunal Superior de Tierras no solamente estableció 
que los actos celebrados entre Iglesias & Co., Inc., y M. Cro. 
de Moya e Hijos eran simulados, sino que también declaró 
inexistente ;la subasta a que se hace referencia, y ésto, tanto '• 
debido a la prohibición que entraña el artículo 742 del Códi-
go de Procedimiento Civil, como a la simulación absoluta de 
dicha subasta, declaración que, de acuerdo con los principios 
que.dominan la materia, tiene consecuencias radicales; que 
así, como ha sido ya dicho, la situación jurídica de Joseph 
H. Amy quedó reducida a la de un simple testaferro de Igle-
sias & Co., Inc., que pretende derivar derechos de un acto 
inexistente; que, por otra parte, las sentencias que los inti-
mantes invocan en provecho de Amy, son, únicamente, la dic-
tada en jurisdicción original y la que, confirmatoria de ésta, 
pronunció el Tribunal Superior de Tierras decisión ésta últi-
ma que fué casada por la Suprema Corte de Justicia, median-
te su fallo de fecha treinta de mayo de mil novecientos trein-
ta y nueve; que, por lo tanto, los Señores Jealous & Massot 
adquirieron bienes, con respecto a los cuales existían recla-
maciones judiciales contrarias, en las graves condiciones que 
aquellas sentencias mismas señalaban; 

Considerando, que, en tal virtud, procede el rechazamien-
to del medio de casación que ahora se examina, yá que las 
prescripciones del artículo 1165 del Código Civil no podían 
amparar, en la situación jurídia establecida por la sentencia 
que se impugna, al Señor Amy ni a los actuales intimantes; 

Considerando, en lo concerniente al séptimo medio del  
recurso interpuesto por Jealous & Massot; que, por dicho me-
dio se persigue la casación de la sentencia impugnada debi-
do a que, al entender de los recurrentes, en ella se ha incurri-
do en la violación del artículo 1315 del Código Civil y de re-
glas relativas a la prueba y al derecho de la defensa ; 

Considerando, que, los intimantes sostienen, ep. primer 
lugar, que el fallo atacado expresa "que ningún documento 
contentivo de un convenio del 24 de julio de 1924 ha sido pre-
sentado a la consideración del tribunal (considerando No. 6) ; 1, , 

 y que la parte intimada (Mr. Amy y causahabientes) admi-
tió su existencia al decir que en el acto del 7 (siete) de agos- 
ro del mismo año se le dió forma auténtica a ese convenio"; 

que, agregan los intimantes, sin embargo "resulta, que se-
gún las presunciones de las cuales se deduce la existencia del 
convenio del 24 de julio, ese acuerdo fue realizado entre los 
Señores Moya y los doce acreedores hipotecarios; en tanto 
que el acto del 7 de agosto es una dación en pago a uno solo 
de los acreedores" ; que, terminan expresando los recurren-
tes, "por lo tanto el tribunal no puede declarar simulado el 
acto del 24 de julio que no conoce en todos sus detalles por-
que eso sería, violar el derecho de la defensa"; 

Considerando, que el Tribunal a quo, expresa, por la pri-
mera parte de la sexta consideración de su fallo: "que, aun-
que ningún documento contentivo del convenio del 24 de ju-
lio de 1924 ha sido presentado a la consideración de este 
Tribunal, la parte apelante, apoyándose en documentos que 
constan en el expediente, alega que es el mismo que fué for-
malizado por los actos de dación en pago autorizados por el 
Notario Ismael de Peña Rincón en 'fecha 7 de Agosto del 
mismo ario y la parte intimada admite dicho alegato pues en 
su escrito del 22 de septiembre de 1939 expresa que "en esta 
fecha 7 de agosto de 1924 y por acto ante el Notario I. de Pe-
ña y Rincón, se le dió forma auténtica a la dación en pago he-
cha bajo firma privada en New York el 24 de julio de 1924 
a que se ha hecho referencia antes"; 

Considerando, que, después, por la séptima consideración 
de la sentencia que se impugna, el Tribunal Superior de Tie-
rras expone: "que admitida la existencia de la convención 
del 24 de julio de 1924, formalizada por los actos auténticos 
del 7 de agosto del mismo año, procede ahora analizar su na-
turaleza jurídica y la del contrato del 25 de julio, o lo que es 
lo mismo, determinar, si se trata en el caso de la primera de 
una dación en pago y en el del segundo de una promesa bila-
teral de venta, sujeta a ciertas condiciones, o de contratos'  
simulados de prórroga de pago como alegan los apelantes; 
que para fijar la común intención de las partes al concertar 
dichos contratos es necesario examinarlos conjuntamente 
Pues es claro que el del 25 es la expresión de lo que había si-
do convenido por las partes para llegar al acuerdo del día 24 
mediante el cual M. Cro. de Moya e Hijos consintieron en dar • 
en pago sus inmuebles a Iglesias & Co., Inc."; 
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cia. el Tribunal Superior de Tierras no solamente estableció 
que los actos celebrados entre Iglesias & Co., Inc., y M. Cro. 
de Moya e Hijos eran simulados, sino que también declaró 
inexistente sla subasta a que se hace referencia, y ésto, tanto 
debido a la prohibición que entraña el artículo 742 del Códi-
go de Procedimiento Civil, como a la simulación absoluta de 
dicha subasta, declaración que, de acuerdo con los principios 
que dominan la materia, tiene consecuencias radicales; que 
así, como ha sido ya dicho, la situación jurídica de Joseph 
H. Amy quedó reducida a la de un simple testaferro de Igle-
sias & Co., Inc., que pretende derivar derechos de un acto 
inexistente; que, por otra parte, las sentencias que los inti-
mantes invocan en provecho de Amy, son, únicamente, la dic-
tada en jurisdicción original y la que, confirmatoria de ésta, 
pronunció el Tribunal Superior de Tierras decisión ésta últi-
ma que fué casada por la Suprema Corte de Justicia, median-
te su fallo de fecha treinta de mayo de mil novecientos trein-
ta y nueve; que, por lo tanto, los Señores Jealous & Massot 
adquirieron bienes, con respecto a los cuales existían recla-
maciones judiciales contrarias, en las graves condiciones que 
aquellas sentencias mismas señalaban; 

• Considerando, que, en tal virtud, procede el rechazamien-
to del medio de casación que ahora se examina, ya que las 
prescripciones del artículo 1165 del Código Civil no podían 
amparar, en la situación jurídia establecida por la sentencia 
que se impugna, al Señor Amy ni a los actuales intimantes; 

Considerando, en lo concerniente al séptimo medio del 
recurso interpuesto por Jealous & Massot; que, por dicho me-
dio se persigue la casación de la sentencia impugnada debi-
do a que, al entender de los recurrentes, en ella se ha incurri-
do en la violación del artículo 1315 del Código Civil y de re-
glas relativas a la prueba y al derecho de la defensa ; 

Considerando, que, los intimantes sostienen, eu primer 
lugar, que el fallo atacado expresa "que ningún documento 
contentivo de un convenio del 24 de julio de 1924 ha sido pre-
sentado a la consideración del tribunal (considerando No. 6) ; 
y que la parte intimada (Mr. Amy y causahabientes) admi-
tió su existencia al decir que en el acto del 7 (siete) de agos-
to del mismo año se le dió forma auténtica a ese convenio": 
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que, agregan los intimantes, sin embargo "resulta, que se-
gún las presunciones de las cuales se deduce la existencia del 
convenio del 24 de julio, ese acuerdo fue realizado entre los 
Señores Moya y los doce acreedores hipotecarios; en tanto 
que el acto del 7 de agosto es una dación en pago a uno solo 
de los acreedores"; que, terminan expresando los recurren-
tes, "por lo tanto el tribunal no puede declarar simulado el 
acto del 24 de julio que no conoce en todos sus detalles por-
que eso sería, violar el derecho de la defensa"; 

Considerando, que el Tribunal a quo, expresa, por la pri-
mera parte de la sexta consideración de su fallo: "que, aun-
que ningún documento contentivo del convenio del 24 de ju-
lio de 1924 ha sido presentado a la consideración de este 
Tribunal, la parte apelante, apoyándose en documentos que 
constan en el expediente, alega que es el mismo que fué for-
malizado por los actos de dación en pago autorizados por el 
Notario Ismael de Peña Rincón en 'fecha 7 de Agosto del 
mismo ario y la parte intimada admite dicho alegato pues en 
su escrito del 22 de septiembre de 1939 expresa que "en esta 
fecha 7 de agosto de 1924 y por acto ante el Notario I. de Pe-
ña y Rincón, se le dió forma auténtica a la dación en pago he-
cha bajo firma privada en New York el 24 de julio de 1924 
a que se ha hecho referencia antes"; 

Considerando, que, después, por la séptima consideración 
de la sentencia que se impugna, el Tribunal Superior de Tie-
rras expone: "que admitida la existencia de la convención 
del 24 de julio de 1924, formalizada por los actos auténticos 
del 7 de agosto del mismo año, procede ahora analizar su na-
turaleza jurídica y la del contrato del 25 de julio, o lo que es 
lo mismo, determinar, si se trata en el caso de la primera de 
una dación en pago y en el del segundo de una promesa bila-
teral de venta, sujeta a ciertas condiciones, o de contratos' 
simulados de prórroga de pago como alegan los apelantes; 
que para fijar la común intención de las partes al concertar 
dichos contratos es necesario examinarlos conjuntamente 
Pues es claro que el del 25 es la expresión de lo que había si-
do convenido por las partes para llegar al acuerdo del día 24 
mediante el cual M. Cro. de Moya e Hijos consintieron en dar • 
en pago sus inmuebles a Iglesias & Co., Inc."; 
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ar con las pruebas aportadas voluntariamente por ambas 
partes o, a lo menos, "si consideraba que debía pedir más 
pruebas", debió solicitarlas, también, a la parte contraria, o.  
"hacer discutir, contradictoriamente, las nuevas pruebas", 
depositadas después de la susodicha clausura de los debates; 
que, al no obrar como se acaba de indicar, el referido Tribu-
nal violó, en la sentencia contra la cual se recurra a casa-
ción, "la regla de la aportación de pruebas y a derecho de 
la defensa" de la parte intimada; 

Considerando, que de acuerdo con las disposiciones y el 
espíritu de la ley de la materia, el Tribunal Superior de Tie-
rras pudo, como lo hizo, aun después de cerrados los debates, 
pero antes de dictar el correspondiente fallo, solicitar del abo-
gado de Moya & Co. que se depositaran los documentos des-
tinados a probar el monto del crédito de los señores Iglesias 

Co., Inc., contra los Señores M. Cro. de Moya e Hios, al 
momento de la quiebra de éstos; que, sin embargo, si esta 
amplia prerrogativa correspondía, ciertamente, a dicho Tri-
bunal, no es menos cierto que el respeto del derecho de la de-
fensa —(el cual es esencial al fin persguido mediante el fun-
cionamiento de los tribunales de la República)— exigía que 
la parte adversa a los Señores Moya & Co., tuviese oportuni-
dad de discutir, si lo consideraba conveniente a sus intereses, 
los documentos de que se trata; que, con relación a lo que a-
caba de ser expresado, los susodichos Señores Moya & Co., en 
su Memorial de Defensa, exponen que "conforme lo expresa 
en nota al pie el oficio dirigido por el Secretario del Tribunal 
de Tierras al abogado de Moya & .Co.", (con el mencionado 
fin de depósito de 'aquellos documentos) "copia del mismo le 
fue enviada al Lic. Domingo A. Estrada, abogado de Joseph 
H. Amy", afirmación que se encuentra robustecida por la 
actitud asumida por la defensa de éste último, con respecto 
al punto que se examina, en su Memorial de Réplicas; que, 
siendo esto así, el abogado de los actuales recurrentes pudo, 
en las condiciones señaladas, tomar conocimiento de los do-
cumentos que depositaron, con el fin de actuar como mejor 
conviniese a la defensa de dicha parte, por ante el Tribunal 
Superior de Tierras (y, especialmente, discutir e impugnar 
el susodicho balance) ; razón por la cual es preciso decidir  
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Considerando, que, de acuerdo con lo que fundadamente 
sostienen los intimados en casación, cuando la sentencia im-
pugnada expone lo que ha sido transcrito en las considera-
ciones que anteceden y cuando, como resultado del examen a 
que el Tribuunal a quo procedió, declara que los actos del 
veinticuatro y veinticinco d'e julio de mil novecientos veinti-
cuatro "constituían la simulación" de que se ha hecho men-
ción, se refiere, por ello, al negocio jurídico mismo y no al 
instrumento o escrito, medio de prueba; que, en la especie, 
la presentación del acta o escrito contentivo del acto del 
veinticuatro de julio de mil novecientos veinticuatro no resul-
taba indispensable, puesto que los Señores Jealous & Massot 
reconocieron y declararon, en varias ocasiones, inconfundible 
mente, que el acto del siete de agosto de ese mismo año era la 
formalización auténtica de la dación en pago, convenida en 
aquella fecha, veinticuatro de julio de mil novecientos veinti-
cuatro; que, por otra parte, dichos recurrentes no ,probaron, 
ni trataron de Probar, que, entre estos dos últimos actos exis-
tiesen diferencias de detalles sino que se limitaron a su men-
cionada declaración de conformidad; 

Considerando, que, en tal virtud, es evidente que, decla-
rada la simulación del acto celebrado en fecha- veinticuatro 
de julio de mil novecientos veinticuatro, entre Iglesias & Co., 
Inc., y M. Cro. de Moya e Hijos no era necesaria, para los 
fines de la reclamación de Moya & Co., que se declarara nu-
lo, igualmente, de manera distinta y expresa, eI citado acto 
del siete de agosto del expresado año, cuyo carácter de for-
malización auténtica de aquel, lo ligaba a su suerte, definiti-
va e inequívocamente; que, por lo tanto, el presente medio 
de casación, en el aspecto que se examina, debe ser desesti-
mado; 

Considerando, que, en segundo lugar, los Señores Jealous 
& Massot expresan que, "después de cerrados los debates, el 
Tribunal a quo pidió a los Señores Moya, y solamente a e-
llos, el extracto de la cuenta que figuraba en sus libros en 
favor de Iglesias & Co." extracto que aquellos suponen que 
presentaron y que su balance fué el mismo reconocido por di- 

, cho tribunal; que, sostienen los recurrentes, después de ce-
rrados los debates, el Tribunal Superior de Tierras debió fa- 
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Considerando, que, en tal virtud, es evidente que, decla-
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llos, el extracto de la cuenta que figuraba en sus libros en 
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llar con las pruebas aportadas voluntariamente por ambas 
partes o, a lo menos, "si consideraba que debía pedir más 
pruebas", debió solicitarlas, también, a la parte contraria, o 

• "hacer discutir, contradictoriamente, las nuevas pruebas", 
depositadas después de la susodicha clausura de los debates; 
que, al no obrar como se acaba de indicar, el referido Tribu-
nal violó, en la sentencia contra la cual se recurra a casa-
ción, "la regla de la aportación de pruebas y el derecho de 
la defensa" de la parte intimada; 

Considerando, que de acuerdo con las disposiciones y el 
espíritu de la ley de la materia, el Tribunal Superior de Tie-
rras pudo, como lo hizo, aun después de cerrados los debates, 
pero antes de dictar el correspondiente fallo, soliciO,r del aboi-
gado de Moya & Co. que se depositaran los documentos des-
tinados a probar el monto del crédito de los señores Iglesias 

Co., Inc., contra los Señores M. Cro. de Moya e Hios, al 
momento de la quiebra de éstos; que, sin embargo, si esta 
amplia prerrogativa correspondía, ciertamente, a dicho Tri-
bunal, no es menos cierto que el respeto del derecho de la de-
fensa —(el cual es esencial al fin persguido mediante el fun-
cionamiento de los tribunales de la República)— exigía que 
la parte adversa a los Señores Moya & Co., tuviese oportuni-
dad de discutir, si lo consideraba conveniente a sus intereses, 
los documentos de que se trata; que, con relación a lo que a-
caba de ser expresado, los susodichos Señores Moya & Co., en 
su Memorial de Defensa, exponen que "conforme lo expresa 
en nota al pie el oficio dirigido por el Secretario del Tribunal 
de Tierras al abogado de Moya & Co.", (con el mencionado 
fin de depósito de 'aquellos documentos) "copia del mismo le 
fue enviada al Lic. Domingo A. Estrada, abogado de Joseph 
H. Amy", afirmación que se encuentra robustecida por la 
actitud asumida por la defensa de éste último, con respecto 
al punto que se examina, en su Memorial de Réplicas; que, 
siendo esto así, el abogado de los actuales recurrentes pudo, 
en las condiciones señaladas, tomar conocimiento de los do-
cumentos que depositaron, con el fin de actuar como mejor 
Conviniese a la defensa de dicha parte, por ante el Tribunal 
Superior de Tierras (y, especialmente, discutir e impugnar 
el susodicho balance) ; razón por la cual es preciso decidir 
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que, al obrar como lo hizo, dicho Tribunal no incurrió, en el 
vicio que el recurso señala, en este aspecto del séptimo 
medio de casación; 

Considerando, por último que, al terminar el desarrollo 
de este medio de casación, los Señores Jealous & Massot sos-
tienen que el Tribunal a quo desestimó, implícitamente, 
pruebas que, en el caso, eran concluyentes, razón por la que 
la decisión impugnada debe ser casada ; que, en apoyo de e-
llo, dichos intimantes expresan que "El balance producido 
por los señores Moya es de fecha anterior a la quiebra de esos 
mismos señores; sin embargo, el tribunal hizo caso omiso a 
la sentencia que depositamos por la cual se homologó el con-
cordato intervenido entre los señores Moya y en el cual no 
apareció tal balance como crédito de Iglesias & Co., Inc."; 

Considerando, que, por el estudio que de la sentencia que 
se ataca ha realizado la Suprema Corte de Justicia, se com-
prueba que contrariamente a la pretensión de los recurren-. 
tes, ed Tribunal Superior de Tierras expresa en la motivación 
de su fallo, que examinó la sentencia a que se alude en el pre-
sente aspecto del séptimo medio de casación; que, especial-
mente, el quinto considerando de la decisión impugnada, re-
za "que en feha 20 de julio del msmo año" —1931 —"el Juz-
gado de Primera Instancia homologó el concordato concerta-
do por M. Cro. de Moya e Hijos con sus acreedores y que en 
él figuran Iglesias & Co., Inc., con una acreencia, que no tie-
nr nada que ver con lo que fue motivo de la dación en pago 
arribó nombrada, por la suma de $12,226,08" ; • 

Considerando, que, además si el fin a que tiende la pre-
sente alegación de los Señores Jéalous & Massot es, simple-
mente ,el de criticar la suma, fijada por el Tribunal Superior 
de Tierras como monto de la deuda de M. Cro. de Moya e Hi-
jos, con respecto a Iglesias & Co. Inc., se impondría declarar, 
por las mismas razones que serán expuestas en los desarro-
llos correspondientes al estudio del sexto medio de casación, 
que carecen de interés, para ello, dichos recurrentes; 

Considerando, que, en virtud de los desarrollos que pre- 
ceden, el séptimo medio de casación debe ser desestimado; 

Considerando, en lo concerniente al sexto medio del re- 
curso, que los intimantes afirman, por dicho medio, que la  
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sentencia que impugnan debe ser casada, porque, en ella, se 
incurrió en los siguientes vicios: violación de los artículos 
1156 y siguientes del Código Civil, error de interpretación y 
falta de base legal; 

Considerando, que los Señores Jealous & Massot alegan, 
como fundamento de la presente impugnación, que. el Tribu-
nal a quo, en la última consideración de la sentencia impug-
nada, expresa "que el convenio intervenido entre los Señores 
Moya y los Señores Iglesias es un contrato de prórroga de 
pago con garantía inmobiliaria, y, en el dispositivo, ordena 
que se registren los inmuebles en favor de Moya & Co., suje-
tos a un gravamen inmobiliario de $3.448.39 mas los intere-
ses. . .";' que, agregan los recurrentes, aun cuando se acep-
tara, por hipótesis, la existencia del referido contrato de pró-
rroga, "el Tribunal a quo habría interpretado mal la conven-
ción en lo que se refere a garantía inmobiliaria", porque "no 
se podía decir que hubo una anticresis" —(pues, los inmue-
bles quedaron "en la posesión de los Moya")— ni tampoco 
que "es un privilegio ni una hipoteca"— (ya que estos son 
actos solemnes y ,no se cumplieron, en este caso, las formali-
dades correspondientes)—; que, por lo tanto, el Tribunal Su-
perior de Tierras, aun en esa hipótesis, "habría interpretado 
mal la convicción" y habrían dispuesto, "sin base legal, el 
registro de un gravamen imnominado e inoperante"; 

Considerando, que, como, dé manera fundada, respon-
den, a este medio de Casación los intimados, Señores Moya & 
Co., los recurrentes no han advertido, al presentar la actual 
impugnación, que "existente el contrato 'de prórroga, el inte-
rés del recurso, en cuanto al punto señalado, solamente lo 
tendrían Moya & Co., propietarios de los inmuebles que se 
dicen afectados por el gravamen inmobiliar, e Iglesias & Co., 
Inc., acreedores en cuyo provecho se ha reconocido la exis-
tencia del mismo"; 

Considerando, que, en efecto, por el rechazamiento de los 
medios de casación que anteceden al que ahora se examina, 
conserva todo su vigor la decisión del Tribunal Superior de 
Tierras qué establece que lo que intervino, en la especie, en-
tre los Señores Iglesias & Co., Inc., y M. Cro. de Moya e Hi-
jos, no fue un contrato de dación en pago de los bienes en re- 
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que, al obrar como lo hizo, dicho Tribunal no incurrió, en el 
vicio que el recurso señala, en este aspecto del séptimo 
medio de casación; 

Considerando, por último que, al terminar el desarrollo 
de este medio de casación, los Señores Jealous & Massot sos-
tienen que el Tribunal a quo desestimó, implícitamente, 
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por los señores Moya es de fecha anterior a la quiebra de esos 
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él figuran Iglesias & Co., Inc., con una acreencia, que no tie-

np nada que ver con lo que fue motivo de la dación en pago 
arribá nombrada, por la suma de $12,226,08"; • 

Considerando, que, además si el fin a que tiende la pre-
sente alegación de los Señores Jealous & Massot es, simple-
mente ,el de criticar la suma, fijada por el Tribunal Superior 
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jos, con respecto a Iglesias & Co. Inc., se impondría declarar, 
por las mismas razones que serán expuestas en los desarro-
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que carecen de interés, para ello, dichos recurrentes; 

Considerando, que, en virtud de los desarrollos que pre-
ceden, el séptimo medio de casación debe ser desestimado; 

Considerando, en lo concerniente al sexto medio del re-

curso, que los intimantes afirman, por dicho medio, que la 
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sentencia que impugnan debe ser casada, porque, en ella, se 
incurrió en los siguientes vicios: violación de los artículos 
1156 y siguientes del Código Civil, error de interpretación y 
falta de base legal; 

Considerando, que los Señores Jealous & Massot alegan, 
como fundamento de la presente impugnación, que. el Tribu-
nal a quo, en la última consideración de la sentencia impug-
nada. expresa "que el convenio intervenido entre los Señores 
Moya y los Señores Iglesias es un. contrato de prórroga de 
pago con garantía inmobiliaria, y, en el dispositivo, ordena 
que se registren los inmuebles en favor de Moya & Co., suje-
tos a un gravamen inmobiliario de $3.448.39 mas los intere-
ses. . .";' que, agregan los recurrentes, aun cuando se acep-
tara, por hipótesis, la existencia clel referido contrato de pró-
rroga, "el Tribunal a quo habría interpretado mal la conven-
ción en lo que se refere a garantía inmobiliaria", porque "no 
se podía decir que hubo una anticresis" —(pues, los inmue-
bles quedaron "en la posesión de los Moya")— ni tampoco 
que "es un privilegio ni una hipoteca"— (ya que estos son 
actos solemnes y no se cumplieron, en este caso, las formali-
dades correspondientes)--; que, por lo tanto, el Tribunal Su-
perior de Tierras, aun en esa hipótesis, "habría interpretado 
mal la convicción" y habrían dispuesto, "sin base legal, el 
registro de un gravamen imnominado e inoperante"; 

Considerando, que, como, de manera fundada, respon-
den, a este medio de Casación los intimados, Señores Moya & 
Co., los recurrentes no han advertido, al presentar la actual 
impugnación, que "existente el contrato de prórroga, el inte-
rés del recurso, en cuanto al punto señalado, solamente lo 
tendrían Moya & Co., propietarios de los inmuebles que se 
dicen afectados por el gravamen inmobiliar, e Iglesias & Co., 
Inc., acreedores en cuyo provecho se ha reconocido la exis-
tencia del mismo": 

Considerando, que, en efecto, por el rechazamiento de los 
medios de casación que anteceden al que ahora se examina, 
conserva todo su vigor la decisión del Tribunal Superior de 
Tierras qué establece que lo que intervino, en la especie, en-
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jos, no fue un contrato de dación en pago de los bienes en re- 
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ferencia sino uno de prórroga de pago, con garantía inmobi-
liaria, y que, en consecuencia, los bienes de que se trata de-
ben ser registrados en favor de Moya & Co., sujetos, dichoá, 
inmuebles, al indicado gravamen inmobiliario en favor de los 
acreedores, Iglesias & Co., Inc.; que, en esas condiciones, no 
tienen interés jurídico alguno, los Señores Jealous & Massot 
en impugnar la parte del dispositivo que encierra tal deci-
sión, porque la existencia, la desaparición o la modificación 
de la disposición relativa a ese gravamen solo podía concernir 
a aquellos deudores (Moya & Co.), o a los citados acreedores 
(Iglesias & Co., Inc.,) ; que, por consiguiente, el sexto medio 
del recurso no puede ser admitido; 

Considerando, que, en consecuencia procede rechazar el 
recurso interpuesto por Jealous & Massot; 

En cuanto al recurso interpuesto por los Señores Moya 
& Co.; 

Considerando, que, con motivo de este recurso, los inti-
mados, Señores Iglesias & Co., Inc., presentan a la Suprema 
Corte de Justicia, los siguientes pedimentos, mediante las 
conclusiones de su Memorial de fecha veinte de agosto de mil 
novecientos cuarenta las cuales fueron, además, leidas en la 
audiencia en que se conoció, como ha sido expresado, de di-
cho recurso: "lo.—Dar acta de que Iglesias & Co. Inc. no se 
consideran con interés directo en la sentencia del 10 de Mayo 
de 1940 dictada por el Tribunal Superior de Tierras por no 
haber sido parte reclamante en el juicio de saneamiento ca-
tastral, y tratarse de inmuebles que desde el año 1931 los 
consideraban que habian salido de su patrimonio.— 2o—Re-
conocer que Iglesias & Co. Inc. se encontraba en la imposibi-
lidad legal de impugnar ese fallo por la vía del recurso de 
casación, aun cuando se hubiera fallado algo a su favor, en 
razón de que no tomó parte en el juicio de revisión; y en con-
secuencia que sea cual fuere la suerte del recurso de los se-
ñores Moya & Co., les condeneis a dichos recurrentes al pago 
los costos causados a Iglesias & Co. Inc., y ordenar que sean 
distraidos en provecho del infrascrito abogado por haberlos 
avanzado en su mayor parte"; 

Considerando, que conviene, ante todo, expresar que es 
de principio que el demandado en casación puede detener, en 
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. todo momento, el procedimiento, correspondiente mediante 
su inequívoca y válida renuncia al beneficio del fallo impug-
nado, a condición de hacer al demandante ofrecimientos 
reales que comprendan todos los costos que hayan sido cau-
sados por dicho procedimiento; que, sin embargo, en la espe-
cie, las transcritas conclusiones no constituyen una renun-
cia, correctamente hecha y formulada por los actuales inti-
mados, a los beneficios que, para estos, entrañe la deciáión 
contra la cual se recurre; que, en efecto, de lo que Iglesias 

CO., piden que se les de acta, en primer lugar, es simple- 
' mente de que "no se consideran con interés directo en la 

sentencia" impugnada, y ello, por no haber sido parte en el 
juicio catastral y por tratarse de inmuebles que, desde mil 
novecientos treinta y uno, "los consideraban que habían sali-
do de su patrimonio"; expresiones que no presentan el ca-
rácter 'de precisas e inequívocas, y que no han impedido a di-
chos intimados exponer sus medios de defensa, en cuanto al 
fondo del recurso, bajo la denominación de "aclaraciones", 
presentadas en virtud de "su condición de posibles garantes 
de su causahabiente Sr. Joseph H. Amy o de los causaha-
bientes de éste, Señores Jealous & Massot"; como tampoco 
les han impedido pedir la condenación de los intimantes al 
pago de las costas, sea cual fuere la suerte del recurso de 
casación; 
' 	Considerando, que el estudio de las conclusiones que han 
sido transcritas y de los desarrollos en que descansan, con- 

- duce a la Suprema Corte de Justicia a expresar que los Se-
iiores'Iglesias & Co., Inc, piden, en realidad, que se declare 
que los Señores Moya & Co. no podían, jurídicamente, em-
plazarlos, como lo hicieron, para que oyeran pronunciar la 
casación del fallo impugnado por estos, en cuanto a la parte 
del cuarto ordinal de su dispositivo, por la cual se decidió 
que los inmuebles en referencia —cuyo registro se ordenó en 
favor de Moya & Co.— están sujetos a un gravamen inmobi-
liario por la suma que ha sido indicada; que, en consecuen- 

' cia, por las conclusiones a que se hace referencia, se persi-
gue, que el recurso incoado por los Señores Moya & Co. sea 
declarado irrecibible. en cuánto a Iglesias & Co., Inc., y sean, 
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ferencia sino uno de prórroga de pago, con garantía inmobi-
liaria, y que, en consecuencia, los bienes de que se trata de-
ben ser registrados en favor de Moya & Co., sujetos, dichoS 
inmuebles, al indicado gravamen inmobiliario en favor de los 
acreedores, Iglesias & Co., Inc.; que, en esas condiciones, no 
tienen interés jurídico alguno, los Señores Jealous & Massot 
en impugnar la parte del dispositivo que encierra tal deci-
sión, porque la existencia, la desaparición o la modificación 
de la disposición relativa a ese gravamen solo podía concernir 
a aquellos deudores (Moya & Co.), o a los citados acreedores 
(Iglesias & Co., Inc.,) ; que, por consiguiente, el sexto medio 
del recurso no puede ser admitido; 

Considerando, que, en consecuencia procede rechazar el 
recurso interpuesto por Jealous & Massot; 

En cuanto al recurso interpuesto por los Señores Moya 

& Co.; 
Considerando, que, con motivo de este recurso, los inti-

mados, Señores Iglesias & Co., Inc., presentan a la Suprema 
Corte de Justicia, los siguientes pedimentos, mediante las 
conclusiones de su Memorial de fecha veinte de agósto de mil 
novecientos cuarenta las cuales fueron, además, leidas en la 
audiencia en que se conoció, como ha sido expresado, de di-
cho recurso: "lo.—Dar acta de que Iglesias & Co. Inc. no se • 
consideran con interés directo en la sentencia del 10 de Mayo 
de 1940 dictada por el Tribunal Superior de Tierras por no 
haber sido parte reclamante en el juicio de saneamiento ca-
tastral, y tratarse de inmuebles que desde el año 1931 los 
consideraban que habian salido de su patrimonio.— 2o--211e-
conocer que Iglesias & Co. Inc. se encontraba en la imposibi-
lidad legal de impugnar ese fallo por la vía del recurso de 
casación, aun cuando se hubiera fallado algo a su favor, en 
razón de que no tomó parte en el juicio de revisión; y en con-
secuencia que sea cual fuere la suerte del recurso de los se-
ñores Moya & Co., les condeneis a dichos recurrentes al pago 
los costos causados a Iglesias & Co. Inc., y ordenar que sean 
distraidos en provecho del infrascrito abogado por haberlos 
avanzado en su mayor parte"; 

Considerando, que conviene, ante todo, expresar que es 
de principio que el demandado en casación puede detener, en 
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todo momento, el procedimiento, correspondiente mediante 
su inequívoca y válida renuncia al beneficio del fallo impug-
nado, a condición de hacer al demandante ofrecimientos 
reales que comprendan todos los costos que hayan sido cau-
sados por dicho procedimiento; que, sin embargo, en la espe-
cie, las transcritas conclusiones no constituyen una renun-
cia, correctamente hecha y formulada por los actuales inti-
mados, a los beneficios que, para estos, entrañe la deciáión 
contra la cual se recurre; que, en efecto, de lo que Iglesias 
& Co., piden que se les de acta, en primer lugar, es simple-
mente de que "no se consideran con interés directo en la 
sentencia" impugnada, y ello, por no haber sido parte en el 
juicio catastral y por tratarse de inmuebles que, desde mil 
novecientos treinta y uno, "los consideraban que habían sali-
do de su patrimonio"; expresiones que no presentan el ca-
rácter 'de precisas e inequívocas, y que no han impedido a di-
chos intimados exponer sus medios de defensa, en cuanto al 
fondo del recurso, bajo la denominación de "aclaraciones", 
presentadas en virtud de "su condición de posibles garantes 
de su causahabiente Sr. Joseph H. Amy o de los causaha-
bientes de éste, Señores Jealous & Massot"; como tampoco 
les han impedido pedir la condenación de los intimantes al 
pago de las costas, sea cual fuere la suerte del recurso de 
casación; 
• 	Considerando, que el estudio de las conclusiones que han 
sido transcritas y de los desarrollos en que descansan, con-

* duce a la Suprema Corte de Justicia a expresar que los Se-
>, fioressIglesias & Co., Inc, piden, en realidad, que se declare 
::'que los Señores Moya & Co. no podían, jurídicamente, em-

plazarlos, como lo hicieron, para que oyeran pronunciar la 
casación del fallo impugnado por estos, en cuanto a la parte 
del cuarto ordinal de su dispositivo, por la cual se decidió 
que los inmuebles en referencia —cuyo registro se ordenó en 
favor de Moya & Co.— están sujetos a un gravamen inmobi-
liario por la suma que ha sido indicada; que, en consecuen-
cia, por las conclusiones a que se hace referencia, se persi-
gue, que el recurso incoado por los Señores Moya & Co. sea 
declarado irrecibible, en cuánto a Iglesias Co., Inc., y sean, 
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en consecuencia condenados al pago de las costas los mencio-
nados intimantes; 

Considerando, que ciertamente, resulta del examen de 
la sentencia impugnada, que los Señores Iglesias & Co., Inc., 
no figuraron como reclamantes en el juicio de saneamiento • 
catastral en que intervino aquella decisión; pero, consideran-
do, que el artículo 2 de la Ley de Registro de Tierras consa-
gra la plena capacidad del Tribunal de Tierras para decidir 
acerca de todos los derechos relativos a las tierras y edificios 
y a las mejoras existentes en los mismos y, por -  otra parte, 
establece, igualmente, que los procedimientos correspondien-
tes serán dirigidos in rem contra dichas bienes y sus mejo-
ras; a lo que agrega, el referido texto legal, que los decretos 
del tribunal afectarán directamente a esos inmuebles y sus 
mejoras y constituirán el derecho de propiedad sobre ellos, 
del cual derecho quedará investido el dueño; que, por, ello y 
de acuerdo con el artículo 70 de esa Ley, las decisiones a que 
se hace referencia pueden ser dictadas, en la materia, por la 
aludida jurisdicción, sin tener en cuenta que la persona que 
deba ser indicada como investida del' expresado derecho, no 
reclamara, en ningún momento, ese beneficio, ante el Tribunal 
de Tierras; que, así, pudo correctamente en la especie, el 
Tribunal Superior de Tierras, reconocer, como lo hizo en la 

_sentencia impugnada, el gravamen inmobiliario de que se 
trata, en provecho de los Señores Iglesias & Co., Inc.; 

Considerando, que, en primer lugar, habiendo sido reco-
nocido aquel gravamen, en perjuicio de Me.ya & Co., por la 
decisión atacada, estos tenían, indiscutiblemente, el derecho 
de interponer el recurso que la Ley de Tierras ponía a su al-
cance —(el de casación)—, ya que su situación en el juicio 
catastral presentaba, en este aspecto, todas las condiciones 
que esa Ley exige para el ejercicio de dicho recurso, cuando 
dispone, por su artículo 2, que: "Podrán pedir la casación: 
(a) en materia civil, las partes interesadas si hubiesen figu-
rado verbalmente o por escrito en el juicio, conforme a lo 

provisto en el artículo 15"; 
Considerando, que, en segundo lugar, como en el proce-

dimiento catastral son llamados a juicio todos los interesados 
y como, de acuerdo con lo que ha sido ya expresado, la juris- 

3 
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dicción instituida por la Ley de la materia tiene capacidad 
para decidir en favor de cualquiera persona, aunque ésta no 
sea tia reclamante, preciso es declarar que, basta que esa per-
sona se encuentre así beneficiada y que no haya útil y correc-
tamente renunciado a esa decisión, para que pueda ser em-
plazada en casación; que, en la especie, el recurso no podía 
ser ejercido sino contra los Señores Iglesias & Co., Inc., en 
razón de haber sido deignados, por la sentencia impugnada, 
como únicas personas en provecho de quienes se ordenó el 
registro del susodicho gravamen y, por ende, por ser dichos 
señores los que tenían interés jurídico para contestar a di-
cho recurso; que, en efecto, ni Joseph H. Amy ni Jealous & 
Massot podían tener ese interés, en que se mantuviera la 
referida parte del cuarto ordinal del dispositivo a que se ha-
ce referencia, porque esa decisión es la consecuencia directa 

<>. de la simulación establecida, con el alcance ya indicado, por 
el Tribunal Superior de Tierras, en contra de las pretendo- 

. nes de dichos señores, puesto que si se dispuso el registro del 
gravamen inmobiliario en provecho de Iglesias & Co., Inc., 
fué, precisa y claramente, porque lo único que podía quedar 
subsistente en favor de éstos, en la situación jurídica exa-
minada, era la garantía inmobiliaria del balance de la cuen-
ta deudora que existía entre dichos Señores y Moya & Co, 

• como continuadores, éstos últimos, de M. Cro. de Moya e 
Hijos; 

Considerando, que, por último, contrariamente también 
a las alegaciones de Iglesias & Co., Inc., estos tenían a su al-
cance un medio eficaz para evitar su eventual condenación 
al pago de las costas del procedimiento por ante la Suprema 
Corte de Justica, medio que consistía en hacer notificar a 
Moya & Co., antes de ser intimados por éstos, la correspon-
diente renuncia al beneficio que, para ellos, entraña la deci-
sión en referencia; que, además, aún cuando esta notificación 
no hubiese sido hecha sino después de ser intimados en ca-
sación, ella hubiese reducido el monto de dichas costas; 

Considerando, que, en vista de los desarrollos que ante-
ceden, procede desestimar los pedimentos que entrañan las 

. conclusiones de Iglesias & Co., Ine., en el sentido y con el al-
cance que, para éstos, se han precisado; 

Fs 
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en consecuencia condenados al pago de las costas los mencio-
nados intimantes; 

Considerando, que ciertamente, resulta del examen de 
la sentencia impugnada, que los Señores Iglesias & Co., Inc., 
no figuraron como reclamantes en el juicio de saneamiento 
catastral en que intervino aquella decisión; pero, consideran-
do, que el artículo 2 de la Ley de Registro de Tierras consa-
gra la plena capacidad del Tribunal de Tierras para decidir 
acerca de todos los derechos relativos a las tierras y edificios 
y a las mejoras existentes en los mismos y, por otra parte, 
establece, igualmente, que los procedimientos correspondien-
tes serán dirigidos in rem contra dichas bienes y sus mejo-
ras; a lo que agrega, el referido texto legal, que los decretos 
del tribunal afectarán directamente a esos inmuebles y sus 
mejoras y constituirán el derecho de propiedad sobre ellos, 
del cual derecho quedará investido el dueño; que, por, ello y 
de acuerdo con el artículo 70 de esa Ley, las decisiones a que 
se hace referencia pueden ser dictadas, en la materia, por la 
aludida jurisdicción, sin tener en cuenta que la persona que 
deba ser indicada como investida del expresado derecho, no 
reclamara, en ningún momento, ese beneficio, ante el Tribunal 
de Tierras; que, así, pudo correctamente en la especie, el 
Tribunal Superior de Tierras, reconocer, como lo hizo en la 
sentencia impugnada, el gravamen inmobiliario de que se 
trata, en provecho de los Señores Iglesias & Co., Inc.; 

Considerando, que, en primer lugar, habiendo sido reco-
nocido aquel gravamen, en perjuicio de Mo. ya & Co., por la 
decisión atacada, estos tenían, indiscutiblemente, el derécho 
de interponer el recurso que la Ley de Tierras ponía a su al-
cance —(el de casación)—, ya que su situación en el juicio 
catastral presentaba, en este aspecto, todas las condiciones 
que esa Ley exige para el ejercicio de dicho recurso, cuando 
dispone, por su artículo 2, que: "Podrán pedir la casación: 
(a) en materia civil, las partes interesadas si hubiesen figu-
rado verbalmente o por escrito en el juicio, conforme a lo 
provisto en el artículo 15"; 

Considerando, que, en segundo lugar, como en el proce-
dimiento catastral son llamados a juicio todos los interesados 
y como, de acuerdo con lo que ha sido ya expresado, la juris- 

1 
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dicción instituida por la Ley de la materia tiene capacidad 
para decidir en favor de cualquiera persona, aunque ésta no 
sea tin reclamante, preciso es declarar que, basta que esa per-
sona se encuentre así beneficiada y que no haya útil y correc-
tamente renunciado a esa decisión, para que pueda ser em-
plazada en casación; que, en la especie, el recurso no podía 
ser ejercido sino contra los Señores Iglesias & Co., Inc., en 
razón de haber sido deignados, por la sentencia impugnada, 
como únicas personas en provecho de quienes se ordenó el 
registro del susodicho gravamen y, por ende, por ser dichos 
señores los que tenían interés jurídico para contestar a di-
cho recurso; que, en efecto, ni Joseph H. Amy ni Jealous & 
Massot podían tener ese interés, en que se mantuviera la 
referida parte del cuarto ordinal del dispositivo a que se ha-
ce referencia, porque esa decisión es la consecuencia directa 
de la simulación establecida, con el alcance ya indicado, por 
el Tribunal Superior de Tierras, en contra de las pretensio-
nes de dichos señores, puesto que si se dispuso el registro del 
gravamen inmobiliario en provecho de Iglesias & Co., 
fué, precisa y claramente, porque lo único que podía quedar 
subsistente en favor de éstos, en la situación jurídica exa-
minada, era la garantía inmobiliaria del balance de la cuen-
ta deudora que existía entre dichos Señores y Moya & 
como continuadores, éstos últimos, de M. Cro. de Moya e 
Hijos; 

Considerando, que, por último, contrariamente también 
a las alegaciones de Iglesias & Co., Inc., estos tenían a su al-
cance un medio eficaz para evitar su eventual condenación 
al pago de las costas del procedimiento por ante la Suprema 
Corte de Justica, medio que consistía en hacer notificar a 
Moya & Co., antes de ser intimados por éstos, la correspon-
diente renuncia al beneficio que, para ellos, entraña la deci-
sión en referencia; que, además, aún cuando esta notificación 
no hubiese sido hecha sino después de ser intimados en ca-
sación, ella hubiese reducido el monto de dichas costas; 

Considerando, que, en vista de los desarrollos que ante-
ceden, procede desestimar los pedimentos que entrañan las 
conclusiones de Iglesias & Co., Ine., en el sentido y con el al-
cance que, para éstos, se han precisado; 
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Considerando, en ,  lo concerniente al primer medio del re-
curso interpuesto por los Señores Moya & Co., que estos lo 
apoyan en que "Cuando el Tribunal Superior de Tierras, en 
una parte del cuarto ordinal de su decisión, declara la exis-

tencia de un gravamen inmobiliario de $3.448.39 más los 

intereses correspondientes, de acuerdo con el contrato de fe-

cha 25 de julio de 1924, en beneficio de Iglesias & Co., Inc., 
acepta como correcto el balance de una liquidación en la cual 
no solamente se capitalizaba cada seis meses los intereses, si-
no que se hacía esta capitalización por virtud de una con-
vención anterior al vencimiento de esos intereses, con lo cual 
desconoce des veces lo dispuesto por el artículo 1154 del Có-
digo Civil...." ; 

Considerando, que el citado texto legal dispone que : "Los 
intereses devengados de los capitales pueden producir nue-
vos intereses, o por una demanda judicial o por una conven-
ción especial, con tal que, sea en la demanda, sea en la con-
vención, se trate de intereses debidos a lo menos por espacio 

de un año entero"; 
Considerando, que las alegaciones de la parte intimada 

contra la admisibilidad de este medio carecen de fundamen-
to; que, en efecto, el medio deducido de la violación del ar-
tículo 1154 es de orden público; que, como tal, podría ser pro-
puesto, por primera vez ante la Suprema Corte de Justicia, 
y aun suplido por ésta, salvo cuando, en las condiciones en 
que sea planteado dicho medio de casación, éste deba ser con-
siderado como "mezclado de hecho y de derecho"; que ade-
más, en el caso que es objeto del recurso que ahora se axami-
na, resulta que la sentencia atacada expresa que "Moya & Co., 
para impugnar como simulados los contratos intervenidos 
entre ellos e Iglesias & Co., Inc., en fecha 24 y 25 de julio de 
1924; entre Iglesias & Co., Inc., y Joseph H. Amy en fecha 
20 de abril de 1931 y entre éste y Moya & Co., en fecha 11 
de setiembre del mismo ario", se fundaron principalmente: 

. . . . 
b) en que un conjunto de presunciones, legalmente ú-

tiles, demuestra que con la redacción de los actos fechados 
a 24 y 25 de julio de 1924 lo que las partes tuvieron el pro-
pósito de convenir y lo que realmente convinieron, fué una 
prórroga para el pago de la suma que debían M. Cro. de Mo- 

ya e Hijos a Iglesias & Co. Inc. con intereses capitalizados 
cada seis meses, cuyos intereses quisieron asegurar estos úl-
timos mediante la inserción de una cláusula prohibida por el 
artículo 742 c. pr. civ."; que, por otra parte, el fallo contra 
el cual se recurre contiene los elementos de hecho que fueron 
presentados al Tribunal a quo y que eran necesarios para el 
examen de dicho medio por ese Tribunal; que así, éste se en-
contraba obligado, bajo pena de casación de su fallo, a deci-
dir, con suficiente precisión, si existía o no la capitalización 
de intereses prohibida por el artículo 1154 del Código Civil ; 

Considerando, que la Suprema Corte de Justicia ha com-
probado que, en la sentencia impugnada, se establece: a), 
que el crédito de Iglesias & Co., Inc., contra M. Cro. de Mo-
ya e Hijos, ascendía, el treinta y uno de mayo de mil nove-
cientos veinticuatro a la suma de $44.435.78 (5o. considera-
ción) ; b), que los deudores hicieron abonos, sobre ese crédi-
to y sus intereses, que montaron a la suma 'de $51.801.61 
(6a. consideración) ; c), que, en el momento de la declaración 
de la quiebra de dichos deudores, su obligación se había redu 
cido a la suma de $3.348.39 (6a. consideración) y d), que, 
en el contrato de fecha veinticinco de julio de mil novecien-
tos veinticuatro, que debía regir, como rigió, las relaciones de 
las partes, se estipulaban intereses de 6% anuales, que de-
bían ser "calculados' semestralmente (6a. consideración) ; 
pero, considerando, que, en la referida sentencia no se halla 
establecido, en hecho, —(como correspondía inconfundible-
mente hacerlo al Tribunal Superior de Tierras)— que el 
cálculo semestral de intereses conllevara o no, en la intención 
de las partes, la capitalización de los intereses así calcula-
dos, ni que, verdaderamente, existiera o no en aquellas rela-
ciones contractuales, de acuerdo con los documentos de con-
tabilidad que fueron presentados a dicho Tribunal, la men-
cionada capitalización; que, en esas condiciones, precisó es 
declarar qué la exposición de hechos de la sentencia impug-
nada—(sentencia que, además, tampoco contiene motivos de 
derecho sobre el punto ahora examinado)—no permite a la 
Suprema Corte de Justicia determinar si el Tribunal Supe-
rior de Tierras, al obrar como lo hizo, incurrió en la viola-
ción del artículo 1154 del Código Civil; que, por lo tanto, la 

11011 
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Considerando, erbio concerniente al primer medio del re-
curso interpuesto por los Señores Moya & Co., que estos lo 
apoyan en que "Cuando el Tribunal Superior de Tierras, en 
una parte del cuarto ordinal de su decisión, declara la exis-

tencia de 'un gravamen inmobiliario de $3.448.39 más los 

intereses correspondientes, de acuerdo con el contrato de fe-

cha, 25 de julio de 1924, en beneficio de Iglesias & Co., 
acepta como correcto el balance de una liquidación en la cual 
no solamente se capitalizaba cada seis meses los intereses, si-
no que se hacía esta capitalización por virtud de una con-
vención anterior al vencimiento de esos intereses, con lo cual 
desconoce des veces lo dispuesto por el artículo 1154 del Có- 
digo Civil ...."; 

Considerando, que el citado texto legal dispone que: "Los 
intereses devengados de los capitales pueden producir nue-
vos intereses, o por una demanda judicial o por una conven-
ción especial, con tal que, sea en la demanda, sea en la con-
vención, se trate de intereses debidos a lo menos por espacio 

de un año entero"; 
Considerando, que las alegaciones de la parte intimada 

contra la admisibilidad de este medio carecen de fundamen-
to; que, en efecto, el medio deducido de la violación del ar-
tículo 1154 es de orden público; que, como tal, podría ser pro-
puesto, por primera vez ante la Suprema Corte de Justicia, 
y aun suplido por ésta, salvo cuando, en las condiciones en 
que sea planteado dicho medio de casación, éste deba ser con-
siderado como "mezclado de hecho y de derecho"; que ade-

más, en el caso que es objeto del recurso que ahora se axami-
na, resulta que la sentencia atacada expresa que "Moya & Co., 
para impugnar como simulados los contratos intervenidos 
entre ellos e Iglesias & Co., Inc., en fecha 24 y 25 de julio de 
1924; entre Iglesias & Co., Inc., y Joseph H. Amy en fecha 
20 de abril de 1931 y entre éste y Moya & Co., en fecha 11 
de setiembre del mismo ario", se fundaron principalmente: 
".... b) en que un conjunto de presunciones, legalmente ú-
tiles, demuestra que con la redacción de los actos fechados 
a 24 y 25 de julio de 1924 lo que las partes tuvieron el pro-
pósito de convenir y lo que realmente convinieron, fué una 
prórroga para el pago de la suma que debían M. Cro. de Mo- 
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ya e Hijos a Iglesias & Co. Inc. con intereses capitalizados 
, cada seis meses, cuyos intereses quisieron asegurar estos úl-

timos mediante la inserción de una cláusula prohibida por el 
artículo 742 c. •r. civ." ; que, por otra parte, el fallo contra 
el cual se recurre contiene los elementos de hecho que fueron 
presentados al Tribunal a quo y que eran necesarios para el 
examen de dicho medio por ese Tribunal; que así, éste se en-
contraba obligado, bajo pena de casación de su fallo, a deci-
dir, con suficiente precisión, si existía o no la capitalización 
de intereses prohibida por el artículo 1154 del Código Civil; 

Considerando, que la Suprema Corte de Justicia ha com-
probado que, en la sentencia impugnada, se establece: a), 
que el crédito de Iglesias & Co., Inc., contra M. Cro. de Mo- 

- ya e Hijos, ascendía, el treinta y uno de mayo de mil nove-
cientos veinticuatro a la suma de $44.435.78 (5o. considera-
ción) ; b), que los deudores hicieron abonos, sobre ese crédi-
to y sus intereses, que montaron a la suma 'de $51.801.61 
(6a. consideración) ; e), que, en el momento de la declaración 
de la quiebra de dichos deudores, su obligación se había redu 
cido a la suma de $3.348.39 (6a. consideración) y d), que, 
en el contrato de fecha veinticinco de julio de mil novecien-
tos veinticuatro, que debía regir, como rigió, las relaciones de 
las partes, se estipulaban intereses de 6% anuales, que de-
bían ser "calculados' semestralmente (6a. consideración) ; 
pero, considerando, que, en la referida sentencia no se halla 
establecido, en hecho, —(como correspondía inconfundible-
mente hacerlo al Tribunal Superior de Tierras)— que el 
cálculo semestral de intereses conllevara o no, en la intención 
de las partes, la capitalización de los intereses así calcula-
dos, ni que, verdaderamente, existiera o no en aquellas rela-
ciones contractuales, de acuerdo con los documentos de con-
tabilidad que fueron presentados a dicho Tribunal, la men-
cionada capitalización; que, en esas condiciones, precisó es 
declarar qué la ,exposición de hechos de la sentencia impug-
nada—(sentencia que, además, tampoco contiene motives de 
derecho sobre el punto ahora examinado)—no permite a la 
Suprema Corte de Justicia determinar si el Tribunal Supe-
rior de Tierras, al obrar como lo hizo, incurrió en la viola-
ción del artículo 1154 del Código Civil; que, por lo tanto, la 
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DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
Juan Tomás Mejía, Presidente; Gustavo A. Díaz, Primer 
Sustituto de Presidente; Doctor Tulio Franco Franco, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Licenciados Abigall Montás, 
Eudaldo Troncoso de ta Concha, Jaime Vidal Velázquez, Ra-
fael Castro Rivera, Leoncio Ramos y Luis Logroño Cohén, 
asistidos del infrascrito Secretario General en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de San-

. to Domingo, el día treinta del mes de junio del mil novecien-
tos cuarenta y uno, año 98 9  de la Independencia, 78^ de la 
Restauración y 12° de la Era de Trujillo, ha dictado en au-
diencia pública, como Corte de Casación, la sentencia si-
guiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el nombra-
: do Virgilio.  Gómez Pérez (a) Gambao, mayor de edad, jorna-

lero, natural de San Cristóbal, residente y domiciliado en 
Ciudad Trujillo, sin Cédula Personal de Identidad, contra 
sentencia de la Corte de Apelación de San Cristóbal, de fe-
cha diez de febrero de mil novecientos cuarenta y uno, dic-
tada en su perjuicio; 

Vista el acta de declaración del recurso, levantada en 
fecha diez de febrero de mil novecientos cuarenta y uno, por 
el Secretario de la referida Corte; 

Oido el Magistrado Juez Relator; 
Oido el Magistrado Procurador General de la Repúbli-

ca, Licenciado Benigno del Castillo S., en la lectura de su 
dictamen; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 379 y 382 del Código Penal; 277 
del Código de Procedimiento Criminal, y 1 y 71 de la Ley 

' sobre Procedimiento de Casación; 
Considerando, que en la sentencia que se impugna por 

este recurso de casación, figuran los hechos siguientes: a) 

• 
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sentencia contra la cual se recurre debe ser casada por ca-
recer de base legal con relación a este aspecto; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por los Señores Jealous & Massot, en cuan-
to se encuentra dirigido contra los ordinales primero, se-
gundo, tercero y la primera parte del cuarto ordinal de la 
sentencia dictada por el Tribunal Superior de Tierras, en fe-
cha diez de mayo de mil novecientos cuarenta; Segundo: De-

clara inadmisible dicho recurso, en cuanto se encuentra diri-
gido contra la última parte del cuarto ordinal de esa sen-

tencia; Tercero: Condena a dichos intimantes al pago de las 

costas de tal recurso; Cuarto: Acoge el recurso interpuesto 
por los Señores Moya & Co, contra la última parte del cuar-
to ordinal de la referida. sentencia, por la que se dispone que 
los inmuebles y sus mejoras, cuyo registro se ordena por ese 
mismo fallo, estan "sujetos a un gravamen inmobiliario de 
$3.448.39, más los intereses correspondientes, de acuerdo 
con el contrato de fecha 25 de julio de 1924, en beneficio de 
Iglesias & Co., Inc., del domicilio de la ciudad de New York, 
Estados Unidos de Norte América"; Quinto: Casa dicha sen-
tencia y reenvía el asunto, así limitado, al Tribunal Superior 
de Tierras, y Sexto: Condena a los Señores Iglesias & Co, 
Inc., al pago de las costas de este recurso. 

(Firmados) : J. Tomás Mejía.— G. A. Díaz.— Dr. T . 
Franco Franco.— Abigaíl Monté. s..— Eudaldo Tronellto de 

la C.— J. Vidal Velázquez.— Luis Logroño C.— Eug . A. 
Alvarez—Secretario Genéral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia 
pública del día, mes y año en él expresados, y fue firmada 
leída y publicada por mí, Secretario General, que certifico.-- 
(Firmado) : Eug. A. Alvarez. 
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sentencia contra la cual se recurre debe ser casada por ca-
recer de base legal con relación a este aspecto; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por los Señores Jealous & Massot, en cuan-
to se encuentra dirigido contra los ordinales primero, se-
gundo, tercero y la primera parte del cuarto ordinal de la 
sentencia dictada por el Tribunal Superior de Tierras, en fe-
cha diez de mayo de mil novecientos cuarenta; Segundo: De-

clara inadmisible dicho recurso, en cuanto se encuentra diri-
gido contra la última parte del cuarto ordinal de esa sen-

tencia; Tercero: Condena a dichos intimantes al pago de las 

costas de tal recurso; Cuarto: Acoge el recurso interpuesto 
por los Señores Moya & Co„ contra la última parte del cuar-
to ordinal de la referida sentencia, por la que se dispone que 
los inmuebles y sus mejoras, cuyo registro se ordena por ese 
mismo fallo, están "sujetos a un gravamen inmobiliario de 
$3.448.39, más los intereses correspondientes, de acuerdo 
con el contrato de fecha 25 de julio de 1924, en beneficio de 
Iglesias & Co., Inc., del domicilio de la ciudad de New York, 
Estados Unidos de Norte América"; Quinto: Casa dicha sen-
tencia y reenvía el asunto, así limitado, al Tribunal Superior 
de Tierras, y Sexto: Condena a los Señores Iglesias & Co.,, 
Inc., al pago de las costas de este recurso. 

(Firmados) : J. Tomás Mejía.— G. A. Díaz.— Dr. T. 
Franco Franco.— Abigail Montás:— Eudaldo TroncTlto de 
la C.— J. Vidal Velázquez.— Luis Logroño C.— Eug . A. 

Alvarez—Secretario Genéral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia 
pública del día, mes y año en él expresados, y fue firmada 
leída y publicada por mí, Secretario General, que certifico.— 
(Firmado) : Eug. A. Alvarez. 
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DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
Juan Tomás Mejía, Presidente; Gustavo A. Díaz, Primer 
Sustituto de Presidente; Doctor Tulio Franco Franco, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Licenciados Abigail Montás, 
Eudaldo Troncoso de la Concha, Jaime Vidal Velázquez, Ra-
fael Castro Rivera, Leoncio Ramos y Luis Logroño Cohén, 
asistidos del infrascrito Secretario General en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de San-
to Domingo, el día treinta del mes de junio del mil novecien-
tos cuarenta y uno, año 98 9  de la Independencia, 78" de la 
Restauración y 12" de la Era dé Trujillo, ha dictado en au-
diencia pública, como Corte de Casación, la sentencia si-
guiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el nombra-
do Virgilió Gómez Pérez (a) Gambao, mayor de edad, jorna-
lero, natural de San Cristóbal, residente y domiciliado en 
Ciudad Trujillo, sin Cédula Personal de Identidad, contra 
sentencia de la Corte de Apelación de San Cristóbal, de fe-
cha diez de febrero de mil novecientos cuarenta y uno, dic-
tada en su perjuicio; 

Vista el acta de declaración del recurso, levantada en 
fecha diez de febrero de mil novecientos cuarenta y uno, por 
el Secretario de la referida Corte; 

Oido el Magistrado Juez Relator; 
Oido el Magistrado Procurador General de la Repúbli-

ca, Licenciado Benigno del Castillo S., en la lectura de su 
dictamen ; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 379 y 382 del Código Penal; 277 
del Código de Procedimiento Criminal, y 1 y 71 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia que se impugna por 
este recurso de casación, figuran los hechos siguientes: a) 
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que el Magistrado Juez de Instrucción de la Segunda Cir-
cunscripción del Distrito Judicial de Santo Domingo, en fe-
cha catorce de diciembre de mil novecientos cuarenta dictó 
una Providencia calificativa, enviando al nombrado Virgilio 
Gómez Pérez (a) Gambao, al Tribunal Criminal, inculpado 
de haber cometido el crimen de robo ejerciendo violencias, 
en perjuicio de Plácido Cabrera; b), que apoderado del ca-
so, el Juez de la Cámara de lo Penal del Distrito Judicial de 
Santo Domingo, dictó una sentencia en fecha veinte y uno 
de diciembre de mil novecientos cuarenta, condenando al 
mencionado acusado a sufrir la pena de diez años de traba-
jos públicos y al pago de las costas; *c), que inconforme el 
acusado con esta sentencia, interpuso en tiempo hábil, recur-
so de apelación por ante la Corte de San Cristóbal; ch), que 
también el Magistrado Procurador Fiscal del Distrito Judi-
cial de Santo Domingo interpuso recurso de apelación contra 
la supradicha sentencia; d), que la mencionada Corte de San 
Cristóbal, en sus atribuciones criminales, dictó en fecha diez 
de febrero del año mil novecientos cuarenta y uno, sentencia 
cuyo dispositivo dice así : "Falla:— Primero:— Modifica, en 
cuanto a la pena, la sentencia apelada, dictada en atribucio-
nes criminales, por la Cámara de lo Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, el 
día veintiuno de Diciembre del año mil novecientos cuaren-
ta ; y Segundo :— Obrando por propia autoridad, condena al 
acusado Virgilio Gómez Pérez' (a) El Gambao, cuyas gene-
rales constan, a sufrir la pena de cinco años de trabajw pú- • 
blicos y al pago de las costas de ambas instancias, por haber 
cometido el crimen de robo ejerciendo violencias, en perjui-
cio de Plácido Cabrera"; 

Considerando, que contra esta sentencia interpuso re-
curso de casación el condenado Virgilio Gómez Pérez (a) 

4101 Gambao, expresando en el acta que levantó el Secretario de 
la Corte de Apelación mencionada, que interpone este recurso 
por no estar conforme con dieta sentencia; 

Considerando, que el artículo 379 del Código Penal dis-
pone que "el que con fraude sustrae una cosa que no le per-
tenece se hace reo de robo", y que de acuerdo con el artículo , 
382 del mismo Código vigente, a la fecha de la comisión del  

hecho, "la pena de trabajos públicos se impondrá a todo a- 
. quel que se haga culpable del crimen de robo, si lo comete 

ejerciendo violencias"; que según el artículo 18 del mismo 
Código "la condenación a trabajos públicos se pronunciará 
por tres años a lo menos y veinte a lo más"; y que en el pre- 

' sente caso la Corte condenó a Virgilio Gómez Pérez (a)  
Gambao, a sufrir cinco años de trabajos públicos; 

Considerando, que los jueces del fondo declararon al a- . 
cusado Virgilio Gómez Pérez (a) Gambao, culpable del cri-
men de robo ejerciendo violencias en perjuicio de Plácido 
Cabrera; que además todos los elementos constitutivos del 
robo están caracterizados en la sentencia, así como la cir-
cunstancia agravante prevista por el artículo 382 del Código 
Penal; que por ello, y por ser la sentencia recurrida regular 
en cuanto a la forma, el recurso debe ser rechazado; 

Por tales motivos: Primero, rechaza el recurso de casa-
ción• interpuesto por el nombrado Virgilio Gómez Pérez (a) 
Gambao, contra sentencia de la Corte de Apelación de San 
Cristóbal, de fecha diez de febrero de mil novecientos cua-
renta y uno, cuyo dispositivo ha sido transcrito más arriba, 

-y Segundo, condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) : J. To2nás Mejía.— G. A. Díaz.— Dr. T. 
Franco Franco.— Abigaíl Montás.— Eudaldo Troncoso de 
la C.— J. Vidal Velázquez.— Raf. Castro Rivera.— Leoncio 
Ra/mos.—Luis Logroño C.—Eug. A. Alvarez.— Secretario 
General. 

, • La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia 
pública del día, mes y ario en él expresados, y fué firmada, 
leída y publicada por mí, Secretario General, que certifico.—
(Firmado) : Eug. A. Alvarez. 

DIOS PATRIAT LIBERTAD. 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
Juan Tomás Mejía, Presidente; Gustavo A. Díaz, Primer 
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que el Magistrado Juez de Instrucción de la Segunda Cir-
cunscripción del Distrito Judicial de Santo Domingo, en fe-
cha catorce de diciembre de mil novecientos cuarenta dictó 
una Providencia calificativa, enviando al nombrado Virgilio 
Gómez Pérez (a) Gambao, al Tribunal Criminal, inculpado • 
de haber cometido el crimen de robo ejerciendo violencias, 
en perjuicio de Plácido Cabrera; b), que apoderado del ca-
so, el Juez de la Cámara de lo Penal del Distrito Judicial de 
Santo Domingo, dicté una sentencia en fecha veinte y uno 
de diciembre de mil novecientos cuarenta, condenando al 
mencionado acusado a sufrir la pena de diez años de traba-
jas públicos y al pago de las costas; 'c), que incónforme el 
acusado con esta sentencia, interpuso en tiempo hábil, recur-
so de apelación por ante la Corte de San Cristóbal; ch), que 

> también el Magistrado Procurador Fiscal del Distrito Judi-
cial de Santo Domingo interpuso recurso de apelación contra 
la supradicha sentencia; d), que la mencionada Corte de San 
Cristóbal, en sus atribuciones criminales, dictó en fecha diez . 
de febrero del año mil novecientos cuarenta y uno, sentencia 
cuyo dispositivo dice así: "Falla:— Primero:— Modifica, en 
cuanto a la pena, la sentencia apelada, dictada en atribucio- • 
nes criminales, por la Cámara de lo Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, el 
día veintiuno de Diciembre del año mil novecientos cuaren-
ta ; y Segundo :— Obrando por propia autoridad, condena al • 
acusado Virgilio Gómez Pérez' (a) El Gambao, cuyas gene-
rales constan, a sufrir la pena de cinco años de trabajes pú-
blicos y al pago de las costas de ambas instancias, por haber 
cometido el crimen de robo ejerciendo violencias, en perjui-
cio de Plácido Cabrera"; 

Considerando, que contra esta sentencia interpuso re-
curso de casación el condenado Virgilio Gómez Pérez (a) 
Gambao, expresando en el acta que levantó el Secretario de 
la Corte de Apelación mencionada, que interpone este recurso 
por no estar conforme con dicha sentencia; 

Considerando, que el artículo 379 del Código Penal dis-
pone que "el que con fraude sustrae una cosa que no le per-
tenece se hace reo de robo", y que de acuerdo con el artículo 
382 del mismo Código vigente, a la fecha de la comisión del - 

BOLETIN JUDICIAL 	 725 

hecho, "la pena de trabajos públicos se impondrá a todo a-
. quel que se haga culpable del crimen de robo, si lo comete 

ejerciendo violencias"; que según el artículo 18 del mismo 
Código "la condenación a trabajos públicos se pronunciará 
por tres años a lo menos y veinte a lo más"; y que en el pre-
sente caso la Corte condenó a Virgilio Gómez Pérez (a) 
Gambao, a sufrir cinco años de trabajos públicos; 

Considerando, que los jueces del fondo declararon al a- ,. 

cusado Virgilio Gómez Pérez (a) Gambao, culpable del cri-
men de robo ejerciendo violencias en perjuicio de Plácido 
Cabrera; que además todos los elementos constitutivos del 
robo están caracterizados en la sentencia, así como la cir-
cunstancia agravante prevista por el artículo 382 del Código 
Penal; que por ello, y por ser la sentencia recurrida regular 
en cuanto a la forma, el recurso debe ser rechazado; 

Por tales motivos: Primero, rechaza el recurso de casa-
ción• interpuesto por el nombrado Virgilio Gómez Pérez (a) 
Gambao, contra sentencia de la Corte de Apelación de San 
Cristóbal, de fecha diez de febrero de mil novecientos cua-
renta y uno, cuyo dispositivo ha sido transcrito más arriba, 
y Segundo, condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) : J. Tomás Mejía.— G. A. Díaz.— Dr. T. 
Franco Franco.— Abigaíl Montás.— Eudaldo Troncoso de 
la C.— J. Vidal Velázquez.— Raf. Castro Rivera.— Leoncio 

.Ramos.—Luis Logroño C.—Eug. A. Alvarez.— Secretario 
General. 

• La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia 
pública del día, mes y ario en él expresados, y fué firmada, 
leída y publicada por mí, Secretario General, que certifico.—
(Firmado) : Eug. A. Alvarez. 

DIOS PATRIA'Y LIBERTAD. 
República. Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia,regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
Juan Tomás Mejía, Presidente; Gustavo A. Díaz, Primer 
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que el Magistrado Juez de Instrucción de la Segunda Cir-
cunscripción del Distrito Judicial de Santo Domingo, en fe-
cha catorce de diciembre de mil novecientos cuarenta dictó 
una Providencia calificativa, enviando al nombrado Virgilio 
Gómez Pérez (a) Gambao, al Tribunal Criminal, inculpado ; 
de haber cometido el crimen de robo ejerciendo violencias, 
en perjuicio de Plácido Cabrera; b), que apoderado del ca-
so, el Juez de la Cámara de lo Penal del Distrito Judicial de %, 
Santo Domingo, dictó una sentencia en fecha veinte y uno 
de diciembre de mil novecientos cuarenta, condenando al 
mencionado acusado a sufrir la pena de diez años de traba-
jos públicos y al pago de las costas; *c),- que inconforme el 
acusado con esta sentencia, interpuso en tiempo hábil, recur-
so de apelación por ante la Corte de San Cristóbal; ch), que 
también el Magistrado Procurador Fiscal del Distrito Judi-
cial de Santo Domingo interpuso recurso de apelación contra 
la supradicha sentencia; d), que la mencionada Corte de San 
Cristóbal, en sus atribuciones criminales, dictó en fecha diez 
de febrero del año mil novecientos cuarenta y uno, sentencia 
cuyo dispositivo dice así: "Falla :— Primero:— Modifica, en 
cuanto a la pena, la sentencia apelada, dictada en atribucio-
nes criminales, por la Cámara de lo Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia dél Distrito Judicial de Santo Domingo, el 
día veintiuno de Diciembre del año mil novecientos cuaren-
ta; y Segundo :— Obrando por propia autoridad, condena al 
acusado Virgilio Gómez Pérez • (a) El Gambao, cuyas gene-
rales constan, a sufrir la pena de cinco años de trabajo pú-
blicos y al pago de las costas de ambas instancias, por haber 
cometido el crimen de robo ejerciendo violencias, en perjui-
cio de Plácido Cabrera"; 

Considerando, que contra esta sentencia interpuso re-
curso de casación el condenado Virgilio Gómez Pérez (a) 
Gambao, expresando en el acta que levantó el Secretario de t. 
la Corte de Apelación mencionada, que interpone este recurso 1, 
por no estar conforme con. dicha sentencia; 

Considerando, que el artículo 379 del Código Penal dis-
pone que "el que con fraude sustrae una cosa que no le per-
tenece se hace reo de robo", y que de acuerdo con el artículo 
382 del mismo Código vigente, a la fecha de la comisión del  

hecho, "la pena de trabajos públicos se impondrá a todo a-
quel que se haga culpable del crimen de robo, si lo comete 
ejerciendo violencias"; que según el artículo 18 del mismo 
Código "la condenación a trabajos públicos se pronunciará 
por tres años a lo menos y veinte a lo más"; y que en el pre-
sente caso la Corte condenó a Virgilio Gómez Pérez (a) 
Gambao, a sufrir cinco años de trabajos públicos; 

Considerando, que los jueces del fondo declararon al a-
cusado Virgilio Gómez Pérez (a) Gambao, culpable del cri-
men de robo ejerciendo violencias en perjuicio de Plácido 
Cabrera; que además todos los elementos constitutivos del 
robo están caracterizados en la sentencia, así como la Cir-
cunstancia agravante prevista por el artículo 382 del Código 
Penal ; que por ello, y por ser la sentencia recurrida regular 
en cuanto a la forma, el recurso debe ser rechazado; 

Por tales motivos: Primero, rechaza el recurso de casa-
ción. interpuesto por el nombrado Virgilio Gómez Pérez (a) 
Gamban, contra sentencia de la Corte de Apelación de San 
Cristóbal, de fecha diez de febrero de mil novecientos cua-
renta y uno, cuyo dispositivo ha sido transcrito más arriba, 
y Segundo, condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) : J. Tomás Mejía.— G. A. Díaz.— Dr. 7'. 
Franco Franco.— Abigail Montás.— Eudaldo Troncoso de 
la C.-- J. Vidal Velázquez.— Raf. Castro Rivera.— Leoncio 
Ramos.—Luis Logroño C.—Eug. A. Alvarez.— Secretario 
General. 

• La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia 
pública del día, mes y año en él expresados, y fué• firmada, 
leída y publicada por mí, Secretario General, que certifico.—
(Firmado) : Eug. A. Alvarez. 

DIOS PATRIA'Y LIBERTAD. 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
Juan Tomás Mejía, Presidente; Gustavo A. Díaz, Primer 
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Considerando, que en el presente caso son constantes 
los hechos siguientes: a), que por querella presentada en fe-
cha ocho de noviembre de mil novecientos cuarenta, por el 
señor Restanio Michelangelo, fué sometido a la acción de la 
justicia, prevenido del delito de estafa, el nombrado Juan 
Stainer, soltero, de 41 años de edad, de profesión ingeniero, 
natural de Viena (Austria), domiciliado en Ciudad Trujillo; 
b), que apoderada del expediente la Cámara de lo Penal del 
Distrito Judicial de Santo Domingo, fue fijada la audiencia 
del día seis de diciembre de mil novecientos cuarenta para la 
vista de la causa, y que por sentencia de ese mismo día, fue 
condenado el inculpado Stainer "al pago de una multa de 
cien pesos moneda de curso legal, que compensará con pri- 

* sión de un día por cada peso dejado de pagar en caso de in- . 
solvencia"; e), que no conforme con esta sentencia el nom-
brado Juan Stainer, interpuso en tiempo hábil recurso de al-
zada por ante la Corte de Apelación de San Cristóbal; d), 
que la vista de dicho recurso se efectuó en la audiencia pú- 

' blica del día veintidós de enero celebrada por la citada Cor-
te, y que ésta aplazó el fallo correspondiente para una de las 
próximas audiencias; f), que en fecha veinticuatro de enero 
de mil novecientos cuarenta y uno, la Corte de Apelación de 
San Cristóbal, en la audiencia pública de ese día, dictó la 
sentencia, cuyo dispositivo está transcrito arriba ; 

Considerando, que como se ha dicho, contra la mencio-
nada sentencia de la Corte de Apelación de San Cristóbal, 
ha recurrido a casación el acusado Juan Stainer, de genera-
les que constan, por no encontrarse conforme con ella ; 

Considerando, que la sentencia impugnada admite co-
mo probados los siguientes hechos: lo, "que el inculpado 
Juan Stainer, agente vendedor de la Fábrica de Ropa de 
Jersey, de la cual es administrador Restanio Michelangelo, 
entregó a éste lalorden No. 15382, de fecha diez y ocho de 
julio del año mil novecientos cuarenta, expedida pbr el Cen-
tral Romana, que cubre un pedido de doce batas para dor-
mir y doce camisas sport, manifestándole al mismo tiempo 

• que la referida orden, contrariamente a lo expresado en ella, 
no era por unidades sino por docenas, en vista de que es cos-
tumbre del Central Romana formular siempre sus pedidos 

• 
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Sustituto de Presidente; Doctor Tulio Franco Franco, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Licenciados Abigall Montás, 
Eudaldo Troncoso de la Concha, Rafael Castro Rivera, Leon-
cio Ramos y Luis Logroño Cohén, asistidos del infrascrito 
Secretario general, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, el día treinta 
del mes de junio del mil novecientos cuarenta y uno, año 989 
de la Independencia, 78 9  de la Restauración y 12.9  de la Era 
de Trujillo, ha dictado en audiencia pública, como Corte de 
Casación, la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el acusado 
Juan Stainer, de 41 años, soltero, ingeniero, natural de Vie-
na (Austria), residente y domiciliado en Ciudad Trujillo, 
portador de la cédula de identidad personal Serie 1, No. 
38652, contra sentencia de la Corte de Apelación de San Cris-
tóbal de fecha veinticuatro de enero del año mil novecientos 
cuarenta "y uno, rendida en sus atribuciones correccionales, 
sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: "Falba:—Primero: 
Confirma la sentencia apelada, dictada en atribuciones co-
rreecionales, por la Cámara de lo Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, el 
día seis de diciembre de mil novecientos cuarenta, que con-
dena al nombrado Juan Stainer, cuyas generales constan, a 
pagar una multa de cien pesos, moneda de curso legal y al pa-
go de las costas, acogiendo en su favor circunstancias ate- - 
nuantes, por haber cometido el delito de estafa en perjuicio 
del señor Restanio Michelangelo; y Segundo: C,ondeNt. a di-
cho prevenido al pago de las costas del presente recurso"; 

Vista el acta de la declaración del recurso, levantada en 
la Secretaría de la Cámara de lo Penal de la Corte de Ape- 
lación de San Cristóbal, en fecha veinticinco de enero del a- 
ña 	

Ale 
 mil novecientos cuarenta y uno; • 

Oido el Magistrado Juez Relator; 
Oido el Magistrado Procurador General de la República 

ad-hoc, Licenciado Jaime Vidal Velázquez, en la lectura de 
su dictamen; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado, y .vistos los artículos 405 y 463 del Código Penal, y '71 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 
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Sustituto de Presidente; Doctor Tulio Franco Franco, Se-
gundo Sustituto de Presidente; Licenciados Abigaíl Montás, 
Eudaldo Troncoso de la Concha, Rafael Castro Rivera, Leon-
cio Ramos y Luis Logroño Cohen, asistidos del infrascrito 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, • 
en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, el día treinta 
del mes de junio del mil novecientos cuarenta y uno, año 989 
de la Independencia, 789  de la Restauración y 12i9  de la Era 
de Trujillo, ha dictado en audiencia pública, como Corte de 
Casación, la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el acusado 
Juan Stainer, de 41 arios, soltero, ingeniero, natural de Vie-
na (Austria), residente y domiciliado en Ciudad Trujillo, 
portador de la cédula de identidad personal Serie 1, No. 
38652, contra sentencia de la Corte de Apelación de San Cris-
tóbal de fecha veinticuatro de enero del año mil novecientos 
cuarenta *y uno, rendida en sus atribuciones correccionales, 
sentencia cuyo dispositivo es el siguiente: "Falta,:—Primero: 
Confirma la sentencia apelada, dictada en atribuciones co-
rreecionales, por la Cámara de lo Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, el 
día seis de diciembre de mil novecientos cuarenta, que con-
dena al nombrado Juan Stainer, cuyas generales constan, a 
pagar una multa de cien pesos, moneda de curso legal y al pa-
go de las costas, acogiendo en su favor circunstancias ate-
nuantes, por haber cometido el delito de estafa en perjuicio 
del señor Restanio Michelangelo; y Segundo: CondenN. a di-
cho prevenido al pago de las costas del presente recurso"; 

Vista el acta de la declaración del recurso, levantada en 
la Secretaría de la Cámara de lo Penal de la Corte de Ape-
lación de San Cristóbal, en fecha veinticinco de enero del a-
ria mil novecientos cuarenta y uno; • 

Oido el Magistrado Juez Relator; 
Oido el Magistrado Procurador General de la República 

ad-hoc, Licenciado Jaime Vidal Velázquez, en la lectura de 
su dictamen; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado, y .vistos los artículos 405 y 463 del Código Penal, y 71 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 
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Considerando, que en el presente caso son constantes 
los hechos siguientes: a), que por querella presentada en fe-
cha ocho de noviembre de mil novecientos cuarenta, por A 
señor Restanio Michelangelo, fué sometido a la acción de la 
justicia, prevenido del delito de estafa, el nombrado Juan 
Stainer, soltero, de 41 años de edad, de profesión ingeniero, 
natural de Viena (Austria), domiciliado en Ciudad Trujillo; 
b), que apoderada del expediente la Cámara de lo Penal del 
Distrito Judicial de Santo Domingo, fue fijada la audiencia 
del día seis de diciembre de mil novecientos cuarenta para la 
vista de la causa, y que por sentencia de ese mismo día, fue 
condenado el inculpado Stainer "al pago de una multa de 
cien pesos moneda de curso legal, que compensará con pri-
sión de un día por cada peso dejado de pagar en caso de in-
solvencia"; c), que no cónforme con esta sentencia el nom-
brado Juan Stainer, interpuso en tiempo hábil recurso de al- 

. zada por ante la Corte de Apelación de San Cristóbal; d), 
que la vista de dicho recurso se efectuó en la audiencia pú-
blica del día veintidós de enero celebrada por la citada Cor-
te, y que ésta aplazó el fallo correspondiente para una de las 
próximas audiencias; f), que en fecha veinticuatro de enero 
de mil novecientos cuarenta y uno, la Corte de Apelación de 
San Cristóbal, en la audiencia pública de ese día, dictó la 
sentencia, cuyo dispositivo está transcrito arriba; 

Considerando, que como se ha dicho, contra la mencio-
nada sentencia de la Corte de Apelación de San Cristóbal, 
ha recurrido a casación el acusado Juan Stainer, de genera-
les que constan, por no encontrarse conforme con Ala; 

Considerando, que la sentencia impugnada admite co-
mo probados los siguientes hechos: lo, "que el inculpado 
Juan Stainer, agente vendedor de la Fábrica de Ropa de 
Jersey, de la cual es administrador Restanio Michelangelo, 
entregó a éste la►  orden No. 15382, de fecha diez y ocho de 
julio del año mil novecientos cuarenta, expedida Por el Cen-
tral Romana, que cubre un pedido de doce batas para dor-
mir y doce camisas sport, manifestándole al mismo tiempo 

‘• que la referida orden, contrariamente a lo expresado en ella, 
no era por unidades sino por docenas, en vista de que es cos-
tumbre del Central Romana formular siempre sus pedidos 

• 
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por docenas y no por unidades; 2o, que, el mismo inculpado 
Stainer, según su propia confesión, hizo de su puño y letra 
en la casilla de la orden destinada para la indicación del 
precio, la mención del costo del pedido por docenas, el .cual 
ascendió a la cantidad de cuatrocientos treintidos pesos, mo-
neda de curso legal ;-3o, que, sobre esta base, el inculpado , 
Stainer obtuvo que le fuera liquidada su comisión correspon-
diente, y para el efecto, Restaino Michelangelo le pagó la 
suma de treintidós pesos con cuarenta centavos, moneda de 

• curso legal, de acuerdo con el tipo de comisión que ellos ha-
bían convenido; 4o, que, .despachada la mencionada orden, 
a fines del mes de octubre de mil novecientos cuarenta el ' 
Central Romana escribió una carta el dos de noviembre si-
guiente a la Fábrica de Ropa de Jersey, participándoles que • 
en vista de que ellos no habían pedido las doce docenas de 
camisas sport y doce docenas de batas para dormir, se nega-
ban a aceptar dichos artículos, y que la órden No. 15382 que 
sirve de referencia a la factura que ampara el referido des-
pacho, 

 
 cubría simplemente un pedido de doce batas para dor-

mir y doce camisas sport, ejecutado desde hacia tiempo, y 
pagado por ellos de acuerdo con la factura del veintisiete de 
julio de mil novecientos cuarenta"; 

Considerando, que el artículo 405 del Código Penal dis-
pone que: "Son reos de estafa, y como tales incurren en las 
penas de prisión correccional de seis meses a dos años, y mul-  
ta de veinte a doscientos pesos: lo, los que, valiéndose de ' 
nombres y calidades supuestas o empleando manejos lizaudu-
lentos, den por cierta la existencia de empresas falsas, de 
créditos imaginarios, o de poderes que no tienen, con el fin 
de estafar el todo o parte de capitales ajenos, haciendo o in-
tentado hacer, que se les entreguen o remitan fondos, bille-
tes de banco o del tesoro, y cualesquier otro efecto públicos, 
muebles, obligaciones que contengan promesas, disposicio-
nes, finiquitos o descargos; 2o. los que para alcanzar el mis-
mo 

 
 objeto hicieren nacer la esperanza a el temor de un ac-

cidente o de cualquier otro acontecimiento quimérico. Los 
reos de estafas podrán se rtambién condenados a la acceso-
ria de la inhabilitación absoluta o especial para los cargos j . 

 y oficios de que trata el artículo 42, sin perjuicio de las pe- 
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nas que pronuncie el Código para los casos de falsedad"; que 
finalmente el artículo 463 del mismo Código dispone que 
"cuando el Código .pronuncie simultáneamente las penas de 
prisión y multa, los tribunales correccionales, en el caso de 

'que existan circunstancias atenuantes, están autorizados pa-
ra reducir el tiempo de la prisión, a menos de seis días y la 
multa a menos de cinco pesos, aún en el caso de reincidencia. 
También podrán imponerse una u otra de las penas de que 
trata este párrafo, y aun sustituir la de prisión con la de 

• multa, sin que en ningún caso puedan imponerse penas in-
:feriores a las de simple policía"; 

Considerando, que la Corte a quo, por el examen de los 
hechos anteriormente expuestos se formó la convicción, de 
que Juan Stainer, "en interés de obtener de Restanio Miche-
iangelo el pago de treinta y dos pesos a título de comisión, 
hizo creer a éste, que la orden de The Central Romana, Inc., 
—ya ejecutada— era un pedido nuevo que podía ser despa-
chado"; que estos medios fraudulentos hicieron concebir "a 
su víctima" la realización de un negocio, y lo persuadieron a 
realizar la operación; "que tales elementos —afirma la Cor-
te a quo— constituyen las maniobras fraudulentas caracte-
rizadas en su fin y en sus medios por el artículo 405 del Có-
digo Penal, y ellas establecen por sí solas, la intención culi 
pable del que las ha practicado"; 

Considerando, que la Corte de Apelación de San Cristó-
bal, en sus atribuciones correccionales, al juzgar culpable el 
acusado Juan Stainer, de haber cometido el delito de estafa 
en perjuicio de Restaino Michelangelo y reconocer 'en su fa-
vor circunstanlias atenuantes, hizo uso de su poder para el 
e

• 

stablecimiento de los hechos y les aplicó la sanción legal 
correspondiente; que además, el fallo impugnado es regular 
en la. forma; que en consecuencia, no incurrió, dicho fallo en 
violación alguna de la ley; 

Por tales motivos, Primero: rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por el nombrado Juan Stainer, contra 
sentencia de la Corte de Apelación de San Cristóbal, de fe-
fecha veinticuatro de enero del año mil novecientos cuarenta 

uno, cuyo dispositivo ha sido copiado en otro lugar del pré- 
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por docenas y no por unidades; 2o, que, el mismo inculpado 
Stainer, según su propia confesión, hizo de su puño y letra 
en la casilla de la orden destinada para la indicación del 
precio, la mención del costo del pedido por docenas, el .cual 
ascendió a la cantidad de cuatrocientos treintidos pesos, mo-
neda de curso legal ;-3o, que, sobre esta base, el inculpado , 
Stainer obtuvo que le fuera liquidada su comisión correspon-
diente, y para el efecto, Restaino Michelangelo le pagó la 
suma de treintidós pesos con cuarenta centavos, moneda de 

. curso legal, de acuerdo con el tipo de comisión que ellos ha- 
bían convenido; 4o, que, .despachada la mencionada orden, 
a fines del mes de octubre de mil novecientos cuarenta el 
Central. Romana escribió una carta el dos de 'noviembre si-
guiente a la Fábrica de Ropa de Jersey, participándoles que 
en vista de que ellos no habían pedido las doce docenas de 
camisas sport y doce docenas de batas para dormir, se nega-
ban a aceptar dichos artículos, y que la orden No. 15382 que 
sirve de referencia a la factura que ampara el referido des-
pacho, cubría simplemente un pedido de doce batas para dor-
mir y doce camisas sport, ejecutado desde hacia tiempo, y 
pagado por ellos de acuerdo con la factura del veintisiete de 
julio .de mil novecientos cuarenta"; 

Considerando, que el artículo 405 del Código Penal dis-
pone que: "Son reos de estafa, y como tales incurren en las 
penas de prisión correccional de seis meses a dos años, y mul-

. ta de veinte a doscientos pesos: lo, los que, valiéndose de 
nombres y calidades supuestas o empleando manejos Szaudu-
lentos, den por cierta la existencia de empresas falsas, de 
créditos imaginarios, o de poderes que no tienen, con el fin 
de estafar el todo o parte de capitales ajenos, haciendo o in-
tentado hacer, que se les entreguen o remitan fondos, bille-
tes de banco o del tesoro, y cualesquier otro efecto públicos, 
muebles, obligaciones que contengan promesas, disposicio-
nes, finiquitos o descargos; 2o. los que para .alcanzar el mis-
mo objeto hicieren nacer la esperanza a el temor de un ac-
cidente o de cualquier otro acontecimiento quimérico. Los 
reos de estafas podrán se rtambién condenados a la acceso-
ria de la inhabilitación absoluta o especial para los cargos 
y oficios de que trata el artículo 42, sin perjuicio de las pe- 

nas que pronuncie el Código para los casos de falsedad"; que 
finalmente el artículo 463 del mismo Código dispone que 
"cuando el Código .pronuncie simultáneamente las penas de 
prisión y multa, los tribunales correccionales, en el caso de 
que existan circunstancias atenuantes, están autorizados pa-
ra reducir el tiempo de la prisión, a menos de seis días y la 
multa a menos de cinco pesos, aún en el caso de reincidencia. 
También podrán imponerse una u otra de las penas de que 
trata este párrafo, y aun sustituir la de prisión con la de 
multa, sin que en ningún caso puedan imponerse penas in-
feriores a las de simple policía"; 

Considerando, que la Corte a quo, por el examen de los 
hechos anteriormente expuestos se formó la convicción, de 
que Juan Stainer, "en interés de obtener de Restanio Miche-
langelo el pago de treinta y dos pesos a título de comisión, 
hizo creer a éste, que la orden de The Central Romana, Inc., 
—ya ejecutada— era un pedido huevo que podía ser despa-
chulo"; que estos medios fraudulentos hicieron concebir "a 
su víctima" la realización de un negocio, y lo persuadieron a 
realizar la operación; "que tales elementos —afirma la Cor-
te a quo— constituyen las maniobras fraudulentas caracte-
rizadas en su fin y en sus medios por el artículo 405 del Có-
digo Penal, y ellas establecen por sí solas, la intención cu14 
pable del que las ha practicado"; 

Considerando, que la Corte de Apelación de San Cristó-
bal, en sus atribuciones correccionales, al juzgar culpable el 
acusado Juan Stainer, de haber cometido el delito de estafa 
en perjuicio de Restaino Michelangelo y reconocer 'en su fa-
vor circunstancias atenuantes, hizo uso de su poder para el 
establecimiento de los hechos y les aplicó la sanción legal 
correspondiente; que además, el fallo impugnado es regular 
en la forma; que en consecuencia, no incurrió dicho fallo en 
violación alguna de la ley; 

Por tales motivos, Primero : rechaza el recurso de ea-
/Melón interpuesto por el nombrado Juan Stainer, contra 
sentencia de la Corte de Apelación de San Cristóbal, de fe-
fecha veinticuatro de enero del año mil novecientos cuarenta 
y uno, cuyo dispositivo ha sido copiado en otro lugar del pré- 
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sente fallo, y Segundo: condena dicho recurrente al pago de 
las costas. 

(Firmados) : J. Tomás Mejía.— G. A. Díaz.— Dr. T. 
Franco Franco.— Abigaíl Montás.— Eudaldo Troncoso de 
la C.—Raf. Castro Rivera.—Leoncio Ramos.— Luis Logro-
ño C.—Eug. A. Alvarez—Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia 
pública del día, mes y año en él expresacl,os, y fue firmada, 
leída y publicada por mí, Secretario General, que certifico.,  
—(Firmado) : Eug. A. Alvarez. 

DIOS. PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
Juan Tomás Mejía, Presidente; Gustavo A. Díaz, Primer 
Sustituto de Presidente; Abigall Montás, Eudaldo Troncoso 
de la Concha, Jaime Vidal Velázquez, Rafael Castro Rivera, 
Leoncio Ramos y Luis Logroño Cohén, asistidos del infras-
crito Secretario General, en la Sala donde celebra su‘audien 
cias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, el día 
treinta del mes de junio del mil novecientos cuarenta y uno, 
año 98° de la Independencia, 78<,  de la Restauración y 12' 
de la Era de Trujillo, ha dictado en audiencia pública, como 
Corte de Casación, la sentencia siguiente: 

Sobre el, recurso de casación interpuesto por los nom-
brados Bienvenido Michel, mayor de edad, soltero, electricis-
ta, portador de la cédula personal de identidad número 
11273, Serie 18, y Rafael Vargas (a) Ney, mayor de edad, 
soltero, bracoro, portador de la cédula personal de identidad 
número 11065, Serie 18, domiciliados y residentes, ambos, 
en Barahona, contra sentencia de la Corte de Apelación de 

San Cristóbal de fecha diez de febrero del mil novecientos 
cuarenta y uno; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la mencionada Corte, en fecha diez de febrero 

'del mil novecientos cuarenta y uno; 
Oido el Magistrado Juez Relator; 
Oido el Magistrado Procurador General de la República, 

Licenciado Benigno del Castillo S., en la lectura de su dic-
tamen; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado, y vistos los artículos 55, 379 y 386 del Código. Penal; 
277 del Código de Procedimiento Criminal, y 71 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación ; 

Considerando, que en la sentencia impugnada constan 
los hechos siguientes; a), que en la noche del diez y seis de 
octubre del año mil novecientos cuarenta, le fueron sustraidos 
al señor Domingo Tezanos de su casa de comercio radicada 
en la ciudad de Barahona, "varias cartones de. cigarrillos 
"Faro a Colón", "Cremas" y "Ozama", algunos paquetes de 
cigarros "habanera" y dos cajas de ron "Brugal Carta Blan-
ca"; b), que tales efectos fueron vendidos, por los inculpa-
dos, esa misma noche, a la. señora Isaura Jaquez (a) Sara; 
c), que el Juez de Insducción del Distrito Judicial de Bara-
hona, apoderado del caso, dictó, - en fecha veintidós de no-
viembre del año mil novecientos cuarenta, como resultado de 
la sumaria abierta una decisión mediante la cual fueron en-
viados los nombrados Rafael Vargas (a) Ney, Bienvenido 
Michel y Pedro Matos, a ser juzgados por ante el Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Barahona, en 
sus atribuciones criminales, como autores del crimen de ro-
bo cometido de noche, por más de dos personas y en casa ha-
bitada, en perjuicio del señor Domingo Tezanos; d), que el 
referido Juzgado de Primera. Instancia, apoderado así del 
caso, la decidió por su sentencia de fecha trece de diciembre, 
del año mil novecientos cuarenta, disponiendo: lo, conde-
nar a Rafael Vargas (a) Ney y a Bienvenido Michel a su-
frir la pena de tres años de reclusión y al pago solidario de 
las costas, y 2o. descargar al nombrado Pedro Matos, por in-
suficiencia de pruebas; e), que no conformes con esa senten 

T. 
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sente fallo, y Segundo: condena dicho recurrente al pago de 
las costas. 

(Firmados) : J. Tomás Mejía.— G. A. Díaz.— Dr. T. 
Franco Franco.— Abigaíl Montás.— Eudaldo Troncoso de 
la C.—Raf. Castro Rivera.—Leoncio Ramos.— Luis Logro-
ño C.—Eug. A. Alvarez—Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia 
pública del día, mes y año en él expresados, y fue firmada, 
leída y publicada por mí, Secretario General, que certifico. 
— (Firmado) : Eug. A. Alvarez. 

DIOS. PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
Juan Tomás Mejía, Presidente; Gustavo A. Díaz, Primer 
Sustituto de Presidente; Abigaíl Montás, Eudaldo Troncoso 
de la Concha, Jaime Vidal Velázquee, Rafael Castro Rivera, 
Leoncio Ramos y Luis Logroño Cohén, asistidos del infras-
crito Secretario General, en la Sala donde celebra suaudien 
cias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, el día 
treinta del mes de junio del mil novecientos cuarenta y uno, 
año 98° de la Independencia, 789 de la Restauración y 129 
de la Era de Trujillo, ha dictado en audiencia pública, como 
Corte de Casación, la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por los nom-
brados Bienvenido Michel, mayor de edad, soltero, electricis-
ta, portador de la cédula personal de identidad inúmero 
11273, Serie 18, y Rafael Vargas (a) Ney, mayor de edad, 
soltero, bracero, portador de la cédula personal de identidad 
número 11065, Serie 18, domiciliados y residentes, ambos, 
en Barahona, contra sentencia de la Corte de Apelación de 

San Cristóbal de fecha diez de febrero del mil novecientos 
cuarenta y uno; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la mencionada Corte, en fecha diez de febrero 
del mil novecientos cuarenta y uno; 

Oido el Magistrado Juez Relator; 
Oido el Magistrado Procurador General de la República, 

Licenciado Benigno del Castillo S., en la lectura de su dic-
tamen; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado, y vistos los artículos 55, 379 y 386 del Código. Penal; 
277 del Código de Procedimiento Criminal, y 71 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casaci¿in; 

Considerando, que en la sentencia impugnada. constan 
los hechos siguientes; a), que en la noche del diez y seis de 
octubre del año mil novecientos cuarenta, le fueron sustraidos 
al señor Domingo Tezanos de su casa de comercio radicada 
en la ciudad de Barahona, "varias cartones de , cigarrillos 
"Faro a Colón", "Cremas" y "Ozama", algunos paquetes de 
cigarros "habanera" y dos cajas de ron "Brugal Carta Blan-
ca"; b), que tales efectos fueron vendidos, por los inculpa-
dos, esa misma noche, a la señora Isaura Jaquez (a) Sara; 
c), que el Juez de InstYucción del Distrito Judicial de Bara-
hona, apoderado del caso, dictó, "en fecha veintidós de no-
viembre del año mil novecientos cuarenta, como resultado de 
la sumaria abierta una decisión mediante la cual fueron en-
viados los nombrados Rafael Vargas (a) Ney, Bienvenido 
Michel y Pedro Matos, a ser juzgados por ante el Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Barahona, en 
sus atribuciones criminales, como autores del crimen de ro-
bo cometido de , noche, por más de dos personas y en casa ha-
bitada, en perjuicio del señor Domingo Tezanos; d), que el 
referido Juzgado de Primera Instancia, apoderado así del 
caso, la decidió por su sentencia de fecha trece de diciembre, 
del año mil novecientos cuarenta, disponiendo: lo, conde-
nar a Rafael Vargas (a) .  Ney y a Bienvenido Michel a su-
frir la pena de tres años de reclusión y al pago solidario de 
las costas, y 2o. descargar al nombrado Pedro Matos, por in-
suficiencia de pruebas; e), que no conformes con esa senten 
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sente fallo, y Segundo: condena dicho recurrente al pago de 
las costas. 

(Firmados) : J. Tomás Mejía.— G. A. Díaz.— Dr. T. 
Franco Franco.— Abigail Montás.— Eudaldo Troncoso de 
la C.—Raf. Castro Rivera.—Leoncio Ramos.— Luis Logro-
ño C.—Eug. A. Alvarez—Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia 
pública del día, mes y año en él expresados, y fue firmada, 
leída y publicada por mí, Secretario General, que certifico. 
—(Firmado) : Eug. A. Alvarez. 

DIOS. PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciados 
Juan Tomás Mejía, Presidente; Gustavo A. Díaz, Primer 
Sustituto de Presidente; Abigail Montás, Eudaldo Troncoso 
de la Concha, Jaime Vidal Velázquez, Rafael Castro Rivera, 
Leoncio Ramos y Luis Logroño Cohen, asistidos del infras-
crito Secretario General, en la Sala donde celebra sufk  audien 
cias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, el día 
treinta del mes de junio del mil novecientos cuarenta y uno, 
año 98° de la Independencia, 789 de la Restauración y 129 
de la Era de Trujillo, ha dictado en audiencia pública, como 
Corte de Casación, la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por los nom-
brados Bienvenido Michel, mayor de edad, soltero, electricis-
ta, portador de la cédula personal de identidad Húmero 
11273, Serie 18, y Rafael Vargas (a) Ney, mayor de edad, 
soltero, bracero, portador de la cédula personal de identidad 
número 11065, Serie 18, domiciliados y residentes, ambos, 
en Barahona, contra sentencia de la Corte de Apelación de 
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San Cristóbal de fecha diez de febrero del mil novecientos 
cuarenta y uno; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la mencionada Corte, en fecha diez de febrero 
del mil novecientos cuarenta y uno; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oido el Magistrado Procurador General de la República, 

Licenciado Benigno del Castillo S., en la lectura de su dic-
tamen; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado, y vistos los artículos 55, 379 y 386 del Código Penal; 
277 del Código de Procedimiento Criminal, y 71 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casacién; 

Considerando, que en la sentencia impugnada constan 
los hechos siguientes; a), que en la noche del diez y seis de 
octubre del año mil ,novecientos cuarenta, le fueron sustraidos 
al señor Domingo Tezanos de su casa de comercio radicada 
en la ciudad de Barahona, "varias cartones de . cigarrillos 
"Faro a Colón", "Cremas" y "Ozama", algunos paquetes de 
cigarros "habanera" y dos cajas de ron "Brugal Carta Blan-
ca"; b), que tales efectos fueron vendidos, por los inculpa-
dos, esa misma noche, a la señora Isaura Jaquez (a) Sara; 
c), que el Juez de Instimcción del Distrito Judicial de Bara-
hona., apoderado del caso, dictó, "en fecha veintidós de no-
viembre del año mil novecientos cuarenta, como resultado de 
la sumaria abierta una decisión mediante la cual fueron en-
viados los nombrados Rafael Vargas (a) Ney, Bienvenido 
Michel y Pedro Matos, a ser juzgados por ante el Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Barahona, en 
sus atribuciones criminales, como autores del crimen de ro-
bo cometido de , noche, por más de dos personas y en casa ha-
bitada, en perjuicio del señor Domingo Tezanos; d), que el 
referido Juzgado de Primera Instancia, apoderado así del 
caso, la decidió por su sentencia de fecha trece de diciembre, 
del año mil novecientos cuarenta, disponiendo: lo, conde-
nar a Rafael Vargas (a) .  Ney y a Bienvenido Michel a su-
frir la pena de tres años de reclusión y al pago solidario de 
las costas, y 2o. descargar al nombrado Pedro Matos, por in-
suficiencia de pruebas; e), que no conformes con esa senten 
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cia los condenados, intentaron recurso de apelación contra e-
lla por ante la -  Corte de Apelación del Departamento de San 
Cristóbal la que lo decidió por sentencia de fecha diez de fe-
brero del año mil novecientos cuarentiuno, en el dispositivo 
de la cual se expresa : Primero: que "confirma, en cuanto se 
refiere a los acusados Bienvenido Michel y Rafael Vargas 
(a) Ney, la sentencia apelada, dictada en atribuciones crimi-
nales, por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Barahona, el día trece de diciembre del año mil no-
vecientos cuarenta, que condena a los nombrados Bienvenido 
Michel y Rafael Vargas (a) Ney, cuyas generales constan, 
a sufrir cada uno la pena de tres años de reclusión y al pago 
solidario de las costas, por haber cometido el crimen de robo 
de noche, en casa habitada y por dos personas, en agravio 
del señor Domingo Tezanos, y Segundo: condena a dichos 
acusados al pago solidario de las costas del presente recurso"; 

Considerando, que inconformes los acusados con esa sen-
tencia, han incoado el presente recurso de casación median-
te declaración hecha por ante el Secretario de la Corte a quo 
en fecha diez de febrero del año mil novecientos cuarenta y 
uno, exponiendo, como fundamento de su recurso, el "no en-
contrarse conformes con dicha sentencia"; 

Considerando, que la Corte a quo, para juzgar el caso 
como lo hizo, adquirió su íntima convicción, en cuanto a la 
comisión del hecho y en cuanto a su imputabilidad los re-
currentes, por medio de' las "declaraciones de los testigos"; 
por la "circunstancia de haber ido los acusados, la misma no- 
che del robo, a vender los efectos robados a Isaura Jaques 
(a) Sara"; por medio de "otros hechos y circunstancias de 
la causa, y por la confesión prestada por ellos ante el oficial 
de Policía de Barahona", pruebas que fueron legalmente re•: 
cogidas, conservadas, verificadas y admitidas por los jueces; 

Considerando, que conforme a los artículos 379, 386 y 
55 del Código Penal, y 277 del Código de Procedimiento CHI" 
minal, "el que con fraude sustrae una cosa que no le perte-
nece, se hace reo de robo"; que "el robo se castigará con la 
pena de reclusión, cuando los culpables se encuentren en u-
no de los casos siguientes: lo, cuando se ejecute de noche Y 
por dos o más personas; 2o, cuando en la comisión del delito  

concurran una de las dos circunstancias dél párrafo anterior 
siempre que se haya ejecutado en lugar habitado, o destinado 
para habitación"; que "todos los individuos condenados por 
'un mismo crimen o un mismo delito, son solidariamente res-
ponsables de las multas, restituciones, daños y perjuicios y 
costas que se pronuncien"; y, finalmente, que "el acusado.... 
que sucumbiere será condenado en las costas"; 

Considerando, que tanto en el conocimiento del caso, co-
mo en el pronunciamiento de la sentencia, se han cumplido 
las formalidades establecidas por la ley; 

Considerando, que, como consecuencia de todo lo antes 
expresado, resulta que la sentencia impugnada es regular en 
la forma y las condenaciones que contiene han sido dictadas 
conforme a la ley y, por tanto, el presente recurso debe ser 
rechazado, y condenados los recurrentes al pago de las cos. 
tas; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por los nombrados Bienvenido Michel y Ra-
fael Vargas (a) Ney, contra sentencia de la Corte de Apela-
ción de San Cristóbal, de fecha diez de febrero' del mil no-
vecientos cuarenta y uno, y Segundo: Condena dichos re-
currentes al pago de las costas. 

(Firmados) : J. Tomás Mejía.— G. A. Díaz.—Abigail 
Mantás.—Euclaldo Troneoso de la C.— J. Vidal Velázquez. 
Raf. Castro Rivera.—Leoncio Ramos.—Luis Logroño C.-
Eug. A. Alvarez—Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia 
pública del día, mes y año en él expresados, y fue firmada, 
leída y publicada por mí, Secretario General, que certifico. 

(Firmado) : Eug. A. Alvarez. 
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cia los condenados, intentaron recurso de apelación contra e-
lla por ante la' Corte de Apelación del Departamento de San 
Cristóba) la que lo decidió por sentencia de fecha diez de fe-
brero del año mil novecientos cuarentiuno, en el dispositivo, 
de la cual se expresa : Primero: que "confirma, en cuanto se 
refiere a los acusados Bienvenido Michel y Rafael Vargas 
(a) Ney, la sentencia apelada, dictada en atribuciones crimi-
nales, por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Barahona, el día trece de diciembre del año mil no-
vecientos cuarenta, que condena a los nombrados Bienvenido 
Michel y Rafael Vargas (a) Ney, cnyas generales constan, 
a sufrir cada uno la pena de tres años de reclusión y al pago 
solidario de las costas, por haber cometido el crimen de robo 
de noche, en casa habitada y por dos personas, en agravio 
del señor Domingo Tezanos, y Segundo: condena a dichos 
acusados al pago solidario de las costas del presente recurso"; 

Considerando, que inconformes los acusados con esa sal-
tencia, han incoado el presente recurso de casación median-
te declaración hecha por ante el Secretario de la Corte a quo 
en fecha diez de febrero del año mil novecientos cuarenta y 
uno, exponiendo, como fundamento de su recurso, el "no en-
contrarse conformes con dicha sentencia"; 

Considerando, que la Corte a quo, para juzgar el caso 
como lo hizo, adquirió su intima convicción, en cuanto a la 
comisión del hecho y en cuanto a su imputabilidad á los re-
currentes, por medio de .  las "declaraciones de los testigos"; 
por la "circunstancia de haber ido los acusados, la misma nof 
che del robo, a vender los efectos robadós a Isaura Jaques 
(a) Sara"; por medio de "otros hechos y circunstancias de 
la causa, y por la confesión prestada por ellos ante el oficial ‘, 
de Policia de Barahona", pruebas que fueron legalmente re. : 
cogidas, conservadas, verificadas y admitidas por los jueces; 

Considerando, que conforme a los artículos 379, 386 y 
55 del Código Penal, y 277 del Código de Procedimiento Cri= 
mina', "el que con fraude sustrae una cosa que no le perte- • 
nece, se hace reo de robo"; que "el robo se castigará con la 
pena de reclusión, cuando los culpables se encuentren en u-
no de los casos siguientes: lo, cuando se ejecute de noche Y 
por dos o más personas; 2o, cuando en la comisión del delito 
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; concurran una de las dos circunstancias del párrafo anterior 
:siempre que se haya ejecutado en lugar habitado, o destinado 
para habitación"; que "todos los individuos condenados por 
un mismo crimen o un mismo delito, son solidariamente res-

; ponsables de las multas, restituciones, daños y perjuicios y 
costas que se pronuncien"; y, finalmente, que "el acusado.... 
que sucumbiere será condenado en las costas"; 

Considerando, que tanto en el conocimiento del caso, co-
mo en el pronunciamiento de la sentencia, se han cumplido 
las formalidades establecidas por la ley; 

Considerando, que, como consecuencia de todo lo antes 
expresado, resulta que la sentencia impugnada es regular en 
la forma y las condenaciones que contiene han sido dictadas 
conforme a la ley y, por tanto, el presente recurso debe ser 
rechazado, y condenados los recurrentes al pago de las cos-
tas; 

    

  

1 

 

    

    

    

    

    

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por los nombrados Bienvenido Michel y Ra-
fael Vargas (a) Ney, contra sentencia de la Corte de Apela-
ción de San Cristóbal, de fecha diez de febrero' del mil no-
vecientos cuarenta y uno, y Segundo: Condena dichos re-
currentes al pago de las costas. 

   

1 

    

(Firmados) : J. Tomás Mejía.— G. A. Día z.—Abigail 
Montás.—Euclaklo Troncos° de la C.— J. Vidal Velázquez. 
Raf. Castro Rivera.—Leoncio Ramas.—Luis Logroño C.-
Eug. A. Alvarez—Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia 
pública del día, mes y año en él expresados, y fue firmada, 
leída y publicada por mí, Secretario General, que certifico. 

(Firmado) : Eug. A. Alvarez. 

 



  

734 BOLETIN JUDICIAL 

 

    

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD 
República,  Dominicana. 

La Suprema Corte de Justicia 
En Nombre de la República 

Vista la instancia presentada, en fecha siete de mayo 
de mil novecientos cuarenta y uno, por el Licenciado M. 
Campillo Pérez, portador de la cédula personal de identidad 
número 12353, Serie , renovada con el sello Núm. 631, co-I> 
mo su propio abogado, en un recurso de casación interpues-, 
to por el solicitante, contra sentencia del Tribunal Superior 
de Tierras del treinta de septiembre de mil novecientos' 
treinta y seis, sobre el cual fueron emplazadas "el Tesorero 
Nacional, como Custodio del Fondo de Aseguro de Terrenos 
Registrados", y The Central Romana Inc.; instancia que con 
tiene las conclusiones siguientes: "El infrascrito os ruega 
que, de acuerdo con las disposiciones de los art. 9 y 11 de la 
Ley sobre Proc. de Casación, —modificado el primero por 
la Ley No. 295, promulgada el 30 de mayo de 1940—, pro-
nuncieis el defecto contra los intimados, privándolos del de-
recho de comparecer ante ese Alto Tribunal a exponer sus 
medios de defensa, disponiéndose do demás que corresponde 
hacer en este caso"; 

Vistos los artículos 9 y 11 de la Ley sobre Procedimien-- 

 to de Casación, y la Ley No. 295 que modifica el primero de 
dichos textos legales; 21 (modificado por el artículo 4 de la 
Ley No. 1140, del 25 de mayo de 1929) ; 119 y 132 de la Ley 
de Registro de Tierras; 1, A, párrafo 4, de la Orden Ejecu-
tiva No. 799; 6 y 13 de la Ley No. 1486, promulgada el 20 
de marzo de 1938; 344 y 346 del Código de Procedimiento 
Civil; 

Atendido, a que por los documentos presentados por el 

solicitante y por la instancia del mismo, se pone en eviden-
cia lo que a continuación se expresa: A), que dicho solicitan-
te emplazó, en el recurso de casación ya indicado, al Tesore-
ro Nacional, en su calidad más arriba mencionada, el dieci-
siete de diciembre de mil novecientos treinta y seis; y a The 
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Central Romana Inc.. el decinueve de los mismos mes y año; 
B), que el veintiuno de diciembre del indicado año, el Licen-
ciado Luis E. Henríquez Castillo hizo notificar al solicitan-
te, abogado de sí mismo, que "en la demanda en recurso de 
casación intentado por él" (por el actual solicitante) "con-
tra sentencia del Tribunal Superior de Tierras de fecha trein 
ta de Septiembre del presente año, que rechazó una instan-
cia del Dr. Ernesto A. Botello, de quien es cesionario el 
Licdo. Campillo Pérez, contra el Fondo de Aseguros, repre-
sentado por el Tesorero Nacional, según notificación de em-
plazamiento y memorial de casación practicada el día diez y 
siete del presente mes de diciembre"... dicho Licenciado 
Luis E. Henríquez Castillo había "recibido y aceptado man-
dato de la parte adversa a él en el referido recurso de casa-
ción, para representarla"; C), que el Licenciado Luis E. 
Henríquez Castillo "fué investido después, antes de haber 
producido el memorial correspondiente, con el cargo de Juez 
del Tribunal de Tierras"; D), que el veintiocho de marzo de 
mil rovecientos cuarenta y uno, el Licenciado Miguel Campi-
llo Pérez, en su calidad ya indicada, hizo notificar al Licen-
ciado Froilán Tavares hijo lo que en seguida se indica : "que 
como en el caso del recurso de casación interpuesto por el 
requeriento el 30 de noviembre de 1936 contra una senten-
cia pronunciada por el Tribunal Superior de Tierras el 30 
de setiembre de ese año en perjuicio del Dr. Ernesto A. Bo-
ten°, cuyo lugar en el litijio de aquel ocupa ahora, el Lic. Luis 
E. Henríquez Castillo se había constituido, en su calidad de 
Fiscal del Tribunal de Tierras, abogado de la parte deman-
dada,—el Tesorero Nacional, como Custodio del Fondo de 
Aseguro de Terrenos Registrados—, y que como al desig-
narse luego para esa Fiscalía al Lic. Froilán Tavares hijo, 
este ha sustituido a aquel, en virtud del art. 132 de la Ley 
sobre Registro de Tierras, como abogado del intimado, sin 
ocurrir ninguna interrupción de la instancia, el requerien-
te lo intima, en su expresada calidad, o en la de abogado 
constituido, por mandato de la ley, para representar al Te-
sorero Nacional en el caso dicho a que en el término de ocho 
días francos, a partir de hoy, produzca y le notifique el me-
morial de defensa correspondiente, debiendo depositarlo, a- 
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DIOS, PATRIA Y LIBERTAD 
República Dominicana. 

La Suprema Corte de Justicia 
En Nombre de la República 

Vista la instancia presentada, en fecha siete de mayo 
de mil novecientos cuarenta y uno, por el Licenciado M. 
Campillo Pérez, portador de la cédula personal de identidad 
número 12353, Serie , renovada con el sello Núm. 631, ea: 
mo su propio abogado, en un recurso de casación interpues-
to por el solicitante, contra sentencia del Tribunal Superior 
de Tierras del treinta de septiembre de mil novecientos 
treinta y seis, sobre el cual fueron emplazadas "el Tesorero 
Nacional, como Custodio del Fondo de Aseguro de Terrenos 
Registrados", y The Central Romana Inc.; instancia que con 
tiene las conclusiones siguientes: "El infrascrito os ruega 
que, de acuerdo con las disposiciones de los art. 9 y 11 de la 
Ley sobre Proc. de Casación, —modificado el primero por 
la Ley No. 295, promulgada el 30 de mayo de 1940—, pro-
nuncieis el defecto contra los intimados, privándolos del de-
recho de comparecer ante ese Alto Tribunal a exponer sus 
medios de defensa, disponiéndose do demás que corresponde 
hacer en este caso"; 

Vistos los artículos 9 y 11 de la Ley sobre Procedimien-' 
to de Casación, y la Ley No. 295 que modifica el primero de 
dichos textos legales; 21 (modificado por el artículo 4 de la 
Ley No. 1140, del 25 de mayo de 1929) ; d9 y 132 de la Ley 
de Registro de Tierras; 1, A, párrafo 4, de la Orden Ejecu-
tiva No. 799; 6 y 13 de la Ley No. 1488, promulgada el 20 
de marzo de 1938; 344 y 346 del Código de Procedimiento 
Civil; 

Atendido, a que por los documentos presentados por el 
solicitante y por la instancia del mismo, se pone en eviden-
cia lo que a continuación se expresa: A), que dicho solicitan-
te emplazó, en el recurso de casación ya indicado, al Tesore -

ro Nacional, en su calidad más arriba mencionada, el dieci-
siete de diciembre de mil novecientos treinta y seis; y a The 

Central Romana Inc, el decinueve de los mismos mes y año; 
B), que el veintiuno de diciembre del indicado año, el Licen-
ciado Luis E. Henríquez Castillo hizo notificar al solicitan.. 
te, abogado de sí mismo, que "en la demanda en recurso de 
casación intentado por él" (por el actual solicitante) "con-
tra sentencia del Tribunal Superior de Tierras de fecha trein 
ta de Septiembre del presente año, que rechazó una instan-
cia del Dr. Ernesto A. Botello, de quien es cesionario el 
Licdo. Campillo Pérez, contra el Fondo de Aseguros, repre-
sentado por el Tesorero Nacional, según notificación de em-
plazamiento y memorial de casación practicada el día diez y 
siete del presente mes de diciembre"... dicho Licenciado 
Luis E. Henríquez Castillo había "recibido y aceptado man-
dato de la parte adversa a él en el referido recurso de casa-
ción, para representarla"; C), que el Licenciado Luis E. 
Henríquez Castillo "fué investido después, antes de haber 
producido el memorial correspondiente, con el cargo de Juez 
del Tribunal de Tierras"; D), que el veintiocho de marzo de 
mil rovecientos cuarenta y uno, el Licenciado Miguel Campi-
llo Pérez, en su calidad ya indicada, hizo notificar al Licen-
ciado Froilán Tavares hijo lo que en seguida se indica: "que 
como en el caso del recurso de casación interpuesto por el 
requeriento el 30 de noviembre de 1936 contra una senten-
cia pronunciada por el Tribunal Superior de Tierras el 30 
de setiembre de ese año en perjuicio del Dr. Ernesto A. Bo-
ten°, cuyo lugar en el litijio de aquel ocupa ahora, el Lic. Luis 
E. Henríquez Castillo se había constituido, en su calidad de 
Fiscal del Tribunal de Tierras, abogado de la parte deman-
dada,—el Tesorero Nacional, como Custodio del Fondo de 
Aseguro de Terrenos Registrados.—, y que como al desig-
narse luego para esa Fiscalía al Lic. Froilán Tavares hijb, 
este ha sustituido a aquel, en virtud del art. 132 de la Ley 
sobre Registro de Tierras, como abogado del intimado, sin 
ocurrir ninguna interrupción de la instancia, el requerien-
te lo intima, en su expresada calidad, o en la de abogado 
constituido, por mandato de la ley, para representar al Te-
sorero Nacional en el caso dicho a que en el término de ocho 
días francos, a partir de hoy, produzca y le notifique el me-
morial de defensa correspondiente, debiendo depositarlo, a- 
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demás, dentro de ese plazo, en la Secretaría de la Suprema 
Corte de Justicia; y se le advierte que de no deferir a la pre-
sente intimación, el requeriente perseguiráf de conformidad 
con los arts. 9 y 11 de la Ley sobre Proc. de Casación, que se 
excluya al demandado "del derecho de comparecer a exponer . 
sus medios de defensa ante la referida Corte"; 

Atendido, a que el acto notificado por el Licenciado Luis 
E. Henríquez Castillo al Licenciado Miguel Campillo Pérez 
(según la copia auténtica presentada por este último) el 
veintiuno de diciembre de mil novecientos treinta y seis, po-
ne de manifiesto que dicho Licenciado Henríquez Castillo se 
constituyó personalmente, y n6 en la calidad oficial que en-
tonces tenía, como abogado para representar al Tesorero 
Nacional, frente al recurso de casación del cual se trataba; 
a que el artículo 21 de la Ley de Registro de Tierras, y el 4 
de la Ley No. 1140 que4nodificó aquel, atribuyen al Fiscal 
del Tribunal de Tierras (en el texto primero) y al Abogado 
del Estado (en el segundo) "la defensa de los- derechos del 
Estado ante el . Tribunar de Tierras; el artículo 127 de la re-
petida Ley de Registro de Tierras dispone que "Toda perso-
na que, sin negligencia de su parte, se viere privada de cual-
quier terreno o de cualquier derecho o interés en el mismo, 
bien con motivo de las disposiciones de esta Ley, o, después 
de haberse efectuado el primer registro, con motivo de frau-
de o a consecuencia de negligencia, omisión, error o pifiden-
cia, y que, por las disposiciones de esta Ley se encuentre 
privada o en cualquiera forma impedida de entablar una 
acción para recobrar dicho terreno o interés en el mismo, po-
drá incoar una acción en el Tribunal de Tierras en la forma 
que más adelante se provea, contra el Tesorero, como custo-
dió del Fondo de Aseguro de Terrenos Registrados, para co-
brar la compensación que le correspondiere de dicho Fondo"; 
y el artículo 132 de la misma ley expresa que "En toda de-
manda que fuere formulada contra el Tesorero, en virtud de 
las disposiciones de esta Ley, será deber del Fiscal del Tri-
bunal de Tierras comparecer en su defensa; pero, siempre 
que fuere necesario, el Secretario de Justicia, a petición del 
Tesorero, podrá nombrar a otro abogado, o a un ahogado a-
dicional para la defensa de dicha demanda"; a que este úl- 
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timo texto legal, promulgado antes de que la Orden Ejecuti-
va No. 799, validada por el Congreso Nacional instituyera 
el recurso de casación para las sentencias del Tribunal Supe-
rior de Tierras, sólo se refería, y podía referirse, a las de-
mandas indicadas en el artículo 127, y nó a recursos de ca-
sación que fuéron instituidos más tarde, y en los cuales, de 
acuerdo con la Orden Ejecutiva No. 799, artículo 1 A, No. 4, 
"salvo lo que de otro modo se disponga en el presente, las 
reglas por las cuales se rige la casación será aplicables en 
cuanto sean pertinentes"; a que, por todo ello, el Licenciado 
Froilán Tavares hijo, actual abogado del Estado ante el Tri-
bunal de Tierras no tiene de pleno derecho, en esta calidad, 
la representación del Estado ni del Tesorero Nacional, fren-
te a un recurso de casación en que éstos hayan sido emplaza-
dos; a que, en consecuencia, el acto notificado a dicho fun-
cionario el veintiocho de marzo de mil novecientos cuarenta 
y uno, lo fué a una persona desprovista de calidad para re-
cibirlo, y por lo tanto era ineficaz, para la aplicación de los 
artículos 9 (reformado por la Ley No. 295) y 11 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación, invocados por el solicitan-
te; 

Atendido, a que, la aceptación, por parte del Licencia-
do Luis E. Henríquez Castillo, del cárgo de Juez de Tribu-
nal de Tierras implicó la renuncia de dicha persona a ejer-
cer la profesión de abogado, incompatible, legalmente, con 
tal cargo; y como el expresado Licenciado Castillo había si-
do constituido, frente al recurso de casación/ del cual se hace 
referencia, como abogado del Tesorero Nacional, antes de 
que cesaran sus funciones de abogado, y el asunto no se en-
contraba en estado, lo único que podía hacer el actual soli-
citante, Licendado Miguel Campillo Pérez, era proceder de 
acuerdo con los artículos 344 y 346 del Código de Procedi-
miento Civil, aplicables en la especie, y del artículo 13 de la 
Ley No. 1486, del 20 de marzo de 1938; 

Atendido, a que por todo lo expuesto, la instancia de la 
cual se trata debe ser rechazada, en lo que conciernte al Te-
sorero Nacional; 

Atendido, a que según certificación del Secretario de 
esta Suprema Corte, la Central Romana, Inc, no ha deposi- 
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demás, dentro de ese plazo, en la Secretaría de la Suprema 
Corte de Justicia; y se le advierte que de no deferir a la pre-
sente intimación, el requeriente perseguiráf de conformidad 
con los arts. 9 y 11 de la Ley sobre Proc. de Casación, que se 
excluya al demandado "del derecho de comparecer a exponer 
sus medios de defensa ante la referida Corte"; 

Atendido, a que el acto notificado por el Licenciado Luis 
E. Henríquez Castillo al Licenciado Miguel Campillo Pérez 
(según la copia auténtica presentada por este último) el 
veintiuno de diciembre de mil novecientos treinta y seis, po-
ne de manifiesto que dicho Licenciado Henríquez Castillo se 
constituyó personalmente, y nó en la calidad oficial que en-
tonces tenía, como abogado para representar al Tesorero 
Nacional, frente al recurso de casación del cual se trataba; 
a que el artículo 21 de la Ley de Registro de Tierras, y el 4 
de la Ley No. 1140 que4nodificó aquel, atribuyen al Fiscal 
del Tribunal de Tierras (en el texto primero) y al Abogado 
del Estado (en el segundo) "la defensa de los derechos del 
Estado ante el . Tribunar de Tierras; el artículo 127 de la re-
petida Ley de Registro de Tierras dispone que "Toda perso-
na que, sin negligencia de su parte, se viere privada de cual-
quier terreno o de cualquier derecho o interés en el mismo, 
bien con motivo de las disposiciones de esta Ley, o, después 
de haberse efectuado el primer registro, con motivo de frau-
de o a consecuencia de negligencia, omisión, error o )nfiden-
cia, y que, por las disposiciones de esta Ley se encuentre 
privada o en cualquiera. forma impedida de entablar una 
acción para recobrar dicho terreno o interés en el mismo, po-
drá incoar una acción en el Tribunal de Tierras en la forma 
que más adelante se provea, contra el Tesorero, como custo-
dió del Fondo de Aseguro de Terrenos Registrados, para co-
brar la compensación que le correspondiere de dicho Fondo"; 
y el artículo 132 de la misma ley expresa que "En toda de-
manda que fuere formulada contra el Tesorero, en virtud de 
las disposiciones de esta Ley, será deber del Fiscal del Tri-
bunal de Tierras comparecer en su defensa; pero, siempre 
que fuere necesario, el Secretario de Justicia, a petición del 
Tesorero, podrá nombrar a otro abogado, o a un abogado a-
dicional para la defensa de dicha demanda"; a que este úl- 

timo texto legal, promulgado antes de que la Orden Ejecuti-
va No. 799, validada por el Congreso Nacional instituyera 
el recurso de casación para las sentencias del Tribunal Supe-
'dor de Tierras, sólo se refería, y podía referirse, a las de-
mandas indicadas en el artículo 127, y nó a recursos de ca-
sación que fuéron instituidos más tarde, y en los cuales, de 
acuerdo con la Orden Ejecutiva No. 799, artículo 1 A, No. 4, 
"salvo lo que de otro modo se disponga en el presente, las 
reglas por las cuales se rige la casación será aplicables en 
cuanto sean pertinentes"; a que, por todo ello, el Licenciado 
Froilán Tavares hijo, actual abogado del Estado ante el Tri-
bunal de Tierras no tiene de pleno derecho, en esta calidad, 
la representación del Estado ni del Tesorero Nacional, fren-
te a un recurso de casaéión en que éstos hayan sido emplaza-
dos; a que, en consecuencia, el acto notificado a dicho fun-
cionario el veintiocho de marzo de mil novecientos cuarenta 
y uno, lo fué a una persona desprovista de calidad para re-
cibirlo, y por lo tanto era ineficaz, para la aplicación de los 
artículos 9 (reformado por la Ley No. 295) y 11 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación, invocados por el solicitan-
te; 

Atendido, a que, la aceptación, por parte del Licencia-
do Luis E. Henríquez Castillo, del cárgo de Juez de Tribu-
nal de Tierras implicó la renuncia de dicha persona a ejer-
cer la profesión de abogado, incompatible, legalmente, con 
tal cargo; y como el expresado Licenciado Castillo había si-
do constituido, frente al recurso de casación/ del cual se hace 
referencia, como abogado del Tesorero Nacional, antes de 
que cesaran sus funciones de abogado, y el asunto no se en-
contraba en estado, lo único que podía hacer el actual soli-
citante, LicenCiado Miguel Campillo Pérez, era proceder de 
acuerdo con los artículos 344 y 346 del Código de Procedi-
miento Civil, aplicables en la especie, y del artículo 13 de la 
Ley No. 1486, del 20 de marzo de 1938; 

Atendido, a que por todo lo expuesto, la instancia de la 
cual se trata debe ser rechazada, en lo que conciernte al Te-
sorero Nacional; 

Atendido, a que según certificación del Secretario de 
esta Suprema Corte, la Central Romana, Inc, no ha deposi- 
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A SABER: 

Recursos de casación conocidos en audiencia pública, 5 
Recursos de casación civiles fallados, 3 
Recursos de casación criminales fallados, 2 
Recursos de casación correccionales fallados, 2 
Sentencias en jurisdicción administrativa, 20 
Sentencia sobre suspensión de ejecución de sentencia, 1 
Autos designando- Jueces Relatores, 5 
Autos pasando expediente al Magistrado Procurador 
General de la República para fines de dictamen, 5 
Autos fijando audiencias, 4 
Autos nombrado Procurador General ad-hoc, 4 
Autos admitiendo recursos de casación, 5 

Total de asuntos : 56 

Ciudad Trujillo, 30 de junio del 1941. 

Eugenio A. Alvarez 
Secretario General de la Suprema Corte de Justicia 
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tado acta alguna en la que conste que haya constituido abo-
gado, frente al recurso de casación del cual se trata; a que, 
consecuentemente, procede acoger, en cuanto a dicha compa-
ñía se refiere, la instancia de la que se conoce; 

Por tales motivos, y de acuerdo con el dictamen del Ma-
gistrado Procurador General de la Repúbica, Licenciado Be, 
nigno del Castillo S. 

Resuelve: 

lo.—Rechazar la instancia del Licenciado Miguel Cam 
pillo Pérez, respecto del Tesorero Nacional, y por lo tanto no 
pronunciar, como en efecto no pronuncia, ni la exclusión ni 
el defecto contra dicho Tesorero Nacional, intimado en el re-
curso de casación interpuesto por el repetido Licenciado Mi-
guel Campillo Pérez, contra sentencia del Tribunal Superior 
de Tierras del treinta de septiembre de mil novecientos trein-
ta y seis, arriba mencionada; 

2o.—Acoger la instancia del mismo Licenciado Miguel 
Campillo Pérez, en lo que concierne a la Central Romana 
Inc., y, consecuentemente, considerar en defecto a dicha com-
pañía en el preindicado recurso. 

Dado en Ciudad Trujillo Distrito de Santo Domingo, 
Capital de la República, hoy día dos del mes de junio del mil 
novecientos cuarenta y uno, año 989 de la Independencia, 78 9 

 de la Restauración y 129  de la Era Ele Trujillo. 

(Firmados) :— J. Tomás Mejía.— G. A. Díaz.— Dr. T. 
Franco Franco.— Abigail Montás. — Eudaldo Troncoso de 
la C.—J. Vidal Velázquez.— Raf. Castro Rivera.— Leoncio 
Ramos.— Luis Logroño C. 

Dado y firmado ha sido el anterior auto por los Señores 
Jueces que en él figuran, los mismos día, mes y año en él ex-
presados, lo que yo, Secretario General, certifico.—(Firma-
do) :— Eug. A. Alvarez. 
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